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 PRESENTACIÓN

“Cuando el sistema constitucional de derechos y garantías 
impone al estado obligaciones positivas de actuación, como 
desarrollo del programa perenne que asume el estado social 
de derecho con miras a afianzar la igualdad, la función del 
juez no puede ser ajena a la consolidación y promoción de 
los nuevos horizontes emancipatorios que se abren a las 
personas y a los grupos sociales” Sentencia T-006 de 1992

“En el sistema anterior la eficacia de los derechos 
fundamentales terminaba reduciéndose a su fuerza 
simbólica. Hoy, con la nueva Constitución, los derechos son 
aquello que los jueces dicen a través de las sentencias de 
tutela” Sentencia T-406 de 1992
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La Corte Constitucional ha superado tres décadas de intensa actividad 
jurisprudencial. Desde el primer momento hasta ahora la producción 
jurisprudencial del Tribunal ha sido significativa. En materia de control concreto 
de constitucionalidad, activado por su facultad de revisión de fallos de tutela, la 
Corte ha producido un total aproximado de 21.215 sentencias. A su vez, en ejercicio 
del control abstracto el número total de sentencias asciende a 7.344. No solo 
las cifras son reveladoras al respecto. Si se abandona el criterio cuantitativo y se 
adopta un criterio cualitativo, la jurisprudencia constitucional resulta sustancial 
y trascendente. Numerosos casos, en sede de control concreto y abstracto, han 
terminado por conformar una compleja red de reglas, principios, categorías y 
métodos que se ensamblan de diversas formas y con diferentes consecuencias. A 
partir de ellos no solo la Corte decide los casos, sino que los ciudadanos proponen 
numerosos diálogos al Tribunal. Y la acción de tutela deja en el primer lugar de la 
agenda pública el lenguaje de los derechos.

En medio de esa expansión, la Corte Constitucional tiene la responsabilidad 
de fortalecer sus esfuerzos para construir con claridad su jurisprudencia, para 
precisarla o corregirla cuando ello se requiera, para difundirla adecuadamente y 
para ofrecer herramientas que permitan identificarla de manera cada vez más 
efectiva y precisa.

Los Cuadernos de Jurisprudencia que ahora se presentan siguen prácticas de 
divulgación similares emprendidas por otros tribunales de la región. Se trata 
de un esfuerzo de la Corte para identificar, sistematizar y divulgar extractos 
jurisprudenciales que orientan su práctica interpretativa en temas relevantes. Los 
cuadernos omiten intencionalmente el análisis, la glosa o el comentario para dejar 
que la jurisprudencia hable por sí sola y, si en el lector surgen dudas, para que la 
consulte directamente, reconstruya su historia, identifique sus matices y realice 
una especial valoración de los hechos en cuanto ella es determinante para la 
identificación de los precedentes relevantes. De este modo, la fuerza expositiva de 
estos cuadernos de jurisprudencia es la propia voz del Tribunal Constitucional. 

La organización temática de los cuadernos trascurrirá entre aspectos sustanciales 
y funcionales. El que ahora se presenta, se ocupa de la acción de tutela, uno de los 
mecanismos más importantes de protección judicial de derechos en la historia 
del constitucionalismo colombiano. Para ello refiere, agrupadas temáticamente, 
algunas reglas o consideraciones de la jurisprudencia constitucional relativas 
al régimen jurídico de la referida acción y, para ello, se divide en tres partes. La 
primera contempla las fuentes normativas que la regulan, su naturaleza, los fines 
que persigue y los rasgos que la caracterizan. A su vez, la segunda y la tercera 
refieren las condiciones generales de procedencia de la acción de tutela, esto es, 
los requisitos que deben satisfacerse para que sea posible un pronunciamiento de 
fondo por parte del juez de tutela.
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A partir de esta división general se identifican temas y subtemas, transcribiendo 
algunos de los fundamentos de aquellas providencias -sentencias y autos de 
las salas de revisión y de la Sala Plena- que pueden describir, de manera precisa, 
las tesis que sobre esas materias ha establecido la Corte. Su número y extensión 
es variable en función de la complejidad del asunto tratado y de las diversas 
aproximaciones que en algunos de ellos pueden constatarse. Las providencias que 
han sido seleccionadas son citadas en un orden cronológico descendente.                                   

La identificación realizada no corresponde a una elección de las providencias 
más citadas o más recientes. Tampoco supone la elección de las conocidas 
“sentencias hito”. Corresponde, en otra dirección, a fragmentos de providencias 
que de forma clara han recogido una doctrina empleada en la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional para resolver algún problema en particular. A efectos de 
optimizar la claridad, los fundamentos transcritos pueden encontrarse divididos 
de forma diversa a como se encuentran en la providencia correspondiente. De 
esos fragmentos y con el mismo propósito se eliminan las cursivas, se prescinde 
de la mayoría de las comillas, se suprimen las notas de pie de página y, en algunos 
casos, se eliminan palabras que no alteran el sentido de la providencia. Se trata 
entonces de un documento que pretende ofrecer al lector un punto de partida 
para emprender su propio examen y valoración de la jurisprudencia constitucional.

La Constitución, el bloque de constitucionalidad y las disposiciones que rigen los 
procedimientos y trámites propios del control concreto se cruzan, en una estrecha 
relación, con las decisiones de la Corte. Sus pronunciamientos asignan significados, 
resuelven conflictos y completan vacíos. De este modo esa tierra continental 
conformada por reglas y principios adoptadas por el Constituyente y el Legislador 
es rodeada por un verdadero océano que expande, riega permanentemente, 
enriquece, ilumina y le da nuevos horizontes. Todos los jueces de tutela, caso a caso, 
se han preguntado por su responsabilidad y, al hacerlo, han participado al lado de 
este Tribunal en la identificación y configuración de un extraordinario sistema de 
derechos fundamentales para controlar todas las formas de poder; esa permanente 
preocupación del constitucionalismo. 

Sus pronunciamientos -aquí puede emplearse una metáfora conocida- se 
integran a una cadena de capítulos que pretenden presentar la mejor historia de 
su tarea: interpretar la Constitución de aquel modo que garantice su integridad y 
supremacía. Algunos capítulos han permanecido inalterados a lo largo del tiempo, 
otros se han ampliado, mientras que unos más han sido reescritos. Navegar por la 
jurisprudencia constitucional tiene líneas definidas, corrientes previstas y vientos 
que se han cruzado para encontrar su camino definitivo. Este cuaderno tiene como 
fin ofrecer las claves para emprender una lectura ordenada de la jurisprudencia 
relativa al régimen de la acción de tutela.

José Fernando Reyes Cuartas 
Presidente
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Esta sección identifica algunas decisiones 
de la Corte Constitucional que, en 
relación con la acción de tutela, han 
definido las fuentes normativas que 
la regulan, su naturaleza, los fines que 
persigue y los rasgos que la caracterizan.

1. 	Régimen jurídico de la acción de 
tutela

1.1. El régimen básico de la acción de 
tutela se encuentra definido en 
la Constitución y no puede ser 
alterado o modificado por ninguna 
autoridad 

Sentencia C-378 de 2010

Antes de analizar la constitucionalidad 
de la norma acusada, la Corte precisa 
que el numeral 3º del artículo 42 del 
Decreto 2591 de 1991, y específicamente 
la expresión  “domiciliarios”, se 
encuentra vigente. En cuanto al 
contenido material de la norma, la Sala 
considera que la expresión demandada 
(domiciliarios)  introduce una restricción 
que, en últimas, excluye la procedibilidad 
de la tutela contra particulares 
encargados de la prestación de servicios 
públicos  no domiciliarios. Lo anterior, 
teniendo en cuenta que frente a la tutela 
contra particulares opera una suerte 
de taxatividad, en la medida en que las 
hipótesis de su procedencia deben ser 
reguladas por el Legislador, por supuesto 
dentro de los límites que la Constitución 
impone.
 
Sin embargo, esta suerte de limitación 
implícita a la procedencia de la tutela 
contra particulares que brindan servicios 

públicos no domiciliarios resulta contraria 
a los artículos 4 y 86 de la Carta Política, 
pues se trata de una regla de exclusión 
que desdibuja la supremacía de la 
Constitución, su carácter expansivo, y 
resulta incompatible con la naturaleza 
misma de la acción de tutela como 
medida de protección contra la violación 
de los derechos fundamentales.

Sentencia C-037 de 1996

Es importante señalar que en parte 
alguna del artículo 86 de la Carta 
se faculta al legislador para fijar un 
porcentaje determinado respecto de la 
revisión de los fallos de tutela, pues la 
utilización del término “eventual” hace 
que, dentro de una sana lógica, deba 
descartarse esa posibilidad. Inclusive, 
repárese que si el Constituyente hubiese 
querido condicionar en ese sentido la 
labor de la Corte Constitucional, así lo 
habría expresamente definido. Conviene 
también aclarar que el numeral 7o del 
artículo 241 fundamental no permite 
esa interpretación, pues se trata de 
una norma que busca regular -como 
en efecto se hizo en el Decreto 2591 
de 1991- el procedimiento interno de 
la Corte para efectos de revisión de 
tutelas; pero en momento alguno puede 
deducirse que dicha norma de la Carta 
Política faculte a la ley para regular un 
asunto que en el artículo 86 superior -de 
aplicación preferente para los asuntos 
de tutela- quiso dejar al libre arbitrio, 
convencimiento y discrecionalidad de los 
magistrados de la Corte Constitucional. 
En ese orden de ideas, debe puntualizarse 
que la única autoridad competente para 
fijar un porcentaje relativo a la revisión de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/C-378-10.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1996/C-037-96.htm
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las decisiones de tutela, sería esta misma 
Corporación a través de su reglamento 
interno, el cual tendría efectos de carácter 
meramente funcional y nunca el alcance 
que la norma bajo examen le ha querido 
atribuir.

Sentencia C-134 de 1994

La Corte considera que, de acuerdo 
con el inciso quinto del artículo 86 
superior, al legislador le corresponde 
señalar  los casos, esto es, las situaciones 
o las circunstancias en los que procede 
la tutela contra particulares. Por ende, 
no era atribución de la ley, so pretexto 
de dar cumplimiento a un mandato 
constitucional, determinar los  derechos 
fundamentales  que pueden ser 
invocados por el solicitante cuando el 
sujeto pasivo de la tutela es un particular, 
pues, conviene señalarlo, los derechos 
fundamentales son la base, el sustento de 
toda legislación, y no su efecto.

 
Ahora bien, si la acción de tutela 
procede para proteger los derechos 
fundamentales de las personas, 
entonces no resulta lógico realizar 
una diferenciación respecto de cuáles 
derechos pueden ser amparados 
y cuáles no. Valga reiterar que esta 
Corporación ya ha determinado que el 
mecanismo consagrado en el artículo 86 
constitucional, es aplicable a  todos  los 
derechos fundamentales, esto es, los 
que se encuentran consagrados en la 
Constitución, los que determinen los 
tratados internacionales (Art. 94 C.P.), y 
los que reconozca la Corte Constitucional 
al realizar la correspondiente revisión 
de los fallos de tutela, teniendo en 
consideración la naturaleza del derecho 

y el caso en concreto (Art. 2o. decreto 
2591 de 1991). Siendo ello así, entonces 
la acción de tutela contra particulares 
es viable cuando se intente proteger, 
dentro de las tres situaciones fácticas 
que contempla la norma constitucional, 
cualquier derecho constitucional 
fundamental, sin discriminación alguna.

Sentencia C-531 de 1993

La acción de tutela como tal tiene 
el carácter de derecho fundamental 
toda vez que es el instrumento 
concebido por el Constituyente para 
garantizar la protección de los restantes 
derechos fundamentales que sin él 
perderían buena parte de su eficacia y 
arriesgarían esfumarse. El contenido y 
contornos esenciales de los derechos 
fundamentales y de sus garantías y 
mecanismos básicos de protección, 
se establecen y perfilan en la misma 
Constitución y ello evita que las leyes 
los relativicen; vale decir, los derechos 
y sus garantías son fundamentales 
porque son un límite a la acción del 
Legislador. Solo cuando la misma Carta 
faculta a la ley y en la medida en que lo 
haga puede esta regular o desarrollar 
materias relacionadas con los derechos 
fundamentales y siempre que conserve y 
respete el ámbito intangible producto de 
la creación del Constituyente.
 
En este caso, excediendo la habilitación 
extraordinaria que la Constitución 
otorgó al Gobierno para reglamentar el 
derecho de tutela (CP art. transitorio 5), 
se penetró sin más en el núcleo esencial 
de la acción de tutela utilizable como 
mecanismo transitorio y preventivo 
y se la hizo depender de la  disciplina 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1994/C-134-94.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/C-531-93.htm
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legal  de la responsabilidad en la que, 
en lo sucesivo, se pretendió recabar los 
criterios para gobernar su procedibilidad, 
contrariando así de manera flagrante el 
diseño constitucional de esta modalidad 
de acción que, en lo que concierne a 
este aspecto, es independiente de la ley. 
Por esta vía se ha comenzado a recorrer 
ilegítimamente el sendero que conduce a 
la progresiva relativización - legalización 
- de un derecho constitucional 
fundamental. La Corte no lo acepta.

La objetable relativización del derecho 
a la tutela efectiva de los derechos 
fundamentales - abreviadamente 
derecho de tutela -, es todavía más 
cuestionable si se observa que 
la  disciplina legal  de la responsabilidad 
a la cual se remite la definición legal 
de perjuicio irremediable no tiene 
el carácter de ley estatutaria (CP art. 
152-a). Aparte de que la vinculación a 
la ley - de cualquier tipo -, en punto 
a la procedibilidad de la acción, ya 
resulta objetable, lo es en mayor 
medida si son las leyes ordinarias 
en las que se regulan los diferentes 
sistemas de responsabilidad las que 
han de suministrar al Juez los criterios 
definitivos para decidir la procedencia 
de esta especie de acción de tutela. La 
ley ordinaria termina por controlar la 
posibilidad de ejercicio y protección 
de los derechos constitucionales 
fundamentales.

1.2 	 La regulación de los elementos 
estructurales de la acción de tutela, 
no definidos directamente por 
la Constitución, corresponde a la 
legislación estatutaria

Sentencia C-522 de 2023

Si el régimen de medidas previas es 
un asunto estructural o trascendental 
para el funcionamiento de la tutela 
-con mayor motivo- lo son las reglas 
que determinan o regulan su admisión 
o rechazo. El decreto u orden de una 
medida provisional, presupone la 
admisión de la tutela. En consecuencia, 
es evidente el carácter estructural de la 
etapa de admisión, pues sin ella el juez 
constitucional no puede dar trámite 
a la misma, solicitar informes a las 
partes accionadas, decretar pruebas, 
integrar el contradictorio, ordenar 
medidas provisionales y mucho menos 
proferir una sentencia. En conclusión, 
las expresiones demandadas son 
contrarias al principio de reserva de ley 
estatutaria consagrado en el artículo 152 
Superior, pues las reglas contenidas en 
tales expresiones regulan un aspecto 
estructural y trascendental de la acción 
de tutela, a saber, la admisión de ese 
mecanismo de protección de derechos 
fundamentales.

Sentencia C-870 de 2014

Obsérvese como de admitirse que 
mediante una ley ordinaria se expida una 
regulación que se relaciona de forma 
directa con la estructura de la acción de 
tutela, aun cuando se limite a reiterar 
que en esta materia las decisiones 
adoptadas carecen de efecto suspensivo, 
se produciría un precedente que, hacía 
el futuro, habilitaría al Congreso para que 
por fuera de la reserva de ley estatutaria, 
por ejemplo, dispusiese reglas parciales 
o totales de suspensión de los fallos de 
amparo, al considerar que se trata de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/C-522-23.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-870-14.htm
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una materia que puede ser regulada por 
el legislador ordinario, por cuanto no se 
consagra un mecanismo de protección 
de los derechos fundamentales. Se 
presentaría entonces una aplicación 
limitada de la reserva de ley estatutaria 
prevista en el literal a) del artículo 152 de 
la Constitución, cuyo alcance ya ha sido 
superado por la jurisprudencia reiterada 
de la Corte, que incluye dentro de su 
ámbito de protección, como se puso 
de presente en esta providencia, (i) la 
regulación integral de los procedimientos 
o recursos de amparo de los derechos 
fundamentales, (ii) los desarrollos legales 
que directa o indirectamente tengan por 
objetivo diseñar o impactar en dichos 
mecanismos, y/o (iii) la regulación que 
se refiere a aspectos transcendentales 
de su estructura y funcionamiento, 
como ocurre respecto de la norma bajo 
examen.

Sentencia C-284 de 2014

La Constitución establece una reserva 
de ley estatutaria para la regulación 
de  “derechos y deberes fundamentales 
de las personas y los procedimientos y 
recursos para su protección”  (CP art. 152 
lit a), y el de tutela es el procedimiento 
por excelencia de protección de derechos 
fundamentales (CP art. 86). Es cierto 
que no cualquier asunto relacionado 
con la tutela está por ese solo hecho 
sujeto a esta reserva de ley. Sin embargo, 
la regulación demandada se refiere a 
aspectos trascendentales de la estructura 
y funcionamiento de la tutela.
 
Ante todo, regula las medidas previas 
(cautelares o provisionales) de amparo, 
que son la primera garantía institucional 

de protección inmediata de los derechos 
fundamentales dentro de los procesos 
de tutela. La acción de tutela es un 
instrumento idóneo para obtener 
la “protección inmediata” de los derechos 
fundamentales, y esta característica 
está expresamente consagrada en 
la Constitución (CP art. 86). Por lo 
mismo, es un aspecto estructural de 
su configuración constitucional, cuya 
regulación debe estar contenida en una 
ley estatutaria, sometida a control previo 
de constitucionalidad, con el fin de 
salvaguardar la supremacía de la Carta 
en esta trascendental materia (CP arts. 4 
y 153). 
 
Además, se observa que la Ley 1437 de 
2011 regula un asunto de competencia en 
tutela.  El capítulo XI del Título V 
del CPACA establece quiénes son 
competentes para decretar medidas 
cautelares, y para resolver los recursos 
contra actos del juez de tutela. Si bien el 
contenido de esta regulación es contrario 
a la Carta, por lo que se expuso con 
anterioridad, conviene reiterar en esta 
oportunidad la posición de la Corte en 
torno a que los asuntos de competencia 
en el proceso de tutela, están reservados 
a la ley estatutaria. 
 
La Corte Constitucional advierte 
asimismo que la norma legal 
demandada configura una regulación 
en tutela que establece reglas relativas 
a  recursos. Aunque los recursos previstos 
en la Ley 1437 de 2011 no respetan por su 
contenido la Constitución, en lo referente 
a su aplicación a los procesos de tutela, 
es posible que con otro diseño ajustado 
al carácter preferente, sumario, célere e 
informal del proceso de tutela se ajusten 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-284-14.htm
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a las previsiones de la Carta Política. Una 
regulación que se refiere a  recursos  o 
medios de impugnación, como la aquí 
prevista  contra medidas cautelares, 
en tanto podría tener como función la 
protección precisamente de derechos 
fundamentales, está sujeta también a la 
reserva de ley estatutaria.

Sentencia C-590 de 2005

La Constitución consagró reserva de ley 
estatutaria para el desarrollo y ampliación 
de los derechos fundamentales y de 
sus mecanismos de protección. De 
acuerdo con esto, se trata de un tema tan 
vertebral a la democracia constitucional 
colombiana, que incluso el desarrollo 
y la ampliación de los mecanismos de 
protección de esos derechos fueron 
sometidos al procedimiento legislativo 
cualificado y al control judicial previo 
inherente a las leyes estatutarias. Luego, 
si sobre ese ámbito procede la reserva 
de ley estatutaria, es evidente que el 
legislador ordinario no tiene competencia 
alguna para regular un espacio vital tan 
sensible como ese.

En ese contexto, esto es, si la acción de 
tutela es un mecanismo de protección de 
los derechos fundamentales concebido 
directamente por el poder constituyente 
colombiano; si este, aparte de consagrar 
ese mecanismo, instituyó también su 
ámbito de aplicación; si de este ámbito 
no excluyó la función jurisdiccional y, en 
consecuencia, las decisiones de los jueces 
y tribunales y si consagró una reserva 
de ley estatutaria para su regulación y 
ampliación, incluidos sus mecanismos 
de protección, es claro que el legislador 
ordinario no tiene atribución alguna para 

interferir ese régimen constitucional y 
mucho menos para restringir el ámbito 
de aplicación de la acción de tutela, 
atribución está que ni siquiera le ha sido 
reconocida al legislador estatutario.

Auto 085 de 2000

Dada la especial naturaleza de la acción 
de tutela como mecanismo judicial 
para hacer efectiva la protección de los 
derechos fundamentales, su regulación 
corresponde al legislador, conforme 
a lo dispuesto por el artículo 150 de la 
Carta Política.  No obstante, el propio 
constituyente en el artículo 5º transitorio 
de la Carta invistió de facultades 
extraordinarias al Presidente de la 
República para “reglamentar el derecho 
de tutela”, como aparece en el literal 
b) de la norma citada, facultades estas 
para cuyo ejercicio se requería que el 
proyecto de decreto respectivo no fuera 
improbado por la “Comisión Especial” 
creada por el artículo transitorio 6º de la 
Constitución.
 
El Gobierno Nacional en acatamiento 
a lo establecido por los artículos 
transitorios 5º, literal b) y 6º de la Carta, 
expidió entonces el Decreto 2591 de 1991 
“por el cual se reglamenta la acción de 
tutela consagrada en el artículo 86 de la 
Constitución Política”, decreto que en 
virtud de la materia a que él se refiere, 
aunque expedido por el Ejecutivo en 
razón de las facultades extraordinarias 
concedidas al Presidente de la República 
para ese efecto por la Asamblea 
Constituyente, es de carácter legislativo, 
es decir sus normas tienen la categoría 
de ley en sentido material. Y, siendo ello 
así, su reforma solo compete al legislador, 
no al Presidente de la República 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-590-05.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2000/A085-00.htm
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mediante decreto reglamentario, pues 
ello no le es permitido conforme a lo 
dispuesto por el artículo 189 numeral 11 
de la Constitución Política.
 
Así las cosas, con absoluta transparencia 
se observa que el Decreto 1382 de 12 de 
julio de 2000, en su artículo 1º a pretexto 
de ejercer la potestad reglamentaria 
que corresponde al Presidente de la 
República conforme al numeral 11 del 
artículo 189 de la Constitución Política, 
lo que en realidad hace es introducir 
modificaciones al artículo 37 del Decreto 
2591 de 1991 en materia de competencia 
para conocer de la acción de tutela. En 
efecto:
 
Mientras el artículo 37 del Decreto 
2591 de 1991 establece que para el 
conocimiento de dicha acción tienen 
competencia, “a prevención, los jueces 
o tribunales con jurisdicción en el 
lugar donde ocurriere la violación o la 
amenaza que motivaren la presentación 
de la solicitud”, el Decreto 1382 de 12 de 
julio de 2000 fija unas reglas nuevas de 
competencia teniendo en cuenta para 
ello si la acción de tutela se interpone 
contra cualquier autoridad pública 
nacional, departamental o municipal y, 
además, se agrega que cuando la acción 
se dirija en relación con “la aplicación 
de un acto administrativo general 
dictado por una autoridad nacional 
serán repartidas para su conocimiento al 
Tribunal Contencioso Administrativo de 
Cundinamarca, siempre que se ejerzan 
como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable”.
 
Adicionalmente, el artículo 1º del citado 
Decreto 1382 de 2000 establece que 
si la acción de tutela se ejerce “contra 

más de una autoridad” el asunto será 
de conocimiento del “juez de mayor 
jerarquía”, según corresponda al nivel 
de las autoridades respecto de las 
cuales se impetra la protección de 
derechos fundamentales vulnerados o 
amenazados de vulneración. Por otra 
parte, el numeral 2º del artículo 1º del 
Decreto 1382 de 2000, dicta nuevas 
normas que fijan la competencia 
para los casos en que la acción de 
tutela se incoe contra funcionarios o 
corporaciones judiciales.
 
Así las cosas, para la Corte es claro 
que el Presidente de la República 
carece de competencia para introducir 
modificaciones al artículo 37 del Decreto 
2591 de 1991, como las que efectivamente 
introdujo a esa norma legal mediante 
el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, 
pues ello corresponde al Congreso de 
la República mediante ley, conforme a 
lo preceptuado en el artículo 150 de la 
Carta Política. Pero es más.   Mientras el 
artículo 86 de la Carta instituye como 
un derecho de toda persona ejercitar la 
“acción de tutela para reclamar ante los 
jueces, en todo momento y lugar” para 
impetrar la protección inmediata de los 
derechos fundamentales vulnerados 
o amenazados de vulneración, el 
artículo 1º del Decreto 1382 de 12 de 
julio de 2000 limita ese derecho con la 
asignación de competencia a distintos 
funcionarios judiciales teniendo en 
cuenta la categoría de las autoridades 
públicas contra las cuales pueda dirigirse 
la petición de amparo, lo que significa 
que ya no podrá entonces el afectado 
ejercitar tal acción ante cualquier juez, 
en cualquier momento y en todo lugar 
como expresamente lo dispuso el citado 
artículo 86 de la Constitución.
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Siendo ello así, surge de bulto que el 
artículo 1º del Decreto 1382 de 12 de 
julio de 2000, fue mucho más allá de la 
usurpación al Congreso de la República 
para introducir modificaciones al artículo 
37 del Decreto 2591 de 1991, para reformar, 
sin atribución alguna el artículo 86 de la 
Constitución Política, pues esa reforma 
no se ciñe para nada a ninguno de 
los procedimientos que para el efecto 
se establecen en el Título XIII de la 
Constitución (artículos 374 a 379).

Sentencia C-155A de 1993

El artículo 152, literal a) de la misma 
Carta señala que corresponde al 
Congreso mediante leyes estatutarias la 
regulación de los “Derechos y deberes 
fundamentales de las personas y los 
procedimientos y recursos para su 
protección”, lo que significa que la Acción 
de Tutela, como derecho fundamental y 
como procedimiento y especie de recurso 
de protección de los mismos, bien puede 
ser objeto de regulación legal, pero por 
virtud de ley estatutaria expedida por 
el órgano legislativo ordinario, y con las 
limitaciones de forma y procedimiento 
predicables para aquellas.
 
Obsérvese que el sentido de la 
expresión genérica  regular,  del artículo 
constitucional que se cita y que 
expresa una competencia natural del 
legislador ordinario, cuando se trata 
de las instituciones y disposiciones de 
la Carta que lo admiten, comprende 
igualmente la también genérica de 
reglamentar, predicable de buena parte 
de las instituciones constitucionales, 
que pueden ser objeto de desarrollo 
legislativo para efectos que aseguren 

su operancia y efectividad. Desde 
luego, la noción comprendida por la 
expresión  reglamentar  que, en veces, la 
Carta utiliza para dichos propósitos, es 
diferente de la potestad reglamentaria de 
la ley, que como competencia natural y 
ordinaria corresponde al jefe del ejecutivo 
en los regímenes presidenciales como el 
nuestro.

En el primero de los sentidos es 
como debe entenderse la expresión 
que para los fines de permitir la 
regulación de la acción o el derecho 
de tutela, estableció el literal b) del 
artículo transitorio 5o. de la Carta al 
conferir las facultades extraordinarias 
que se invocan, para fundamentar 
la expedición de la norma que se 
acusa; en efecto, las facultades que se 
confirieron para  reglamentar  dicho 
derecho se entienden en el sentido 
de que se referían a la habilitación 
especial del constituyente para regular la 
citada acción, como derecho y como 
procedimiento, para la protección de 
los derechos fundamentales de las 
personas. Se advierte que, según los 
postulados de la Carta, para el caso de 
regular la citada acción, se requiere de 
la ley estatutaria en sentido formal y 
material y que, en adelante, es siempre 
necesario que se dé aquella condición 
para dicho propósito; empero, el propio 
Constituyente estableció una excepción 
apenas temporal y condicionada a la no 
improbación de la Comisión Especial 
Legislativa, para efectos de permitir 
que  durante el término de aquella 
habilitación pudiera el Presidente de la 
República expedir el Decreto con fuerza 
de ley, que reglamentaría el derecho de 
tutela.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/C-155A-93.htm
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1.3.	 Las normas legales y los decretos 
reglamentarios complementan, 
en caso de lagunas, la regulación 
constitucional y estatutaria 
aplicable

Auto 821 de 2024

La jurisprudencia constitucional ha 
establecido que, por regla general, no 
hay lugar a la adición de los fallos a 
través de sentencias complementarias, 
pues: (i) de acuerdo con el artículo 241 
de la Constitución Política, la función de 
guarda de la integridad y supremacía de 
la Constitución que le fue conferida a la 
Corte Constitucional es una competencia 
que se debe cumplir en los precisos 
términos señalados por el mismo, sin que 
establezca la posibilidad de adicionar 
sus sentencias, lo cual tampoco está 
previsto en los decretos 2067 de 1991 
y 2591 de 1991, y (ii) por cuanto una vez 
finalizada la etapa de eventual revisión 
de los procesos de tutela, la Corte agota 
su competencia para decidir materias 
nuevas sobre los mismos. No obstante, 
siguiendo lo dispuesto en el artículo 
287 del Código General del Proceso, 
este mecanismo puede proceder por 
haberse comprobado que la Corte 
omitió resolver alguno de los extremos 
del litigio que debían ser objeto de 
pronunciamiento. Por lo tanto, solo habrá 
lugar a emitir un fallo complementario 
cuando, en el marco de esos asuntos, 
la Sala eluda la resolución de algún 
aspecto trascendente para “el objeto 
del caso resuelto”. La adición se funda 
estrictamente en el objeto del caso 
resuelto, por ello no necesariamente 
todos los asuntos jurídicos que surjan del 
caso deben ser analizados en la sentencia 
de tutela. Una vez concluida la etapa de 

revisión se agota la competencia para 
decidir materias nuevas sobre los mismos 
hechos y las mismas pretensiones.

Sentencia SU-387 de 2022

La aplicación de las reglas contenidas 
en el artículo 8 del Decreto Legislativo 
806 de 2020, es compatible con el 
artículo 86 de la Constitución Política 
y con el Decreto 2591 de 1991, así como 
consistente con el Decreto 306 de 1992 
y la jurisprudencia constitucional.  Esto, 
por tres razones. Primero, no desconoce 
contenido normativo alguno del artículo 
86 de la Constitución ni del Decreto 2591 
de 1991. Segundo, es consistente con 
el artículo 4 del Decreto 306 de 1992, 
que dispone que,  “para la interpretación 
de las disposiciones sobre trámite de 
la acción de tutela previstas por el 
Decreto 2591 de 1991, se aplicarán los 
principios generales del Código de 
Procedimiento Civil, [actual Código 
General del Proceso]  en todo aquello 
que no sean contrarios a dicho Decreto”. 
Tercero, la Corte ha reconocido que las 
distintas salas de la Corte han acudido a 
los estatutos procesales generales  en el 
trámite de las acciones de tutela y han 
aplicado normas procesales ordinarias, 
entre otros, en casos relacionados 
con poderes conferidos en el exterior, 
causales de nulidad, práctica de 
pruebas  y corrección de yerros en las 
sentencias.

Auto 349A de 2010

La Corte ha dicho, en relación con 
los procesos que se adelantan en 
esta Corporación, entre los que se 
encuentra el trámite de las solicitudes 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/Autos/2024/A821-24.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU387-22.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2010/A349A-10.htm
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de nulidad,  que estos tienen un 
procedimiento especial y constitucional, 
y por tanto prevalente, al cual no se 
pueden trasladar automáticamente, ni 
los conceptos, ni las regulaciones de 
otros procedimientos (penal, civil, laboral 
etc.). En desarrollo de lo anterior, ha 
fijado la Corte el criterio según el cual, 
en lo que tiene que ver con el trámite 
procesal de los asuntos que se relacionan 
con la protección de los derechos 
fundamentales a través de la acción de 
tutela, no resulta admisible extender 
por analogía todas las normas del 
Código de Procedimiento Civil al trámite 
de dicha acción, pues de esa manera 
podría darse a la misma un tratamiento 
similar al de cualquier proceso civil, 
pese a que la Constitución exige para 
ella un procedimiento  “sumario”, esto es 
simplificado, breve, donde no es posible 
la admisión de todos los incidentes y 
recursos que sí lo serían en un proceso 
civil o en un proceso contencioso 
administrativo.
 

Auto 287 de 2010

Ahora bien, el artículo 4 del Decreto 306 
de 1992, “Por el cual se reglamenta el 
Decreto 2591 de 1991”  dispone: “De los 
principios aplicables para interpretar el 
procedimiento previsto por el Decreto 
2591 de 1991. Para la interpretación de 
las disposiciones sobre el trámite de la 
acción de tutela previstas por el Decreto 
2591 de 1991 se aplicarán los principios 
generales del Código de Procedimiento 
Civil, en todo aquello que no sean 
contrarios a dicho decreto”.

La Corte ha precisado respecto de este 
artículo, que no siempre el juez de tutela 

puede aplicar por remisión las normas 
del procedimiento civil. Así lo sostuvo en 
sentencia T-162 de 1997, al indicar: “En 
primer lugar, es claro que la norma no 
permite aplicar cualquier disposición del 
Código citado al trámite de la tutela; la 
remisión únicamente puede hacerse a los 
principios generales. Y en segundo lugar, 
la aplicación de dichos preceptos, solo 
será posible en la medida en que no sean 
contrarios a lo dispuesto en el Decreto 
2591 de 1991. Por lo tanto, no es plausible 
considerar que el artículo invocado por 
el Tribunal sea el sustento para que unas 
normas del Estatuto mencionado, que 
consagran un recurso procesal, sean 
aplicadas al trámite de la tutela.” En la 
misma dirección, con fundamento en el 
artículo 86 de la Constitución Política, 
esta Corporación ha sostenido que el 
procedimiento de tutela es especial, 
preferente y sumario, pues tiene por 
finalidad la protección inmediata 
de los derechos constitucionales 
fundamentales; y que no es dable 
aplicar por analogía todas las normas 
del procedimiento civil  en relación con 
los recursos no  previstos expresamente 
en las normas que regulan la acción de 
tutela. 

En Auto 270 de 2002 expuso: “Habida 
consideración de que a la tutela sobre 
los derechos fundamentales concierne 
un trámite que por ministerio de 
lo dispuesto por el artículo 86 de la 
Carta Política ha de ser preferente 
y sumario, es apenas obvio que la 
decisión definitiva sobre la protección 
de un derecho fundamental cuando 
se estima que él ha sido violado o se 
encuentra amenazado de inminente 
vulneración, ha de quedar en firme a 
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CUADERNO N° 2

LA ACCIÓN DE TUTELA

23

la mayor brevedad posible. Por ello, el 
trámite de esta acción es, conforme a su 
regulación por el Decreto 2591 de 1991 
desprovisto de las formalidades propias 
de los procesos que se adelantan ante 
las distintas ramas de la jurisdicción 
del Estado. Ello significa, entonces, 
que no resulta admisible extender por 
analogía todas las normas del Código 
de Procedimiento Civil al trámite de la 
acción de tutela, pues de esa manera 
podría darse a la misma un tratamiento 
similar al de cualquier proceso civil, 
pese a que la Constitución exige para 
ella un procedimiento ‘sumario’, esto es 
simplificado, breve, donde no es posible 
ni la admisión de todos los incidentes 
que si lo serían en un proceso civil o en 
un proceso contencioso administrativo, 
como tampoco son de recibo los recursos 
no expresamente previstos en el Decreto 
2591 de 1991, ni en el Decreto 2067 del 
mismo año, el primero de los cuales 
establece el procedimiento a que ha de 
sujetarse la acción de tutela, en tanto que 
el segundo lo concerniente a los procesos 
de que conoce la Corte cuando ejerce las 
atribuciones que le asigna el artículo 241 
de la Carta.”

 
En ese orden de ideas, atendiendo (i) a 
la naturaleza especial del procedimiento 
de tutela y (ii) a que el auto que 
resuelve sobre medidas provisionales, 
adoptado por la Sala Plena de la Corte 
Constitucional, no admite recurso 
alguno de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, la Sala 
rechazará por improcedentes los recursos 
interpuestos contra el Auto dictado por 
esta Sala el 29 de julio de 2010, mediante 
el cual se adoptó medida provisional 

y, por lo tanto, ordenó la suspensión 
provisional de las sentencias relacionadas 
en el numeral 4 del presente Auto.

1.4.	El reglamento interno de la Corte 
Constitucional precisa aspectos 
relativos a sus competencias 
respecto del trámite de selección y 
revisión de fallos de tutela

Sentencia C-134 de 2023

La facultad reglamentaria asignada 
a la Corte Constitucional, la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de 
Estado constituye una competencia 
constitucional, directamente relacionada 
con la independencia y autonomía 
reforzada de las que fueron revestidas 
dichas corporaciones en atención a las 
funciones jurisdiccionales que ejercen, las 
diferencias entre el tipo de competencias 
que les fueron asignadas, y a su posición 
jerárquica como órganos de cierre de la 
jurisdicción constitucional, ordinaria y 
contencioso administrativa. De manera 
que, la competencia de dictarse sus 
propios reglamentos, en la medida en 
que se trata de una herramienta que les 
permite definir su organización interna, 
los aspectos operativos sobre los trámites 
judiciales a su cargo, los sistemas y 
mecanismos de información de sus 
decisiones, los sistemas de interacción 
y comunicación con la ciudadanía, los 
mecanismos de elección y el período 
de sus presidentes, entre otros aspectos 
que no estén sujetos a reserva legal, 
termina por garantizar la autonomía e 
independencia de las corporaciones en 
mención.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/C-134-23.htm
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2.	Naturaleza de la acción de tutela

2.1.	 La acción de tutela es un derecho 
fundamental

Auto 320 de 2013

Toda intervención que implique la 
restricción de un derecho fundamental, 
y especialmente el de acción de 
tutela, debe estar suficientemente 
sustentada y soportada en los principios 
de razonabilidad y proporcionalidad. 
En ese sentido, debe tratarse de una 
medida encaminada a la consecución de 
fines constitucionalmente imperiosos; 
idónea o apta para lograr el cometido 
constitucional propuesto; necesaria, 
esto es, su empleo debe ser ineludible 
para alcanzar el cometido superior 
y representar la menos restrictiva 
entre todas las medidas posibles y; 
proporcional en sentido estricto, es decir, 
los beneficios esperados han de superar 
los perjuicios que la misma implique para 
el titular del derecho y la sociedad.

Sentencia C-531 de 1993

La acción de tutela como tal tiene 
el carácter de derecho fundamental 
toda vez que es el instrumento 
concebido por el Constituyente para 
garantizar la protección de los restantes 
derechos fundamentales que sin él 
perderían buena parte de su eficacia y 
arriesgarían esfumarse. El contenido y 
contornos esenciales de los derechos 
fundamentales y de sus garantías y 
mecanismos básicos de protección, 

se establecen y perfilan en la misma 
Constitución y ello evita que las leyes 
los relativicen; vale decir, los derechos 
y sus garantías son fundamentales 
porque son un límite a la acción del 
Legislador. Solo cuando la misma Carta 
faculta a la ley y en la medida en que lo 
haga puede esta regular o desarrollar 
materias relacionadas con los derechos 
fundamentales y siempre que conserve y 
respete el ámbito intangible producto de 
la creación del Constituyente.

2.2. La acción de tutela es un 
instrumento procesal

Sentencia T-583 de 2006

De lo regulado por el artículo 86 de la 
Constitución Política,  se extrae que la 
acción de tutela es una acción judicial de 
rango constitucional, de naturaleza 
autónoma, cuya finalidad es proteger 
los derechos fundamentales cuando 
quiera que ellos hayan sido vulnerados, 
caso en el cual es restitutoria, o cuando 
exista una amenaza de vulneración de 
los mismos, caso en cual es preventiva. 
Por el contrario, no es una acción 
indemnizatoria ni sancionatoria, 
finalidades que no son posibles de 
alcanzar por este mecanismo judicial, 
como tampoco es declarativa, es decir 
no está diseñada para definir asuntos 
litigiosos.

 Sentencia C-155A de 1993

Por las propias definiciones 
constitucionales, dicha acción ha de 
ser objeto de una regulación legal o 
si fuere necesario, de su desarrollo 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2013/A320-13.htm
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jurisprudencial, con características 
especiales e inderogables, como las de 
la preferencialidad y la sumariedad, para 
efectos de asegurarle su virtualidad 
como instrumento de protección 
inmediata de aquellos derechos.

Dichas reflexiones fueron incorporadas 
en el texto de la Carta con la finalidad 
prevalente de asegurar a todas las 
personas una nueva vía de acceso a la 
justicia constitucional, que tuviera en 
cuenta las extraordinarias dimensiones 
del crecimiento de las relaciones sociales 
en las que se encuentran o pueden 
encontrarse comprometidos los altos 
intereses de la justicia. Esto presupone 
necesariamente que los jueces quedan 
habilitados para desarrollar, con sus 
disposiciones los postulados típicamente 
abiertos del catálogo de los derechos de 
carácter fundamental, que encuentran 
en la Constitución una fuente de 
expansión objetiva y les permite 
contrastar ante la Carta cualquiera 
actuación de la administración, para cuyo 
control no exista vía judicial ordinaria, 
cuando se reclame la violación de 
un específico derecho constitucional 
fundamental.
 
Se observa que, en este sentido, también 
se procura que la concepción y el valor 
jurídicos de los derechos constitucionales 
fundamentales sea objeto de un 
definitivo cambio frente a su tradicional 
manera de operar dentro del sistema 
normativo, y que, en consecuencia, 
dejen de ser únicamente el fundamento 
de validez del ordenamiento y de las 
restantes normas y competencias dentro 
del Estado, y el punto de imputación y 
referencia básico de aquellas, para pasar 

a ser normas directamente aplicables 
por los jueces y por los restantes 
miembros de la sociedad, conforme 
a las dimensiones que adquieren por 
su uso en las providencias de tutela. 
Se trata de un modelo aproximado 
a lo que se conoce en la doctrina del 
derecho público como la judicialización 
de la Constitución, que comporta 
competencias de creación y promoción 
de los derechos constitucionales 
fundamentales en los casos concretos, 
a los cuales no alcanza a llegar la 
acción legislativa ordinaria, ni la acción 
jurídicamente valida de la Administración 
para garantizar aquellos derechos, o los 
intereses legítimos de los particulares.

2.3. La acción de tutela es un 
instrumento de control del poder

Sentencia T-810 de 2011

La procedibilidad de la acción de 
tutela en contra de particulares, como 
requisito procesal en las situaciones 
antes descritas, tiene un fundamento 
sustancial el cual no es otro sino la 
expresión de la esencia de la tutela como 
un mecanismo de control a los excesos 
del poder, tanto de la administración 
pública como de particulares cuando 
lo ejercen de manera arbitraria. En 
efecto, las relaciones entre particulares 
se desarrollan –prima facie- en un 
plano de relativa igualdad, y es ante la 
distorsión de este plano de igualdad 
en el cual entra a operar la acción de 
tutela como mecanismo de control y 
de restablecimiento del equilibrio del 
poder para asegurar la efectividad de los 
derechos fundamentales de las personas 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-810-11.htm
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ante la posible afectación de los mismos 
por un particular en un estado de relativa 
superioridad.

Sentencia T-430 de 1992

La acción de tutela es reconocida por la 
Constitución a favor de todas las personas 
cuando quiera que sus derechos 
fundamentales resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública, sin distinguir 
entre ellas, de tal forma que, en principio, 
es posible intentarla contra actos 
emanados de servidores pertenecientes 
a cualquier rama u órgano del poder 
público y aún de las corporaciones 
públicas (artículo 123 de la Constitución).

3.	 Objeto de la acción de tutela 

3.1	 Los derechos fundamentales 
constituyen el objeto de protección 
de la acción de tutela

Auto 320 de 2013

Los derechos fundamentales 
ocupan una posición privilegiada 
en el ordenamiento jurídico como 
dimensiones de salvaguarda de la 
dignidad humana y fundamento del 
orden político, económico y social justo 
que se propuso alcanzar el Constituyente 
del 91. Por esa razón la norma suprema 
consagró la acción de tutela como 
derecho constitucional y mecanismo 
de protección judicial dotado de 
especiales características que permitan la 
salvaguarda iusfundamental de manera 

efectiva e inmediata. La jurisprudencia 
de esta Corte ha puntualizado que la 
acción de tutela  constituye  el principal y 
más efectivo mecanismo de protección 
de los derechos constitucionales 
fundamentales y de los directamente 
conexos con estos, no solo por el hecho 
de haber sido concebida con el propósito 
específico de garantizar la vigencia 
efectiva de tales derechos, sino además, 
por las condiciones especiales que el 
ordenamiento jurídico le ha reconocido 
para asegurar su eficaz ejercicio y 
desarrollo.
 
De este modo, la acción de tutela 
representa  una de las innovaciones y de 
los logros más importantes atribuidos 
a la reforma constitucional de 1991. Las 
condiciones en que ha sido concebida 
buscan garantizar que, en forma ágil y 
oportuna, el funcionamiento del Estado 
se dé dentro de las pautas trazadas 
por la voluntad constituyente, evitando 
que las autoridades públicas utilicen el 
poder para servir a intereses que no sean 
los propios de la comunidad y de cada 
uno de sus miembros, desconociendo 
las garantías ciudadanas reconocidas 
por la Constitución. En ese entendido, 
y  para el efectivo cumplimiento de 
los fallos de tutela, el Decreto 2591 de 
1991, reglamentario de esta acción, ha 
establecido un procedimiento específico 
y concordante con el espíritu de las 
normas constitucionales que regulan la 
materia (arts. 86 y 241), pues, en palabras 
de la Corte, no tendría sentido que en la 
Constitución se consagraran derechos 
fundamentales si, aparejadamente, no se 
diseñaran mecanismos por medio de los 
cuales dichos derechos fuesen cabal y 
efectivamente protegidos.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1992/T-430-92.htm
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3.2 	Los criterios para la identificación 
de los derechos fundamentales

Sentencia T-227 de 2003

El concepto de dignidad humana que 
ha recogido la Corte Constitucional 
únicamente se explica dentro del sistema 
axiológico de la Constitución y en función 
del mismo sistema. Así las cosas, la 
elevación a rango constitucional de la 
libertad de elección de un plan de vida 
concreto en el marco de las condiciones 
sociales en las que el individuo se 
desarrolle y de la posibilidad real y 
efectiva de gozar de ciertos bienes y de 
ciertos servicios que le permiten a todo 
ser humano funcionar en la sociedad 
según sus especiales condiciones y 
calidades, bajo la lógica de la inclusión 
y de la posibilidad de desarrollar un 
papel activo en la sociedad, definen los 
contornos de lo que se considera esencial, 
inherente y, por lo mismo inalienable para 
la persona, razón por la cual se traduce 
en derechos subjetivos (entendidos como 
expectativas positivas (prestaciones) o 
negativas) cuyos contenidos esenciales 
están sustraídos de las mayorías 
transitorias.

 
En este orden de ideas, será fundamental 
todo derecho constitucional que 
funcionalmente esté dirigido a lograr 
la dignidad humana y sea traducible 
en un derecho subjetivo. Es decir, en la 
medida en que resulte necesario para 
lograr la libertad de elección de un plan 
de vida concreto y la posibilidad de 
funcionar en sociedad y desarrollar un 
papel activo en ella. Tal necesidad no está 
determinada de manera apriorística, sino 

que se define a partir de los consensos 
(dogmática del derecho constitucional) 
existentes sobre la naturaleza 
funcionalmente necesaria de cierta 
prestación o abstención (traducibilidad 
en derecho subjetivo), así como de las 
circunstancias particulares de cada caso 
(tópica). Así, por ejemplo, en la actualidad 
existe consenso en torno a la absoluta 
necesidad de que los procedimientos 
judiciales y administrativos estén fijados 
normativamente (principio de legalidad) y 
que prevean la posibilidad de controvertir 
pruebas, presentar las propias y de 
rebatir argumentos y ofrecer los propios 
(derecho de defensa), para que la persona 
pueda ser libre y activa en sociedad; 
mientras que serán las circunstancias 
concretas las que definan si una 
cirugía estética únicamente persigue 
intereses narcisistas o responden a 
una necesidad funcional, para que la 
persona pueda ser activa en sociedad 
(v. gr. alteraciones funcionales y dolor 
que exigen una reducción de senos). 
Resulta ejemplarizante la discusión en 
torno el reconocimiento de derechos 
fundamentales a personas jurídicas.
 
Lo anterior, debe precisarse, no 
implica que en sí mismo derechos 
constitucionales no tengan carácter 
fundamental. La existencia de consensos 
(en principio dogmática constitucional) 
en torno a la naturaleza fundamental 
de un derecho constitucional implica 
que  prima facie  dicho derecho se 
estima fundamental en sí mismo. Ello 
se explica por cuanto los consensos se 
apoyan en una concepción común de 
los valores fundantes de la sociedad 
y el sistema jurídico. Así, existe un 
consenso sobre el carácter fundamental 
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del derecho a la vida, a la libertad y 
a la igualdad. Los consensos sobre 
la naturaleza fundamental de estos 
derechos claramente se explican por 
la imperiosa necesidad de proteger 
tales derechos a fin de que se pueda 
calificar de democracia constitucional 
y de Estado social de derecho el modelo 
colombiano. No sobra indicar que, en la 
actual concepción de dignidad humana, 
estos derechos son requisitos  sine qua 
non  para predicar el respeto por dicho 
valor.

Sentencia SU-225 de 1998

Los derechos fundamentales son 
aquellos que se encuentran reconocidos 
- directa o indirectamente - en el texto 
constitucional como derechos subjetivos 
de aplicación inmediata. En otras 
palabras, se trata de derechos de tal 
magnitud para el orden constitucional, 
que su vigencia no puede depender de 
decisiones políticas de los representantes 
de las mayorías. Usualmente, los 
derechos fundamentales son derechos 
de libertad. No obstante, en algunos 
casos, existen derechos prestacionales 
fundamentales, como el derecho a la 
defensa técnica, a la educación básica 
primaria o al mínimo vital.

Sentencia T-002 de 1992

El Juez de Tutela debe acudir a la 
interpretación sistemática, finalista 
o axiológica para desentrañar, del 
caso particular, si se trata o no de un 
derecho fundamental, lo que podría 
denominarse una “especial labor de 
búsqueda”, científica y razonada por 

parte del Juez. El Juez está frente a lo 
que la doctrina denomina un “concepto 
jurídico indeterminado”: los derechos 
constitucionales fundamentales, que 
pueden ser o no ser al mismo tiempo 
o ser simultáneamente de una manera 
o de otra, pero siempre su sentido se 
define bajo las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar.
 
Esta indeterminación, sin embargo, 
no le permite al juez actuar total y 
absolutamente libre. La interpretación 
del caso particular se mueve dentro de 
parámetros establecidos por la propia 
Constitución. El Juez debe buscar, 
como lo dice el artículo 2o. del Decreto 
2591 de 1991, la naturaleza del derecho 
fundamental que permita su tutela. Es 
entonces en la naturaleza, en el estudio 
de su esencia, en donde el Juez descubre 
si está frente a un derecho fundamental.

3.3.	La protección excepcional de los 
derechos colectivos mediante la 
acción de tutela

 Sentencia SU-196 de 2023

Según lo ha sostenido esta Corte, como 
regla general, la acción de tutela no 
procede para la protección de derechos 
colectivos, ya que para su amparo la 
Constitución Política ha dispuesto las 
acciones populares. Según lo define el 
artículo 88 de la Carta y la Ley 472 de 
1998, el objeto de las acciones populares 
es la protección de derechos colectivos. 
No obstante, la acción de tutela ha sido 
reconocida, en supuestos excepcionales, 
como un medio de protección de 
derechos colectivos cuando están 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/SU225-98.htm
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relacionados estrechamente con 
derechos fundamentales, al paso que 
en el curso de las acciones populares 
han terminado por ampararse también 
posiciones iusfundamentales. 
 
De otra parte, si bien la jurisprudencia 
constitucional no ha establecido reglas 
absolutas sobre la procedencia de la 
acción de tutela en casos en los que se 
busca proteger derechos colectivos, sí ha 
reiterado una serie de criterios materiales 
que permiten estudiar la procedencia 
de la acción de tutela –juicio material de 
procedencia– cuando hay perturbación 
de derechos colectivos. Luego de la 
promulgación de la Ley 472 de 1998 
estos criterios fueron consolidados en la 
Sentencia T-1451 de 2000 y unificados en 
la SU-1116 de 2001, reiterada, entre otras, 
en las Sentencia T-596 de 2017 y T-278 de 
2021.
 
El juicio material de procedencia exige 
establecer el tipo de relación que existe 
entre los derechos fundamentales y 
los derechos colectivos. En efecto, la 
Corte afirmó en la sentencia SU-1116 de 
2001 que se requiere acreditar (a) que 
la afectación iusfundamental sea una 
consecuencia inmediata y directa de 
la perturbación del derecho colectivo 
(conexidad), (b) que quien presenta 
la acción de tutela acredite –y así lo 
considere el juez– que su derecho 
fundamental está directamente afectado 
(legitimación); (c) que la afectación 
pueda considerarse cierta a la luz de 
las pruebas aportadas al expediente 
(prueba de la amenaza o violación), y (d) 
que las pretensiones tengan por objeto 
la protección del derecho fundamental 
y no del derecho colectivo en sí mismo 

considerado (objeto de la pretensión o 
efecto hipotético de la orden judicial de 
protección).

4. 	 Características generales de la 
acción de tutela 

4.1. La acción de tutela tiene naturaleza 
judicial 

Sentencia C-155A de 1993

Su naturaleza es típicamente judicial, 
y permite a los beneficiarios de la 
misma acudir de manera directa 
ante todos los jueces para efectos de 
obtener una resolución u orden con 
dicho carácter,  enderezada a la efectiva 
e inmediata protección del derecho 
de aquella índole, que se encuentra 
amenazado o violado en las condiciones 
advertidas. Con dicha acción se pretende 
complementar las competencias de los 
jueces para efectos de que no exista 
ningún ámbito de las relaciones jurídicas 
de las personas que se encuentre por 
fuera de la protección y el amparo 
judicial efectivo, en vista de la necesidad 
de  superar los tradicionales modelos 
de organización y funcionamiento de 
las estructuras jurisdiccionales propias 
de nuestra experiencia histórica e 
institucional.
 
Se trata de una sustancial redefinición, 
de carácter constitucional, de las 
competencias de los jueces, que pone 
en contacto a dichos funcionarios con 
las disposiciones de la Carta y que hacen 
parte del catálogo de los derechos 
constitucionales fundamentales, los 
que por su alta estima y valor para los 
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elementos básicos del Estado Social, 
Constitucional y Democrático de 
Derecho, reclaman el establecimiento y 
desarrollo de instrumentos como el de 
la Acción de Tutela. No bastaba, pues, 
para el desarrollo de la Constitución 
y para la protección de los derechos 
fundamentales, el establecimiento de 
las tradicionales competencias de los 
jueces que en adelante son fortalecidas 
por las vías ordinarias, sino que se hacía 
necesario incorporar un instrumento 
de las dimensiones de la citada acción, 
para permitir una permanente y 
dinámica lectura judicial de la Carta, 
con sus consecuencias garantistas, lo 
más aproximada  a la realidad de los 
conflictos y para acercar a la Constitución 
con sus verdaderos y más necesitados 
destinatarios.

4.2. La acción de tutela se sujeta a un 
procedimiento informal 

Sentencia SU-016 de 2021

Es necesario resaltar que la 
jurisprudencia constitucional ha 
reconocido que si bien la acción de 
tutela está regida por el principio de 
informalidad la suscripción del escrito 
constituye un presupuesto mínimo 
que busca garantizar que sea el titular 
de los derechos fundamentales el que 
promueva su defensa y  evitar que su 
nombre sea usado por otras personas 
sin su consentimiento para instaurar la 
acción. Esta exigencia se armoniza con la 
informalidad de la tutela y la protección 
de los derechos fundamentales a 
través de la previsión de figuras como 
la agencia oficiosa y la representación 
legal para los casos en los que el titular 

de los derechos fundamentales no se 
encuentra en las condiciones que le 
permitan promover directamente su 
defensa. Por lo tanto, la suscripción del 
escrito de amparo no constituye una 
formalidad insustancial, pues ante la 
ausencia de un elemento indicativo sobre 
la voluntad de las personas mencionadas 
como accionantes en la solicitud, debe 
declararse la ausencia de legitimación 
por activa porque con este requisito se 
pretende proteger la autonomía de las 
personas.

Sentencia C-483 de 2008

De acuerdo con el principio 
de  informalidad, la acción de tutela 
no se encuentra sujeta a fórmulas 
sacramentales ni a requisitos especiales, 
que puedan desnaturalizar el sentido 
material de protección que la propia 
Constitución quiere brindar a los 
derechos fundamentales de las personas 
por conducto de los jueces. Con la 
implementación de la acción de tutela 
quiso el constituyente del 91 satisfacer 
las necesidades de justicia material 
mediante el principio de prevalencia 
del derecho sustancial sobre las formas 
procesales, motivo este que explica por 
qué en el caso del amparo constitucional 
prevalece la informalidad. En aplicación 
de este principio, la presentación de la 
acción solo requiere de una narración 
de los hechos que la originan, el 
señalamiento del derecho que se 
considera amenazado o violado, sin que 
sea necesario  citar de manera expresa 
la norma constitucional infringida, y 
la identificación de ser posible de la 
persona autora de la amenaza o agravio. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU016-21.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-483-08.htm
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Adicionalmente, la presentación de 
la acción no requiere de apoderado 
judicial, y en caso de urgencia, o cuando 
el solicitante no sepa escribir, o sea 
menor de edad, podrá ser ejercida de 
manera verbal.

Sentencia T-162 de 1997

Uno de los principios más importantes 
que rige el trámite de la acción de tutela 
es el de la informalidad. Este rasgo surge 
de la naturaleza y finalidad misma de 
la acción, pues al ser la tutela el medio 
que confirió la Constitución Política a 
los ciudadanos para hacer efectivos sus 
derechos fundamentales, es necesario 
excluir el ritualismo y el tecnicismo. De 
hecho, al ser una acción que pueden 
interponer las personas sin mayores 
conocimientos jurídicos, es imposible 
exigir en su trámite formalidades que 
entienden y manejan solo los expertos 
en derecho. Por otro lado, la protección 
que reclaman con tanta urgencia los 
derechos fundamentales, y que la 
tutela pretende brindar, no se puede 
supeditar a la observancia de cuestiones 
meramente procesales.

4.3.	La acción de tutela se tramita 
mediante un procedimiento 
sumario 

Sentencia C-122 de 2018 

El artículo 86 de la Constitución Política 
dispone que en ningún caso podrán 
transcurrir más de diez días entre la 
solicitud de tutela y su resolución. Por 
su parte, el artículo 29 del Decreto 
2591 de 1991 prevé que dentro de los 
diez días siguientes a la presentación 
de la solicitud el juez dictará fallo, el 
cual, si bien es susceptible del recurso 

de impugnación, es de cumplimiento 
inmediato, según el artículo 31. En tales 
términos, para la Sala resulta claro 
que el aparte demandado, al prever el 
término de 20 días para que se profiera 
el fallo de segunda instancia en los 
procesos de tutela, no impide que las 
solicitudes de tutela se resuelvan en 10 
días y que las sentencias impugnadas 
se cumplan inmediatamente, por lo 
tanto, no desconoce el artículo 86 de la 
Constitución Política. 

De otro lado, lo cierto es que la expresión 
normativa “y proferirá el fallo dentro de 
los 20 días siguientes a la recepción del 
expediente”, prevista por el artículo 32 del 
Decreto 2591 de 1991, resulta razonable 
y proporcional. La razonabilidad y la 
proporcionalidad de dicho término 
se fundan en (i) la competencia del 
legislador para regular la acción de tutela, 
(ii) las finalidades constitucionalmente 
legítimas que persigue dicho término 
y su idoneidad y, además, (iii) en 
que dicho término no menoscaba la 
protección inmediata de los derechos 
fundamentales.

Sentencia T-570 de 1998

Es cierto que el artículo 18 del Decreto 
2591 de 1991 entrega al juez de tutela 
el poder excepcional de hacer el 
procedimiento sumario en extremo, 
pero este debe ser ejercido solo en el 
excepcional evento de que sea ineludible 
otorgar un amparo judicial inmediato 
para evitar o suspender una grave 
violación o amenaza de los derechos 
fundamentales del actor, y cuando no 
es posible lograr igual protección con 
las órdenes provisionales de que trata el 
artículo 7 del mismo estatuto.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1997/T-162-97.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/C-122-18.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/T-570-98.htm
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4.4.	La acción de tutela se somete a un 
trámite preferente

Sentencia C-284 de 2014

Según la jurisprudencia de la Corte, el 
carácter  “preferente y sumario”  que 
la Constitución le atribuye al proceso 
de tutela (CP art 86) tiene entre otras 
implicaciones la de exigir que la decisión 
por la cual se imparte una orden de 
protección a los derechos fundamentales, 
quede en firme  “a la mayor brevedad 
posible”.  Esto lo dijo la Corporación para 
referirse a la decisión que pone fin a 
una instancia o al proceso de tutela.  No 
obstante, la Corte considera que también 
es aplicable en general a otros actos 
judiciales susceptibles de adoptarse en 
el proceso de tutela,  pero en particular 
se refiere perentoriamente a los que 
impartan órdenes de protección (si bien 
no definitivas) a los derechos.

En efecto, esto último fue lo que sostuvo 
inicialmente una Sala de Revisión de la 
Corte Constitucional en el auto 089 de 
2010, y posteriormente la Sala Plena en el 
auto 287 de 2010.  En el primero de ellos, 
la Sala de Revisión se limitó a señalar 
que no procedía recurso de reposición 
contra una medida provisional, por 
cuanto los Decretos sobre la materia no 
preveían tal posibilidad. En el segundo, 
en cambio, la Sala Plena de la Corte no 
cifró la improcedencia de los recursos 
de reposición y súplica, que habían sido 
instaurados por una parte contra un 
auto de la misma Sala que decretaba 
una medida provisional, únicamente 
en la falta de previsión legal de los 
mismos.  La Corte fue más allá. Sostuvo 
que la improcedencia de ambos recursos 
se derivaba ante todo de los atributos 

constitucionales del proceso de tutela: 
de su carácter  “preferente y sumario”, y 
del derecho de quien instaura la tutela a 
obtener una  “protección inmediata”  de 
sus derechos. 

Auto 135 de 2008

No debe olvidarse que por expreso 
mandato constitucional - artículo 86 
Superior- el proceso de tutela es  “un 
procedimiento preferente y sumario”, 
en el cual se le otorga plena libertad 
al juez de tutela para proferir un 
fallo garantista y proteccionista de 
los derechos fundamentales de los 
implicados, aun prescindiendo de 
cualquier consideración formal. Por ello, 
el Decreto 2591 de 1991-reglamentario 
del artículo 86 constitucional- dispone 
en su artículo 22 que: “el juez, tan pronto 
llegue al convencimiento respecto de 
la situación litigiosa, podrá proferir el 
fallo,  sin necesidad de practicar las 
pruebas solicitadas”  y, ello en razón de 
que  “dentro de los diez días siguientes 
a la presentación de la solicitud el juez 
dictará fallo”. Por lo tanto, los jueces 
de instancia tienen total autonomía 
para tomar, dentro de los procesos de 
tutela, las decisiones que consideren 
más justas, equitativas y ajustadas a 
derecho, siempre teniendo como criterio 
orientador, la protección de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos, 
dentro del término perentorio de diez 
(10), contados a partir de la recepción 
del escrito de tutela, así no se hayan 
practicado todas las pruebas solicitadas 
por el accionado.

Sentencia T-012 de 1992

Dispone el artículo 86 de la Constitución 
en su inciso 4o.: “En ningún caso podrán 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-284-14.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/A135-08.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1992/T-012-92.htm
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transcurrir más de diez días entre la 
solicitud de tutela y su resolución”. 
Como ya lo ha expresado la Corte, 
este término no admite excepciones, 
pues de lo que se trata es de asegurar 
la inmediata protección del derecho 
violado o amenazado, razón por la cual 
el mismo precepto superior habla de un 
procedimiento preferente y sumario, a 
la vez que el artículo 15 del Decreto 2591 
de 1991 ordena que su trámite se surta 
con prelación, para lo cual se pospondrá 
cualquier otro asunto, salvo el de Habeas 
Corpus, añadiendo que los plazos son 
perentorios e improrrogables.

4.5.	La acción de tutela tiene naturaleza 
subsidiaria o residual

Sentencia T-643 de 2015

El artículo 86 de la Constitución 
Política señala que la acción de amparo 
constitucional solo procederá cuando 
el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que se utilice 
como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. Esto 
significa que la acción de tutela tiene 
un carácter residual o subsidiario, por 
virtud del cual  procede de manera 
excepcional para el amparo de los 
derechos fundamentales vulnerados, 
por cuanto se parte del supuesto de 
que en un Estado Social de Derecho 
existen mecanismos judiciales ordinarios 
para asegurar su protección.  El carácter 
residual obedece a la necesidad de 
preservar el reparto de competencias 
atribuido por la Constitución y la ley a 
las diferentes autoridades judiciales, lo 

cual se sustenta en el desarrollo de los 
principios constitucionales de autonomía 
e independencia de la actividad judicial.

Sentencia T-554 de 1995 

Los artículos 86 inciso 3o. y 6o. del 
Decreto 2591 de 1991 le imprimen un 
carácter subsidiario a la tutela, en la 
medida en que establecen que solo será 
procedente cuando no exista otro medio 
alternativo de defensa de los derechos 
fundamentales cuya protección se invoca, 
salvo que lo pretendido sea evitar un 
perjuicio irremediable. Pero no puede 
pretenderse que la mera consagración de 
esas vías alternas de defensa en nuestro 
ordenamiento jurídico sea suficiente para 
que se deniegue el amparo solicitado, 
pues es obligación del juez constitucional 
analizar, en el caso concreto y de acuerdo 
con las circunstancias específicas 
del mismo, si esa otra acción tiene la 
eficacia e inmediatez propias de este 
mecanismo de protección -artículo 
6-1 del Decreto 2591-.  De lo contrario, 
ese funcionario estaría sacrificando 
el contenido material de un derecho 
fundamental cuya protección le ha sido 
especialmente encomendada por el 
Estatuto Superior. Si  llega a la conclusión 
de que ese medio alterno no tiene las 
características anotadas, la tutela se 
convierte en el medio prevalente de 
protección.

Sentencia C-531 de 1993

Cuando se recurre a la acción de tutela 
en ausencia de otro medio de defensa 
judicial - primera modalidad -, se ha 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-643-15.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1995/T-554-95.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/C-531-93.htm
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sostenido con razón que ella tiene 
carácter subsidiario respecto de este 
último. Salvo que atendidas debidamente 
las circunstancias concretas en las que 
se encuentre colocado el solicitante de 
la tutela, se imponga su procedencia 
pese a la existencia en abstracto de una 
acción legal ordinaria. En principio, esta 
modalidad de protección constitucional 
es residual y se reduce en la misma 
medida en que aumenta el repertorio de 
las acciones ordinarias y estas se prueban 
eficaces para la defensa de los derechos 
de las personas. Con otras palabras, 
el dato legal - existencia del medio 
judicial ordinario- y la expansión de esta 
dimensión normativa del ordenamiento 
mediante el aumento de la oferta de 
instrumentos legales de defensa de 
derechos, determinan la procedencia 
de esta primera modalidad de acción de 
tutela y, en la misma medida, reducen 
su espacio quizá no hasta llegar a 
su completo marchitamiento pero 
sí a la situación de tener que ocupar 
los estrechos intersticios que la ley o 
la ineficacia de sus institutos dejen 
abandonados.

4.6.	La acción de tutela confiere al juez 
competencias de oficio

Auto 312 de 2018

El artículo 7° del Decreto 2591 de 1991 
faculta a los jueces de tutela para 
decretar medidas provisionales, a 
solicitud de parte o de oficio, con el fin 
de “ordenar lo que considere procedente 
para proteger los derechos y no hacer 

ilusorio el efecto de un eventual fallo 
a favor del solicitante”. En ese sentido, 
este Tribunal ha considerado que dichas 
medidas constituyen una herramienta 
adecuada para garantizar el derecho a 
la tutela judicial efectiva, pues aseguran 
las prerrogativas fundamentales de las 
partes y el cumplimiento de la futura 
decisión que se profiera en el proceso.

Sentencia C-483 de 2008

El principio de oficiosidad, el cual se 
encuentra íntimamente relacionado 
con el principio de informalidad, se 
traduce en el papel activo que debe 
asumir el juez de tutela en la conducción 
del proceso, no solo en lo que tiene 
que ver con la interpretación de la 
solicitud de amparo, sino también, 
en la búsqueda de los elementos que 
le permitan comprender a cabalidad 
cuál es la situación que se somete a 
su conocimiento, para con ello tomar 
una decisión de fondo que consulte la 
justicia, que abarque íntegramente la 
problemática planteada, y de esta forma 
provea una solución efectiva y adecuada, 
de tal manera que se protejan de manera 
inmediata los derechos fundamentales 
cuyo amparo se solicita si hay lugar a ello.

Auto 107 de 2002

La ausencia de formalidades y el 
carácter preferente del procedimiento 
de la acción, revisten al juez de tutela 
de una serie de facultades que el juez 
ordinario no posee. Una de ellas es la de 
fallar más allá de las pretensiones de 
las partes, los fallos ultra o extra petita. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2018/A312-18.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/C-483-08.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2002/A107-02.htm
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Esta facultad que posee el juez de tutela 
tiene origen en la primacía dada por 
el ordenamiento constitucional a los 
derechos fundamentales. Por ello, la 
función de administrar justicia cuando 
se trata de garantizar el respeto de los 
derechos inherentes a las personas, 
confiere especiales facultades e impone 
específicos deberes para cumplir con el 
carácter eficaz de la acción de tutela.

La justicia constitucional opera dentro 
de un especial equilibrio integrado por la 
información veraz y adecuada que brinda 
el actor y el ejercicio activo de protección 
de los derechos fundamentales que 
debe desplegar el juez. Conforme a este 
equilibrio no estamos en presencia de 
una justicia mínima, formal y taxativa 
sino ante una justicia eficaz y efectiva 
que garantiza los derechos inherentes de 
las personas.



REQUISITOS DE PROCEDENCIA  
DE LA ACCIÓN DE TUTELA

SEGUNDA PARTE
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Esta sección tiene como propósito 
identificar algunas decisiones de la 
Corte en las que se han definido y 
delimitado las principales condiciones de 
procedencia de la acción de tutela. Entre 
ellas se encuentran (i) la legitimación en 
la causa por activa, (ii) la legitimación en 
la causa por pasiva, (iii) el cumplimiento 
de la subsidiariedad, (iv) la satisfacción de 
la inmediatez y (v) la inexistencia de cosa 
juzgada constitucional o temeridad.  

1.	 Primer requisito: legitimación en la 
causa por activa

1.1.	 La legitimación en la causa por 
activa como presupuesto de 
procedencia

Sentencia SU-150 de 2021

El Decreto 2591 de 1991, en el artículo 
10, define a los titulares de la acción, 
esto es, a quienes tienen  legitimación 
en la causa por activa, señalando 
que la tutela se puede impetrar por 
cualquier persona, (i) ya sea en forma 
directa  (el interesado por sí mismo); (ii) 
por intermedio de un representante 
legal  (caso de los menores de edad 
y personas jurídicas); (iii) mediante 
apoderado judicial (abogado titulado con 
mandato expreso); (iv) a través de agente 
oficioso  (cuando el titular del derecho 
no esté en condiciones de promover su 
propia defensa); o por conducto (v) del 
Defensor del Pueblo o de los personeros 
municipales  (facultados para intervenir 
en representación de terceras personas, 
siempre que el titular de los derechos 
haya autorizado expresamente su 

mediación o se adviertan situaciones de 
desamparo e indefensión).

Sentencia T-176 de 2011

Aun cuando una de las características 
que identifica la acción de tutela es 
su informalidad, la jurisprudencia 
constitucional ha reconocido que el 
ejercicio de la misma está supeditado 
al cumplimiento de unos requisitos 
mínimos de procedibilidad, que surgen 
de su propia naturaleza jurídica y de los 
elementos especiales que la identifican. 
Dentro de tales requisitos, se cuentan:  el 
de la legitimación en la causa por activa, 
o titularidad para promover la acción, con 
el cual se busca garantizar que la persona 
que acude a la acción de tutela, tenga 
un interés directo y particular respecto 
de la solicitud de amparo que eleva ante 
el juez constitucional, de manera que 
pueda establecerse sin dificultad,  que 
lo reclamado es la protección de un 
derecho fundamental del propio 
demandante y no de otro.

Sentencia T-1191 de 2004

La legitimación por activa es también 
requisito de procedibilidad. Esta 
exigencia significa que el derecho para 
cuya protección se interpone la acción 
sea un derecho fundamental propio del 
demandante y no de otra persona. Lo 
anterior no se opone a que la defensa 
de los derechos fundamentales no 
pueda lograrse a través de representante 
legal, apoderado judicial o aun de 
agente oficioso; ni que en cierto tipo 
de asociaciones, como las de carácter 
sindical, sus representantes legales no 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU150-21.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-176-11.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/T-1191-04.htm
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puedan asumir la defensa de los intereses 
colectivos de la persona jurídica y a la 
vez la de los  derechos personales de los 
trabajadores afiliados.  Adicionalmente, 
la legitimación en la causa como 
requisito de procedibilidad exige la 
presencia de un nexo de causalidad 
entre la vulneración de los derechos del 
demandante, y la acción u omisión de 
la autoridad o el particular demandado, 
vínculo sin el cual la tutela se torna 
improcedente.

1.2.	 La acción de tutela puede 
presentarse por personas naturales 

 
Sentencia SU-139 de 2021

El artículo 86 de la Constitución Política, 
así como el artículo 10 del Decreto 2591 
de 1991, establecen que la acción de 
tutela es un mecanismo de defensa al 
que puede acudir cualquier persona 
para reclamar, por sí mismo o a través de 
representante, la protección inmediata 
de sus derechos fundamentales. De 
manera reiterada y pacífica la Corte 
ha hecho énfasis en que  toda persona, 
independientemente de si es nacional o 
extranjera, se encuentra legitimada para 
solicitar la protección de sus derechos 
fundamentales, en caso de que estos 
sean lesionados o amenazados. Así, el 
amparo constitucional no está sujeto 
al vínculo político que medie entre el 
sujeto y el Estado colombiano, sino que 
se deriva del hecho de ser persona, con 
independencia de las condiciones de 
nacionalidad o ciudadanía.

1.3.	 La acción de tutela puede 
presentarse por personas jurídicas 
privadas

Sentencia SU-631 de 2017

La titularidad de los derechos 
fundamentales en cabeza de las personas 
jurídicas y, entre ellas, de las entidades 
públicas, implica sin duda la posibilidad 
de exigir su protección ante el sistema de 
administración de justicia. En principio, 
es el representante legal de la entidad 
quien se encuentra legitimado para 
acudir al juez de tutela. Sin embargo, 
puede hacerlo a través de  funcionarios 
distintos cuando así lo dispongan las 
normas que definan su estructura, o a 
través de apoderado.

Sentencia T-892 de 2011

El artículo 86 superior, ampliamente 
desarrollado por el Decreto 2591 de 1991, 
establece que la acción de tutela permite 
a toda persona acudir ante cualquier juez 
para solicitar la protección inmediata 
de los derechos constitucionalmente 
fundamentales de los cuales es titular, 
en todo momento y lugar, directamente 
o mediante alguien que actúe en su 
nombre. En reiteradas ocasiones y desde 
sus primeros pronunciamientos, esta 
corporación ha adoptado como tesis que 
las personas jurídicas son titulares de 
derechos fundamentales.

Sentencia T-411 de 1992

Las personas jurídicas poseen derechos 
constitucionales fundamentales por 
dos vías: a) indirectamente: cuando 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU139-21.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/SU631-17.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-892-11.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1992/T-411-92.htm


CUADERNO N° 2

LA ACCIÓN DE TUTELA

40

la esencialidad de la protección gira 
alrededor de la tutela de los derechos 
constitucionales fundamentales de 
las personas naturales asociadas. b) 
directamente: cuando las personas 
jurídicas son titulares de derechos 
fundamentales no porque actúan en 
sustitución de sus miembros, sino que 
lo son por sí mismas, siempre, claro está, 
que esos derechos por su naturaleza sean 
ejercitables por ellas mismas.

1.4.	 La acción de tutela puede 
presentarse por personas jurídicas 
públicas

Sentencia SU-631 de 2017

Al igual que las personas naturales, 
las personas jurídicas, por mandato 
constitucional recogido en el artículo 
86 de la Carta Política, tienen la 
facultad de interponer acción de 
tutela cuando consideren que sus 
derechos fundamentales se encuentran 
comprometidos, pues  el término 
‘persona’ inserto en él, comprende tanto 
a las personas naturales como a las 
personas jurídicas, ya que la norma no 
realiza ninguna distinción entre ellas. En 
ese sentido el artículo 10 del Decreto 2591 
de 1991 establece que la tutela  “podrá 
ser ejercida, en todo momento y 
lugar,  por cualquiera persona vulnerada 
o amenazada en uno de sus derechos 
fundamentales”.
 
Esta Corporación ha destacado que 
las personas jurídicas (e incluso 
a aquellas sometidas al derecho 
público) son titulares de derechos 
fundamentales,  indirectamente  cuando 

se pretende la protección de las garantías 
constitucionales de sus asociados 
o  directamente  cuando pretendan 
ejercer o reivindicar un derecho cuya 
titularidad pueda serle atribuido a ellas. 
En este punto es importante señalar 
que, dada la naturaleza y conformación 
de las personas jurídicas, el catálogo de 
derechos fundamentales que pueden 
invocar en su favor es más reducido 
respecto de aquel que tienen las 
personas naturales.
 
Esto se explica porque algunos 
derechos fundamentales solo pueden 
ser atribuidos a la condición humana, 
como por ejemplo, el derecho a la vida, a 
la prohibición de la desaparición forzada, 
tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes o al derecho a la intimidad 
familiar, como también lo son el 
derecho a la dignidad humana, a la 
intimidad personal y a la honra, en tanto 
solamente se reconocen al ser humano, 
pues son atributos propios de este, 
inherentes a su racionalidad, inalienables, 
imprescriptibles y connaturales con el 
reconocimiento de su dignidad.
 
La titularidad de los derechos 
fundamentales en cabeza de las personas 
jurídicas y, entre ellas, de las entidades 
públicas, implica sin duda la posibilidad 
de exigir su protección ante el sistema de 
administración de justicia. En principio, 
es el representante legal de la entidad 
quien se encuentra legitimado para 
acudir al juez de tutela. Sin embargo, 
puede hacerlo a través de  funcionarios 
distintos cuando así lo dispongan las 
normas que definan su estructura, o a 
través de apoderado.
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1.5.	 La acción de tutela puede 
presentarse por intermedio de 
apoderado 

1.5.1. 	Presentación de la acción de tutela 
a través de apoderado judicial

Sentencia T-024 de 2019

En lo que tiene que ver con  el 
apoderamiento judicial en materia de 
tutela, esta Corporación ha precisado 
que  i)  es un acto jurídico formal, por lo 
cual debe realizarse por escrito;  ii)  se 
concreta en un escrito, llamado poder 
que se presume auténtico;  iii)  debe ser 
un poder especial;  iv)  el poder conferido 
para la promoción o para la defensa de 
los intereses en un determinado proceso 
no se entiende conferido para instaurar 
procesos diferentes, así los hechos que le 
den fundamento a estos tengan origen 
en el proceso inicial;  v)  el destinatario 
del acto de apoderamiento solo puede 
ser un profesional del derecho habilitado 
con tarjeta profesional. De igual forma, 
la Corte ha enfatizado que cuando la 
acción de tutela se ejerce mediante 
representante judicial, es necesario que 
tenga la calidad de abogado inscrito.

1.5.2.	Presentación de la acción de tutela 
a través de apoderado general 

Sentencia SU-388 de 2022

La Corte adopta la siguiente regla 
de unificación:  cuando el titular de 
los derechos fundamentales exprese 
de manera inequívoca interés en la 
presentación de la acción de tutela en las 

actuaciones dentro del proceso, inclusive 
en sede de revisión, se tendrá por 
acreditado el requisito de legitimación 
en la causa por activa a pesar de que esta 
haya sido interpuesta originalmente por 
el apoderado general de una persona 
natural.

1.6 	 La acción de tutela puede 
presentarse en nombre de niños, 
niñas y adolescentes

Sentencia T-351 de 2018

Cuando se trata de menores de edad, los 
padres  están legitimados para promover 
la acción de tutela con el fin de proteger 
sus derechos fundamentales afectados 
o amenazados, debido a que ostentan 
la representación judicial y extra judicial 
de los descendientes mediante la patria 
potestad. Además, el inciso 2º del artículo 
44 de la Carta Política, establece que  “[l]
a familia, la sociedad y el Estado tienen 
la obligación de asistir y proteger al niño 
para garantizar su desarrollo armónico 
e integral y el ejercicio pleno de sus 
derechos. Cualquier persona puede 
exigir de la autoridad competente 
su cumplimiento y la sanción de 
los infractores”. En ese sentido, la 
jurisprudencia constitucional ha señalado 
que cualquier persona está legitimada 
para interponer acción de tutela en 
nombre de los niños o niñas, siempre y 
cuando en el escrito o petición conste 
la inminencia de la violación de sus 
derechos fundamentales, y/o la ausencia 
de representante legal. Este último 
requisito se ha fijado con el fin de evitar 
intervenciones ilegítimas o inconsultas. 
A partir de lo expuesto y particularmente 
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teniendo en cuenta que es necesario 
contar con herramientas que permitan 
identificar en qué casos debe el juez de 
tutela considerar que existe legitimidad 
del agente oficioso para el caso de los 
menores de edad. Por ende, la Sala 
considera que para el caso son aplicables 
las reglas siguientes:
 
De manera general y preferente, la 
representación legal de los niños y 
niñas corresponde a sus padres o a 
quien ejerza la patria potestad. Son 
estas personas las llamadas a ejercer 
las acciones legales pertinentes, entre 
ellas la acción de tutela, cuando resulte 
necesario proteger los derechos de 
los menores de edad mediante la 
actividad de las autoridades estatales. 
El ejercicio de la agencia oficiosa por 
parte de personas distintas a quien 
ejerce la patria potestad del menor, 
por ende, impone un deber mínimo 
de justificación por el agente oficioso. 
Así, deberá demostrarse, incluso de 
manera sumaria, que:  (i)  no concurre 
persona que ejerza la patria potestad o 
la misma está formal o materialmente 
inhabilitada para formular las acciones 
judiciales o administrativas necesarias; 
o  (ii)  que si bien concurren los padres 
o guardadores, existe evidencia que 
los mismos se han negado a formular 
las acciones y dicha omisión afecta 
gravemente los derechos del niño o 
niña concernida. En los demás casos, 
la agencia oficiosa resultaría en una 
extralimitación contraria a las facultades 
que confiere la patria potestad.
 
En todo caso, cabe aclarar que 
la legitimación prevalente de los 
representantes legales para presentar 

la tutela en favor de menores de 
edad, no impide que otras personas, 
excepcionalmente, agencien sus 
derechos. En efecto, en casos límite en 
los cuales los derechos fundamentales 
invocados y la gravedad de los hechos 
demuestren que el niño está en riesgo 
de sufrir un perjuicio, es posible que otra 
persona, distinta de los representantes 
legales, actúe en calidad de agente 
oficioso.

1.7.	 La acción de tutela puede 
presentarse directamente por 
niños, niñas y adolescentes

Sentencia T-1220 de 2003

De manera reiterada, la Corte 
Constitucional ha señalado que los 
menores de edad están habilitados 
para interponer directamente la acción 
de tutela en defensa de sus derechos 
fundamentales.  La Corte ha precisado, 
además, que esa posibilidad tiene 
particular relevancia cuando los menores 
tratan de obtener protección respecto de 
alguno de los progenitores.
 
Esa posibilidad, que se desprende del 
carácter informal que tiene la acción 
y de su naturaleza como instrumento 
de protección de los derechos 
constitucionales fundamentales, exige 
del juez de tutela una particular atención, 
para, por un lado, indagar, con todos 
los recursos procesales que tiene a su 
disposición, si efectivamente existe una 
violación o una amenaza de los derechos 
fundamentales de los menores, que haga 
imperioso el amparo constitucional, y, por 
otro, si existen indebidas manipulaciones 
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orientadas a obtener ventaja de la 
condición del menor como solicitante de 
amparo.
 
En el presente caso, los menores 
solicitantes confirieron poder a un 
abogado para que promoviese la 
acción. Si bien los menores carecen de 
capacidad para constituir apoderado 
judicial, no es menos cierto que dado 
que estarían en capacidad de interponer 
directamente la solicitud de amparo, y 
en atención al carácter informal de la 
acción, no cabe rechazar la demanda 
que sea presentada por abogado que 
actúa en representación de los menores, 
debiendo, se repite, el juez, extremar las 
precauciones orientadas a establecer la 
verdadera situación de los menores y la 
eventual violación de sus derechos.
 

1.8.	 La acción de tutela puede ser 
ejercida por las comunidades 
indígenas y sus integrantes

Sentencia T-064 de 2019

Frente a la  legitimación por activa  para 
la presentación de acciones de tutela 
por parte de comunidades indígenas, 
y sus miembros, la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional ha establecido tres 
reglas, según,  (i)  se trate de la defensa 
de derechos fundamentales que puedan 
predicarse de la comunidad,  (ii)  cuando 
se trate de la defensa de derechos 
subjetivos de sus miembros y (iii) cuando 
esté de por medio la defensa de los 
derechos de los niños. En el primer caso, 
es decir, cuando está de por medio 
la supervivencia de las comunidades 
indígenas o tribales como pueblos 

reconocibles, o la acción verse sobre 
aquellos derechos que solo pueden ser 
entendidos en función del grupo,  tales 
como los derechos a la consulta previa, a 
una educación que respete y desarrolle 
su identidad cultural, el derecho al 
territorio colectivo, a la propiedad 
colectiva sobre sus territorios, entre otros, 
la acción de tutela puede ser interpuesta 
por cualquier miembro de la comunidad, 
por sus autoridades, las personerías 
municipales, o las entidades creadas 
para la defensa de los pueblos indígenas. 
En el segundo evento, la acción puede 
ser interpuesta por los interesados, o 
por las autoridades indígenas, siempre 
que exista aquiescencia de los primeros; 
en este caso, el juez de tutela tiene 
el deber de corroborar si existe o no 
ratificación. Finalmente, ante la defensa 
de los derechos de los niños indígenas, 
cualquier persona puede interponerla.

Sentencia T-733 de 2017

La Sala resalta que, no resulta admisible, 
desde una perspectiva constitucional de 
protección de derechos fundamentales 
de las minorías, equiparar a una 
comunidad indígena con una persona 
jurídica a fin de dilucidar si una 
persona se encuentra legitimada para 
interponer una acción de tutela. De 
allí que, la representación de un grupo 
étnico no resulta equiparable con 
aquella figura propia de las personas 
morales de derecho público o privado. 
En consecuencia, se concluye que no 
se requiere el reconocimiento estatal 
de una parcialidad indígena como 
resguardo para poder invocar sus 
derechos fundamentales, ni se precisa 
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que el Ministerio del Interior certifique la 
existencia de una población étnica para 
que haga lo propio.

1.9.	 La acción de tutela puede ser 
ejercida por comunidades negras, 
afrodescendientes, raizales y 
palenqueras, así como por sus 
integrantes 

Sentencia SU-196 de 2023

La Corte ha precisado que, la legitimación 
en la causa por activa en los procesos de 
acción de tutela se predica siempre de los 
titulares de los derechos fundamentales 
amenazados o vulnerados. En ese 
sentido, esta corporación ha recalcado 
que la procedibilidad de las tutelas 
promovidas por minorías étnicas y, en 
general, por grupos y sujetos en situación 
de vulnerabilidad debe examinarse con 
criterios ponderados. Tal flexibilización 
tiene su justificación en la necesidad 
de que estas comunidades puedan 
acceder a los mecanismos judiciales que 
el legislador diseñó para la protección de 
sus derechos en las mismas condiciones 
en que pueden hacerlo otros sectores de 
la población.
 
Entonces, la Corte Constitucional 
ha flexibilizado las condiciones 
de procedibilidad de las tutelas 
promovidas para salvaguardar derechos 
fundamentales de colectividades 
étnicamente diferenciadas, como son las 
comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras. Con este 
propósito, conviene recordar que el 
Convenio 169 de la OIT, incorporado al 

ordenamiento nacional mediante la 
Ley 21 de 1991, incluye el compromiso 
de proteger a los pueblos indígenas 
y tribales, dentro de los que se puede 
comprender a las comunidades negras. 
En ese sentido, la sentencia C-169 de 2001 
puso de presente que, el término “tribal” 
al que hace referencia el mencionado 
Convenio 169 de la OIT, difícilmente 
puede entenderse en el sentido 
restringido de una “tribu”. Resulta “más 
apropiado interpretarlo en el sentido 
amplio en que lo han hecho entidades 
multilaterales como el Banco Mundial, el 
cual, en su Directiva Operacional No. 4.20 
de Septiembre de 1.991, sobre políticas 
institucionales respecto de proyectos 
que afecten a los pueblos indígenas, 
especificó que los términos ‘pueblos 
indígenas’, ‘minorías étnicas indígenas’ 
y ‘grupos tribales’ se refieren, en general, 
a grupos sociales que comparten una 
identidad cultural distinta a la de la 
sociedad dominante.”
 
En virtud de lo anterior, la aplicabilidad 
del Convenio 169 hace referencia a dos 
requisitos que deben concurrir a la 
hora de establecer quiénes se pueden 
considerar como sus beneficiarios: 
(i) un elemento “objetivo”, a saber, la 
existencia de rasgos culturales y sociales 
compartidos por los miembros del grupo, 
que les diferencien de los demás sectores 
sociales, y (ii) un elemento “subjetivo”, 
esto es, la existencia de una identidad 
grupal que lleve a los individuos 
a asumirse como miembros de la 
colectividad en cuestión. De la definición 
legal que consagra el artículo 2-5 de la 
Ley 70 de 1993, se desprende que las 
comunidades negras cumplen con esta 
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doble condición, y por ende se ubican 
bajo el supuesto normativo del Convenio 
mencionado.
 
A partir de lo anterior es posible 
adelantar el estudio de la legitimación 
en el caso objeto de estudio y señalar 
que, para la Corte Constitucional, las 
comunidades negras son titulares de los 
derechos fundamentales a la identidad 
étnica y cultural, al territorio, al agua, a 
la alimentación, entre otros; en tanto 
que sus miembros individualmente 
considerados, son titulares de los 
derechos de todas las personas, incluidos 
la salud, la vida, el ambiente sano, el agua 
potable y la equidad en la distribución de 
cargas y beneficios de una obra o medida 
que afecte el ambiente.

Sentencia T-032 de 2023

El artículo 5 de la Ley 70 de 1993 
establece que las comunidades negras 
como forma de administración interna, 
pueden organizarse en Consejos 
Comunitarios que, entre otras, tienen la 
función de elegir a través de la asamblea 
general,  un representante legal de la 
comunidad como persona jurídica. En 
consecuencia, es este último quien en 
principio tiene la facultad de presentar 
acciones de tutela para proteger 
derechos fundamentales colectivos de las 
comunidades negras.
 
Ahora bien, la jurisprudencia de 
esta Corte ha reconocido que,  tanto 
las organizaciones que agrupan a 
las comunidades negras como los 
integrantes de estas como individuos, 

están legitimados para invocar la 
protección a la diversidad étnica y 
cultural, en la medida que son sujetos 
de especial protección y; dadas las 
condiciones de opresión, explotación 
y marginalidad en que se encuentran, 
se les debe facilitar el ejercicio de 
derechos constitucionales sin que el 
juez imponga obstáculos de acceso 
al único procedimiento previsto en 
el ordenamiento para defensa de la 
garantía a la diferencia consagrada en 
los artículos 7, 286, 287, 329 y 330 de la 
Constitución Política.  En consecuencia, 
por regla general, el análisis de la 
legitimación por activa tratándose de la 
protección de derechos colectivos de las 
comunidades étnicas minoritarias debe 
propender por la garantía de los derechos 
de las comunidades, de forma que no 
constituya un obstáculo para su defensa.
 
En este sentido, están legitimados 
para presentar acción de tutela en 
nombre de comunidades negras y 
afrodescendientes, los representantes 
legales de los Consejos Comunitarios en 
concordancia con el artículo 5 de la Ley 
70 de 1993. Asimismo, los integrantes de 
la comunidad de manera individual o 
agrupados en organizaciones, en calidad 
de miembros del colectivo que puedan 
ver afectados sus derechos a la diversidad 
étnica y cultural. Por último, entidades 
del Estado que busquen favorecer la 
garantía de los derechos de estos sujetos 
de especial protección.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/T-032-23.htm




CUADERNO N° 2

LA ACCIÓN DE TUTELA

47

1.10. La acción de tutela puede ser 
ejercida por la comunidad ROM y 
sus integrantes

Sentencia T-026 de 2015 

El objeto sobre el cual se pronuncia la 
Corte en esta oportunidad se circunscribe 
a la negativa de la Dirección de Asuntos 
Indígenas, Rom y Minorías Étnicas del 
Ministerio del Interior, de registrar la 
organización del demandante como 
una kumpania más de las existentes 
en Colombia. Lo anterior, a partir 
del argumento conforme al cual las 
Kumpañy reconocidas y registradas 
en Colombia le solicitaron no inscribir 
nuevas organizaciones, con el fin de 
evitar el fraccionamiento del proceso 
organizativo del pueblo gitano y, por 
ende, afectar su capacidad de diálogo 
frente a las autoridades del Estado. 
Teniendo en cuenta el objeto de esta 
controversia, la Sala considera que el 
caso planteado es procedente para ser 
resuelto mediante acción de tutela, por 
las siguientes razones: (i) en cuanto a 
la legitimación por activa, porque el 
amparo se promueve directamente por 
una persona natural, en nombre propio 
y de los otros sujetos que integran la 
organización que él representa.

1.11.	 La acción de tutela puede ser 
ejercida por un agente oficioso

Sentencia T-382 de 2021

La procedencia de la agencia 
oficiosa en los procesos de tutela 
es excepcional  y  está supeditada 
al cumplimiento de dos requisitos 

normativos:  (i)  la manifestación del 
agente oficioso de estar actuando en 
tal calidad y  (ii)  la imposibilidad del 
agenciado de defender directamente 
sus derechos. Estos requisitos buscan 
preservar la autonomía de la voluntad del 
titular de los derechos fundamentales 
presuntamente amenazados o 
vulnerados y evitar que, sin justificación 
alguna, cualquier persona pueda actuar 
en nombre y representación de otra 
alterando el orden constitucional y la 
finalidad misma de la agencia oficiosa. 

(i) Manifestación del agente oficioso. 
El artículo 10.2 del Decreto Ley 2591 
de 1991 prescribe que el agente debe 
manifestar que actúa en tal condición en 
el escrito de tutela, es decir, que presenta 
la solicitud “en defensa de derechos 
ajenos”.  Según la jurisprudencia 
constitucional, dado que la consagración 
de fórmulas sacramentales está 
proscrita  en los trámites de tutela, este 
requisito podrá darse por acreditado si 
de los hechos y las pretensiones de la 
tutela es posible inferir  que el tercero 
ejerce la acción en calidad de agente 
oficioso.

(ii) Imposibilidad del agenciado. El 
juez debe constatar que existe prueba 
“siquiera sumaria”  de que el agenciado 
no se encuentra en condiciones para 
interponer la acción.  La imposibilidad 
para acudir directamente a la acción 
de tutela desborda el marco estricto 
de lo que legalmente constituye la 
capacidad  y, en este sentido, también 
puede presentarse por circunstancias 
f ísicas, como la enfermedad,  razones 
síquicas que hubieren afectado el estado 
mental del accionante, o un estado 
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de indefensión que le impida acudir 
a la justicia. La Corte Constitucional 
ha resaltado que el cumplimiento 
de este requisito no está supeditado 
a la existencia, dentro de la petición 
de tutela, de frases sacramentales o 
declaraciones expresas. Así mismo, ha 
indicado que el juez de tutela debe 
ser flexible y deferente al momento de 
valorar la prueba de la imposibilidad 
del agenciado. Esto implica que  (i)  tal 
imposibilidad puede demostrarse “por 
cualquier medio probatorio”,  (ii)  puede 
inferirse razonablemente de los 
hechos narrados en la solicitud de 
amparo  y  (iii)  en cualquier caso, el juez 
debe  desplegar sus atribuciones en 
materia probatoria para establecer la 
certeza de las afirmaciones hechas 
en relación con falta de capacidad del 
titular de los derechos fundamentales 
para presentar la acción.

De acuerdo con la jurisprudencia 
reciente de la Sala Plena de la Corte 
Constitucional y de las diferentes Salas de 
Revisión, la  ratificación  del agenciado de 
los hechos y pretensiones de la acción no 
es un requisito normativo de procedencia 
de la agencia oficiosa en los procesos de 
tutela. Por el contrario, es un mecanismo 
excepcional  con el que cuenta el juez 
constitucional cuando no encuentra 
acreditada la imposibilidad del agenciado 
para interponer la solicitud de amparo. 
En estos eventos, si el agenciado ratifica 
la tutela, tal circunstancia convalida la 
gestión adelantada por el agente y, en 
consecuencia, le otorga legitimación en 
la causa por activa.

Sentencia T-312 de 2009

En relación con el primer 
requisito, la Corte ha señalado que 
la  manifestación  del agente oficioso 
de actuar como tal, puede ser expresa 
o puede inferirse del escrito de tutela. 
En ese orden de ideas, se considera 
válida la agencia oficiosa tácita, cuando 
del relato de los hechos del escrito de 
tutela se deduzca inequívocamente tal 
circunstancia, toda vez que, en atención 
al principio de informalidad de la acción, 
el requisito no puede entenderse como 
una exigencia de incorporar formas 
sacramentales en la petición de amparo. 
Lo relevante para la aceptación de la 
agencia tácita, es que sea claro que la 
persona que interpone la acción no es 
un “falso agente”  o, en otras palabras, 
alguien que carece de interés y suplanta 
la voluntad del directo interesado 
en la protección de sus derechos 
constitucionales.

1.12. 	La Procuraduría General de la 
Nación puede presentar la acción 
de tutela para la protección de los 
derechos de las personas

Sentencia SU-214 de 2016

Las atribuciones constitucionales y 
legales conferidas a la Procuraduría 
General de la Nación, en el sentido de 
interponer acciones judiciales en defensa 
del orden jurídico y de los derechos 
fundamentales, deben diferenciarse, 
en razón de sus motivaciones y sus 
finalidades. Resulta inadmisible que 
el Ministerio Público formule diversas 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2009/T-312-09.htm
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acciones de tutela encaminadas 
no a la protección de los derechos 
constitucionales, sino a evitar que 
las parejas del mismo sexo ejerzan 
su derecho a celebrar una unión 
marital y formal, en los términos de la 
Sentencia C-577 de 2011. La defensa del 
ordenamiento jurídico no puede servir 
de pretexto para pretender desconocer 
los derechos de las minorías sexuales. En 
otras palabras, la Procuraduría General 
de la Nación no puede usar su poder 
sancionatorio disciplinario, ni invocar la 
protección de derechos humanos, para 
imponer barreras a los derechos de las 
familias diversas. 

 
En conclusión: partiendo del papel que la 
Constitución le asigna a la Procuraduría 
General de la Nación, este organismo de 
control no puede formular una acción de 
tutela destinada a impedir la celebración 
de un matrimonio civil de una pareja 
del mismo sexo, alegando vulneración 
del orden jurídico, cuando quiera que, 
en estos asuntos, prevalece el respeto 
por los derechos fundamentales,   la 
dignidad humana,   la libertad individual 
y   la igualdad, lo cual torna, obviamente, 
improcedentes las acciones públicas 
aquí promovidas. En otras palabras, el 
Ministerio Público, si bien se encuentra 
facultado para interponer acciones de 
amparo en defensa de los derechos 
fundamentales de las personas, en el 
caso concreto carecía de legitimación 
activa por cuanto la Sentencia C-577 de 
2011 le reconoció a las parejas del mismo 
sexo sus derechos fundamentales a la 
dignidad humana, la libertad personal y 
la igualdad.

1.13.	 La Defensoría del Pueblo y las 
personerías pueden presentar la 
acción de tutela para la protección 
de los derechos de las personas

Sentencia T-559 de 2023

La jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha precisado que 
la legitimación por activa de los 
personeros municipales en materia de 
tutela se justifica en la posibilidad de 
asegurar, por todos los medios posibles 
y por distintas vías institucionales, la 
efectividad de los derechos básicos de 
las personas.  Así mismo, ha explicado 
que  si los factores de la vulneración o 
amenaza de los derechos fundamentales 
tienen ocurrencia en el área de 
jurisdicción de la personería que acude 
a la tutela, también se encuentra 
justificada su facultad para actuar. 
 
Tal y como ocurre con estos mecanismos 
constitucionales cuando son 
presentados por el Defensor del Pueblo, 
resulta necesario que el personero 
municipal instaure la acción de tutela  a 
nombre de personas determinadas o 
determinables.  En efecto, la protección 
de derechos fundamentales a través la 
tutela requiere de la plena identificación 
(o la posibilidad de hacerlo) de aquellos 
sujetos en cuyo beneficio actúa el 
personero correspondiente.  Aunado a 
lo anterior, la jurisprudencia en vigor 
respecto de la legitimación en la causa 
por activa en la tutela ha establecido que 
–en el caso de los personeros– esta se 
encuentra condicionada a  i) que exista 
autorización expresa de la persona a la 
que representan, excepto cuando se trata 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/T-559-23.htm


CUADERNO N° 2

LA ACCIÓN DE TUTELA

50

de menores de edad,  incapaces o cuando 
las personas se encuentren en estado 
de indefensión ii) que se individualicen 
o determinen las personas perjudicadas 
y iii) que se argumente la forma en 
que se comprometen los derechos 
fundamentales de aquellos.

Sentencia T-253 de 2016

La Constitución Política establece en 
su artículo 86 que la acción de tutela 
puede ser interpuesta por la persona 
que considere amenazados o vulnerados 
sus derechos fundamentales, por sí 
misma o por quien actúe en su nombre. 
En igual sentido, el artículo 282 de la 
Carta autoriza al Defensor del Pueblo 
para presentar acciones de tutela,  “sin 
perjuicio del derecho que le asiste 
a los interesados”. Respecto de esta 
última autoridad, el artículo 46 del 
Decreto 2591 de 1991, al desarrollar la 
norma constitucional, establece que  “el 
Defensor del Pueblo podrá, sin perjuicio 
del derecho que asiste a los interesados, 
interponer la acción de tutela en nombre 
de cualquier persona que lo solicite o 
que esté en situación de desamparo e 
indefensión”.
 
De acuerdo con esta disposición, la 
jurisprudencia de esta Corporación 
ha entendido que el Defensor del 
Pueblo está facultado para interponer 
acciones de tutela en representación de 
terceras personas, bajo estas precisas 
condiciones:  (i)   que el titular de los 
derechos haya solicitado actuar en su 
representación; o (ii) que la persona se 
encuentre desamparada e indefensa, 

esto es, que carezca de medios físicos 
y/o jurídicos, en aras de evitar o resistir 
la amenaza o violación a sus derechos 
fundamentales.
 
Así entonces, respecto de la primera 
condición, es necesario que la persona 
afectada haya solicitado la intervención 
de la Defensoría del Pueblo, lo cual 
debe estar acreditado en el proceso 
al menos de manera sumaria, para así 
garantizarse concomitantemente el 
derecho de acceso a la administración 
de justicia del representado, quien 
podría desistir del trámite cuando así lo 
considere conveniente. En principio esta 
condición es exigida de manera general, 
a menos que la amenaza o vulneración 
de los derechos fundamentales recaiga 
puntualmente sobre un menor de edad 
o un incapaz, en cuya circunstancia la 
Defensoría del Pueblo podría tramitar el 
amparo sin su anuencia.
 
En cuanto a la segunda condición, es 
decir, que la persona se encuentre en una 
situación de desamparo o indefensión, 
significa que debe establecerse la 
imposibilidad física o jurídica de que 
la persona pueda promover su propia 
defensa o, que existiendo los medios y 
elementos para ello, estos no tengan la 
virtualidad necesaria para oponerse o 
repeler la vulneración o amenaza de los 
derechos fundamentales. En consonancia 
con lo anterior, la Corte ha precisado 
que la Defensoría del Pueblo puede 
instaurar acciones de tutela en favor 
de las personas que se lo soliciten, en la 
medida de que estas sean determinadas 
o determinables. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/T-253-16.htm


CUADERNO N° 2

LA ACCIÓN DE TUTELA

51

Sentencia T-046 de 1999

La indefensión constituye un 
presupuesto esencial de habilitación al 
Defensor del Pueblo o a los personeros 
municipales para ejercer actos de 
representación de las personas en la 
tutela, la cual se presume respecto de los 
menores de edad cuando sus derechos 
se ven envueltos negativamente por 
la acción de una autoridad o de los 
particulares, a partir del claro mandato 
del numeral 9 del artículo 42 del Decreto 
2591 de 1.991, como sucede en el presente 
caso, siendo extensible la misma a 
los eventos de tutela incoada contra 
autoridades públicas. 

2.	 Segundo requisito: legitimación en 
la causa por pasiva 

2.1.	 La legitimación en la causa por 
pasiva como presupuesto de 
procedencia 

Sentencia T-010 de 2023

La Corte Constitucional ha resaltado 
que el requisito de legitimación en la 
causa por pasiva exige que la acción 
de tutela sea interpuesta en contra del 
sujeto presuntamente responsable de la 
vulneración o amenaza de los derechos 
fundamentales o aquel llamado a 
resolver las pretensiones, sea este una 
autoridad o un particular. 

Sentencia T-278 de 1998

Cuando del trámite procesal se deduce 
que el demandado no es responsable 
del menoscabo de los derechos 

fundamentales del actor, no puede, 
bajo ninguna circunstancia, concederse 
la tutela en su contra. La legitimación 
por pasiva de la acción de tutela se 
rompe cuando el demandado no es el 
responsable de realizar la conducta cuya 
omisión genera la violación, o cuando no 
es su conducta la que inflige el daño.

Sentencia T-416 de 1997

La legitimación en la causa es un 
presupuesto de la sentencia de fondo 
porque otorga a las partes el derecho 
a que el juez se pronuncie sobre el 
mérito de las pretensiones del actor 
y las razones de la oposición por el 
demandado, mediante sentencia 
favorable o desfavorable. En resumen, la 
legitimación en la causa es una calidad 
subjetiva de las partes en relación con 
el interés sustancial que se discute en 
el proceso. Por tanto, cuando una de las 
partes carece de dicha calidad o atributo, 
no puede el juez adoptar una decisión 
de mérito y debe entonces simplemente 
declararse inhibido para fallar el caso de 
fondo. La legitimación pasiva se consagra 
como la facultad procesal que le 
atribuye al demandado la posibilidad de 
desconocer o controvertir la reclamación 
que el actor le dirige mediante la 
demanda sobre una pretensión de 
contenido material.

2.2.	La acción de tutela puede ejercerse 
en contra de todas las autoridades 
públicas

2.2.1.	Ejercicio de la acción de tutela 
en contra de autoridades 
administrativas

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1999/T-046-99.htm
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Sentencia T-679 de 2017

De acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 86 de la Constitución, así como 
en los artículos 5 y 13 del Decreto 2591 
de 1991, la acción de tutela procede 
contra cualquier acción u omisión en 
que incurra una autoridad pública. 
En el caso bajo estudio, se encuentra 
satisfecho el requisito de legitimación 
en la causa por pasiva, toda vez que la 
entidad demandada es la Alcaldía, que 
es una entidad de naturaleza pública, 
susceptible de demanda de tutela.

2.2.2. Ejercicio de la acción de tutela 
contra el Congreso y sus órganos 
directivos 

Sentencia SU-073 de 2021

La jurisprudencia constitucional ha 
sostenido que los actos de las Mesas 
Directivas de cualquiera de las dos 
Cámaras del Congreso de la República 
pueden ser pasibles de acción de 
tutela. Puntualmente, la Corte ha 
identificado dos hipótesis en las 
cuales estos actos pueden vulnerar 
derechos fundamentales. El primero 
cuando la acción de tutela cuestiona 
decisiones de las mesas directivas de las 
corporaciones públicas (Senado y Cámara 
de Representantes) que, en ejercicio 
de su función de control político a 
funcionarios públicos, vulneran derechos 
constitucionales de los parlamentarios. 
El segundo, cuando estas vulneran 
el derecho a la consulta previa de las 
comunidades étnicamente diferenciadas 
que, pueden ser afectadas por la 
aprobación de proyectos de ley.

Sentencia T-430 de 1992

La acción de tutela es reconocida por la 
Constitución a favor de todas las personas 
cuando quiera que sus derechos 
fundamentales resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública, sin distinguir 
entre ellas, de tal forma que, en principio, 
es posible intentarla contra actos 
emanados de servidores pertenecientes 
a cualquier rama u órgano del poder 
público y aún de las corporaciones 
públicas (artículo 123 de la Constitución). 
Así, pues, considera la Corte que asiste 
la razón al accionante cuando afirma 
que también los actos producidos por 
la Rama Legislativa son susceptibles de 
esta acción. Tanto las cámaras como las 
comisiones permanentes que dentro 
de ellas se conforman de acuerdo 
con lo previsto por el artículo 142 de 
la Constitución y sus mesas directivas 
tienen aptitud efectiva para proferir actos 
o incurrir en omisiones por cuyo medio se 
vulnere o amenace vulnerar un derecho 
fundamental, siendo lógico entonces 
que este sea protegido por la vía de la 
acción de tutela, de manera definitiva o 
al menos transitoria en orden a evitar un 
perjuicio irremediable.
 
Desde luego, como también lo apunta 
el actor, están excluidas las leyes que 
expida el Congreso, pero también 
lo están -digámoslo de una vez- los 
actos legislativos reformatorios de 
la Constitución (artículos 374 y 375 
Constitución Política), ya que respecto 
de aquellas y de estos, la propia Carta 
ha previsto la acción de inexequibilidad 
para atacarlos por los motivos allí mismo 
indicados, si vulneran sus preceptos 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-679-17.htm
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(artículo 241, numerales 1, 2, 4 y 10 
Constitución Política).

2.2.3. Ejercicio de la acción de tutela 
contra autoridades judiciales 

Sentencia SU-333 de 2020

Frente a los procesos de tutela dirigidos 
contra la jurisdicción, resulta relevante 
que el Acto Legislativo 01 de 2017 y la 
sentencia C-674 de 2017 establecieron 
reglas de procedencia en relación con 
las acciones de tutela dirigidas contra 
las instancias de la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP). Efectivamente, el 
Artículo 8° transitorio prescribe que, la 
acción de tutela procederá contra las 
acciones u omisiones de los órganos 
de la Jurisdicción Especial para la Paz, 
que hayan violado, violen o amenacen 
los derechos fundamentales. En el 
caso de las acciones de amparo contra 
providencia de las autoridades de la JEP, 
estas deberán basarse en manifiestas 
vías de hecho o cuando la afectación del 
derecho fundamental sea consecuencia 
directa por deducirse de su parte 
resolutiva y se hubieran agotado todos 
los recursos al interior de la Jurisdicción 
Especial para la Paz, no existiendo 
mecanismo idóneo para reclamar la 
protección del derecho vulnerado o 
amenazado. En el caso de violaciones 
que se realicen por afectación al debido 
proceso, deberá interponerse tras 
haber agotado el recurso procedente 
ante los órganos de la JEP.  La norma 
constitucional establece como regla 
de competencia que: (i) las acciones de 
tutela deberán ser presentadas ante el 
Tribunal para la Paz, único competente 
para conocer de ellas; (ii) la primera 

instancia será decidida por la Sección de 
Revisión. La segunda por la Sección de 
Apelación. 

Sentencia C-590 de 2005

Una lectura simple [del artículo 86 de la 
Constitución] permite concluir, sin mayor 
dificultad, que el ámbito constitucional 
de aplicación de la acción de tutela 
incluye la tutela contra decisiones 
judiciales. En efecto, si se acepta que las 
autoridades judiciales son autoridades 
públicas, no cabe duda alguna sobre la 
procedencia de la acción de tutela para 
proteger, de manera subsidiaria, los 
derechos fundamentales que puedan 
resultar vulnerados o amenazados por 
cualquier acción u omisión de los jueces 
de la República. En este sentido, la 
tutela en Colombia. -como el amparo en 
España o el recurso de constitucionalidad 
en Alemania-, es una acción judicial 
autónoma, residual y subsidiaria, creada 
para asegurar la eficacia prevalente de 
los derechos fundamentales en todos los 
ámbitos en los cuales dichos derechos 
puedan resultar vulnerados -incluyendo 
el ámbito judicial-, que procederá solo 
cuando se hubieren agotado todos los 
medios ordinarios o extraordinarios para 
su defensa o, excepcionalmente, cuando 
la protección resulte urgente para evitar 
un perjuicio irremediable.
 
En la citada norma superior es evidente 
que el constituyente no realizó 
distinciones entre los distintos ámbitos 
de la función pública, con el fin de 
excluir a alguno o algunos de ellos 
de la procedencia de ese mecanismo 
de protección de los derechos 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU333-20.htm
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fundamentales.  Precisamente por 
ello en la norma superior indicada se 
habla de “cualquier” autoridad pública.  
Siendo ello así, la acción de tutela 
procede también contra los actos que 
son manifestación del ámbito de poder 
inherente a la función jurisdiccional y 
específicamente contra las decisiones 
judiciales, pues los jueces y tribunales, 
en su cotidiana tarea de aplicación 
del derecho a supuestos particulares, 
bien pueden proferir decisiones que se 
tornen constitucionalmente relevantes 
por desbordar el estricto marco de 
aplicación de la ley y afectar derechos 
fundamentales.

Sentencia C-543 de 1992

De conformidad con el concepto 
constitucional de autoridades públicas, 
no cabe duda de que los jueces tienen 
esa calidad en cuanto les corresponde 
la función de administrar justicia y sus 
resoluciones son obligatorias para los 
particulares y también para el Estado.  
En esa condición no están excluidos de 
la acción de tutela respecto de actos u 
omisiones que vulneren o amenacen 
derechos fundamentales, lo cual no 
significa que proceda dicha acción contra 
sus providencias.  Así, por ejemplo, nada 
obsta para que por la vía de la tutela 
se ordene al juez que ha incurrido en 
dilación injustificada en la adopción de 
decisiones a su cargo que proceda a 
resolver o  que observe con diligencia 
los términos judiciales, ni riñe con los 
preceptos constitucionales la utilización 
de esta figura ante actuaciones de hecho 
imputables al funcionario por medio de 
las cuales se desconozcan o amenacen 

los derechos fundamentales, ni tampoco 
cuando la decisión pueda causar un 
perjuicio irremediable, para lo cual sí  
está constitucionalmente autorizada la 
tutela pero como mecanismo transitorio 
cuyo efecto, por expreso mandato de la 
Carta es puramente temporal y queda 
supeditado a lo que se resuelva de fondo 
por el juez ordinario competente.  

2.2.4. Ejercicio de la acción de tutela 
contra tribunales de arbitramento 

Sentencia SU-500 de 2015

La posibilidad de reprochar una decisión 
arbitral por medio de la acción de tutela 
obedece a una equivalencia, al menos 
material, del laudo arbitral con una 
providencia judicial, pues como se indicó 
en la Sentencia C-242 de 1997 tales laudos 
son, también, decisiones eminentemente 
jurisdiccionales. Así lo señaló esta 
Corporación en la Sentencia T-244 de 
2007, en la que se expresó:
 
“En síntesis, el proceso arbitral es 
materialmente un proceso judicial, 
y el laudo arbitral es el equivalente a 
una sentencia judicial en la medida 
que pone fin al proceso y desata de 
manera definitiva la cuestión examinada, 
adicionalmente los árbitros son investidos 
de manera transitoria de la función 
pública de administrar justicia, la cual 
además legalmente ha sido calificada 
como un servicio público, por tal razón 
no cabe duda que en sus actuaciones 
y en las decisiones que adopten los 
tribunales arbitrales están vinculados 
por los derechos fundamentales, y que la 
tutela es procedente cuando estos sean 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1992/C-543-92.htm
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vulnerados o amenazados con ocasión de 
un proceso arbitral”.
 
Como se concluye en la providencia 
citada, esta equivalencia material explica 
que, así como sucede con las sentencias 
judiciales, también tenga cabida la acción 
de tutela como mecanismo de protección 
de los derechos fundamentales 
que puedan verse afectados por las 
decisiones emanadas de los tribunales 
de arbitramento. Para ello el reproche 
de un laudo por medio de la acción de 
tutela está sometido, en principio, a los 
mismos requisitos de procedibilidad 
que la jurisprudencia constitucional ha 
desarrollado respecto a las providencias 
judiciales, y que en la Sentencia C-590 
de 2005, fueron clasificados en dos 
grupos: (i) los requisitos de procedibilidad 
de carácter general que deben ser 
satisfechos integralmente para habilitar 
la viabilidad procesal del amparo y (ii) 
los requisitos o causas especiales, que 
determinan la eventual prosperidad de 
la acción, pues ante la presencia de uno 
de ellos, se configura una vulneración del 
derecho al debido proceso.

2.2.5. Ejercicio de la acción de tutela en 
contra de autoridades electorales 
y organismos de control 

Sentencia T-087 de 2023

La Sala considera que se acredita este 
requisito pues la acción de tutela fue 
interpuesta contra el Consejo Nacional 
Electoral, organismo al que se le 
atribuye la vulneración de los derechos 
fundamentales a la dignidad humana, 
a la vida e integridad, a la libertad de 

expresar y difundir pensamientos y 
opiniones, a la libertad de prensa y al 
derecho a la no discriminación. Esto, 
por no adoptar ninguna medida para 
hacer cesar la violencia en línea alegada, 
sancionar a los responsables y prevenirla.

 

Sentencia T-467 de 2020

La legitimación en la causa por pasiva 
dentro del trámite de amparo hace 
referencia a la capacidad legal de 
quien es el destinatario de la acción de 
tutela para ser demandado, pues está 
llamado a responder por la vulneración 
o amenaza del derecho fundamental, 
una vez se acredite la misma en el 
proceso. Conforme a los artículos 86 
de la Constitución y 1º del Decreto 2591 
de 1991, la acción de tutela procede 
contra cualquier autoridad y contra 
particulares. En el presente asunto, la 
solicitud de amparo se dirigió contra la 
Procuraduría General de la Nación. Se 
trata de una entidad pública a la que 
se le endilga la afectación de derechos 
fundamentales cuya protección se 
reclama en este proceso. Por tal razón, 
está legitimada en la causa por pasiva 
para actuar en este proceso según los 
artículos 86 superior y 42 del Decreto 
2591 de 1991.

2.3.	Ejercicio de la acción de tutela 
en contra de sujetos de derecho 
internacional

Sentencia T-404 de 2024

De esa manera, en principio, el contrato 
que vinculó al accionante con la 
organización internacional accionada 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/T-087-23.htm
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tuvo naturaleza civil. Por tanto, no se 
enmarca en ninguno de los supuestos en 
que la jurisprudencia constitucional ha 
admitido la restricción del principio de 
inmunidad de jurisdicción que cobija a 
los sujetos de derecho internacional. 

La Oficina en Colombia del UNFPA 
carece de legitimación en la causa por 
pasiva. La jurisprudencia constitucional 
ha señalado que la legitimación en la 
causa por pasiva consiste en la aptitud 
legal de la persona contra quien se 
dirige la acción, de ser efectivamente la 
llamada a responder por la vulneración 
o amenaza del derecho fundamental. 
A su vez, el principio de inmunidad de 
jurisdicción implica que ciertos sujetos 
de derechos internacional no pueden ser 
juzgados por las autoridades internas de 
determinado Estado. La Sala considera 
que, en sede de tutela, el que aquellos 
sujetos no deban comparecer ante los 
jueces constitucionales supone que no es 
posible exigirles el cumplimiento de una 
eventual orden judicial en su contra o, en 
otras palabras, que no estén llamados a 
responder ante las autoridades judiciales 
del Estado colombiano por sus acciones 
u omisiones. Lo anterior se traduce en 
que el sujeto de derecho internacional 
respectivo carece de legitimación en 
la causa por pasiva y, en consecuencia, 
la acción de tutela debe ser declarada 
improcedente. 

2.4.	Ejercicio de la acción de tutela en 
contra de particulares 

2.4.1.El fundamento de la acción de 
tutela contra particulares

Sentencia T-657 de 2012

Alrededor de este punto en primer 
lugar se debe acudir al contenido del 
último parágrafo del artículo 86 de la 
Constitución Política que al reconocer 
legitimidad a particulares para ser 
sujetos pasivos de una demanda de 
tutela –legitimidad por pasiva- admite en 
forma implícita la procedibilidad de esta 
acción para la salvaguarda de derechos 
fundamentales en el contexto de las 
relaciones privadas. Esta norma autoriza 
la tutela contra particulares en supuesto 
determinados, en específico:   que el 
particular esté encargado de la provisión 
de un servicio público, que su conducta 
perturbe o amenace gravemente el 
interés colectivo o que respecto de este el 
solicitante se encuentre en un estado de 
subordinación o indefensión.
 
Sin embargo, en sentido equivalente 
el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, 
“por el cual se reglamenta la acción 
de tutela consagrada en el artículo 86 
de la Constitución Política”, presenta 
una enunciación de las causales 
que desarrollan los supuestos de los 
que trata el artículo 86 de la Carta y 
que, en definitivo, se cimientan en la 
existencia de una relación entre las 
partes que ubique a la una respecto de 
la otra en condición de subordinación o 
indefensión; que se trate de un vínculo 
en el que el particular esté encargado 
de la prestación de un servicio público 
cualquiera; que este   actúe o haya 
actuado en el ejercicio de funciones 
públicas; o que se trate una temática 
atinente al derecho de habeas data. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-657-12.htm
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Sentencia T-1042 de 2001

El criterio por excelencia que ha primado 
en la doctrina y la jurisprudencia 
constitucionales para admitir el 
examen constitucional de actuaciones 
particulares respecto de su respeto a los 
derechos fundamentales es la existencia 
de una clara relación asimétrica de poder 
entre los particulares, que de entrada 
descarta, limita o elimina la autonomía 
de la persona y justifica una intervención 
estatal para evitar el envilecimiento, 
la instrumentalización absoluta o la 
degradación del ser humano. 
 
En la medida en que un particular tiene 
la capacidad derivada de su mayor 
poder, por ejemplo, de imponerle al 
otro unas reglas de juego, de tomar 
decisiones unilaterales que generan 
unas consecuencias de profundo 
impacto sobre el destinatario pasivo de 
las mismas, o de calificar, caracterizar 
o definir la situación de otro particular 
con las implicaciones perjudiciales o 
benéficas que de ello se derivan, no 
es posible estrictamente hablar de 
horizontalidad en las relaciones entre 
particulares. En estas condiciones de 
marcada asimetría de poder dicha 
relación se asemeja más a la de tipo 
vertical entre los ciudadanos y el Estado, 
que a la de tipo horizontal que existe, por 
ejemplo, entre dos comerciantes. Así lo 
reconoció expresamente el legislador al 
desarrollar el inciso último del artículo 86 
de la Carta. 

Sentencia T-697 de 1996

En materia procesal, la Constitución 
establece que, solo en algunos eventos, 

procede la tutela para defender los 
derechos fundamentales contra 
actuaciones u omisiones de los 
particulares. Uno de estos eventos es 
la confirmación, por parte del juez 
constitucional, de la situación en la 
cual el solicitante se encuentra en 
una relación de subordinación o de 
indefensión respecto del particular que, 
presuntamente, afecta sus derechos.
 
Esta excepción a la regla general, en 
virtud de la cual los conflictos entre 
particulares han de ventilarse, en 
principio, mediante las acciones que 
para ello ha dispuesto la ley - lo cual, 
en modo alguno, implica que deba 
desplazarse a la Constitución a la hora 
de resolver el respectivo conflicto -, 
se justifica, fundamentalmente, en 
la defensa efectiva de los valores de 
libertad e igualdad material. En efecto, 
la confirmación del hecho según el 
cual en la sociedad contemporánea 
existen grupos de dominación cuyo 
poder puede eventualmente tornarse 
exorbitante apareja, necesariamente, 
garantías adicionales para que los 
individuos que puedan estar sometidos 
a ese poder no vean afectada su 
autonomía por la evidente ruptura de la 
igualdad.  Una de estas garantías, quizá 
la más importante, es la posibilidad que 
tiene la persona inerme o sometida - 
jurídica o fácticamente - al poder social 
de otra, de solicitar el amparo judicial 
de sus derechos constitucionales 
fundamentales, a través de una vía 
preferente y sumaria.
 
Las expresiones indefensión y 
subordinación aluden a una posición 
de desigualdad social que, al tener la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/T-1042-01.htm
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virtualidad de comprometer derechos 
fundamentales, justifica una actuación 
inmediata del Estado. En este sentido, 
las definiciones de estos dos conceptos 
solo serán acertadas si comportan todo 
el espectro de posibilidades en las cuales 
la persona sometida o inerme merece la 
protección del Estado, sin incluir aquellos 
casos en los cuales no existen situaciones 
de supremacía social, bien porque no se 
encuentra realmente comprometida la 
autonomía del sujeto, ora porque a su 
favor militan medios de defensa efectivos 
que fortalecen su posición.

Sentencia C-134 de 1994

Esta disposición puede calificarse 
como una novedad y como un notable 
avance dentro del campo del derecho 
público, por cuanto permite, bajo unas 
condiciones específicas que se analizarán 
más adelante, que se protejan los 
derechos constitucionales fundamentales 
de las personas, cuando estos han sido 
vulnerados por otros particulares, ya sean 
personas naturales o jurídicas. Siendo 
ello así, la Corte advierte que resulta un 
contrasentido -por no decir un retroceso-, 
como se explicará posteriormente, que 
el legislador, desconociendo el espíritu 
del Constituyente y uno de los propósitos 
fundamentales del nuevo ordenamiento 
constitucional colombiano, pretenda 
limitar el radio de acción de la tutela, 
al señalar en forma taxativa aquellos 
derechos fundamentales que, a su 
juicio, puedan ser amparados cuando 
la conducta nociva provenga de un 
particular.

2.4.2.	La acción de tutela es procedente 
contra particulares que cumplen 
una función pública

Sentencia T-553 de 2023

En este caso, se cumple la legitimación 
en la causa por pasiva porque la solicitud 
se presentó contra una organización 
privada y una entidad pública. En primer 
lugar, contra el Partido, persona jurídica 
de derecho privado (particular), sujeta 
a un régimen especial, que tiene entre 
sus órganos de decisión el Consejo 
Ético y el Comité Central. Con base en 
los artículos 7 y 41 a 45 de la Ley 130 de 
1994, el primero impuso la sanción de 
pérdida de los derechos de voz y voto 
en la asamblea del departamento de 
Nariño contra el señor, y el segundo 
la confirmó. Además, esta persona 
jurídica de naturaleza privada puede 
ser destinataria de la solicitud de tutela 
porque al imponer la sanción de pérdida 
de voz y voto contra el accionante, 
ejercía la función pública atribuida 
directamente por el constituyente 
mediante el inciso séptimo del artículo 
108 de la Constitución -que señala 
que los partidos políticos tienen 
competencia para establecer sanciones 
por la inobservancia de las directrices de 
sus bancadas-.

El Partido, además de encauzar la 
participación de los ciudadanos 
y contribuir a la formación de la 
voluntad popular y al acceso a cargos 
públicos en los términos del artículo 
2 de la Ley 130 de 1994, en ejercicio 
de la función disciplinaria que le fue 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1994/C-134-94.htm
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atribuida directamente por el artículo 
108 de la Constitución le impuso al 
accionante la sanción a la que le 
atribuye la vulneración de su derecho 
fundamental al ejercicio del poder 
político. Al igual que sucede con los 
colegios profesionales de naturaleza 
privada -que pueden imponer sanciones 
a sus miembros-, los partidos políticos 
también tienen competencia para 
sancionar a sus militantes, en este caso a 
aquellos que fueron elegidos por ellos en 
las corporaciones de elección popular, 
de conformidad con los artículos 107 y 
108 de la Constitución.

Sentencia SU-214 de 2016

La Corte Constitucional ha considerado 
que en los términos del artículo 86 
Superior,  al ser los notarios particulares 
que ejercen una función pública, es 
procedente formular acción de tutela 
contra ellos, cuando con su acción 
u omisión amenacen o vulneren un 
derecho fundamental.

Sentencia T-484 de 2005

El artículo 86 de la Constitución Política 
autoriza la procedencia de la tutela 
contra particulares. El constituyente 
previó 3 situaciones distintas bajo las 
cuales procede la tutela contra los 
particulares: prestación de un servicio 
público, grave y directa afectación del 
interés colectivo y la existencia de estado 
de subordinación o indefensión cuando 
existe la relación laboral porque esta 
establece un grado de subordinación. 
Esta Corporación reiteradamente ha 

señalado que, además, procede la 
tutela contra particulares que ejercen 
funciones públicas, pues en tal caso 
ostentan la calidad de autoridad pública.

2.4.3.	La acción de tutela es procedente 
contra particulares cuando existe 
una situación de indefensión

2.4.3.1. 	Definición de indefensión 

Sentencia T-210 de 1994

La situación de indefensión es 
una circunstancia empírica, no 
normativa, que coloca a la persona 
en la imposibilidad real de ejercer sus 
derechos fundamentales por motivos 
ajenos a su voluntad. Pese a que,  in 
abstracto  el ordenamiento jurídico 
dispone de medios de defensa judicial 
para la protección de los derechos e 
intereses, en la práctica, diversos factores 
de hecho, entre ellos la inacción de 
las autoridades públicas, pueden dar 
lugar a la desprotección y consecuente 
indefensión de una persona frente 
al poder o a la supremacía de otro 
particular. En estos casos, al juez 
de tutela corresponde verificar si 
efectivamente se configura una 
situación o relación de indefensión en 
la que esté en juego algún derecho 
fundamental que deba ser tutelado.

2.4.3.2.	 Algunos casos en los que se 
configura una situación de 
indefensión entre particulares

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU214-16.htm
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Sentencia SU-420 de 2019

En los eventos en que se alegue la 
afectación a la honra y buen nombre 
y que no concuerden con los temas 
regulados por las normas de la 
comunidad, es necesario la intervención 
de una autoridad judicial. De ahí, se 
entiende cubierta la legitimación por 
pasiva de un particular, dado que el 
afectado se encuentra en una situación 
de indefensión al no contar con un 
medio directo de reclamo ante la 
plataforma. En suma, la situación de 
indefensión en estos casos se evidencia 
cuando se realizan publicaciones que 
afectan la honra o buen nombre de las 
personas a través de las distintas redes 
sociales sobre las cuales el demandante 
o afectado no tiene la posibilidad de 
denunciar al interior de la plataforma por 
conculcarlas normas de la comunidad. 
Sin perjuicio de lo anterior, para la 
Sala Plena, corresponderá al juez 
constitucional en cada caso concreto 
examinar la situación de indefensión 
del accionado, a fin de determinar si la 
tutela se torna procedente,  atendiendo 
las circunstancias del caso concreto,  las 
personas involucradas, los hechos 
relevantes y las condiciones de 
desprotección, que pueden ser 
económicas, sociales, culturales y 
personales. 

Sentencia T-160 de 2010

Los supuestos de indefensión 
son mucho más amplios pues no 
implican la existencia de un vínculo 
de carácter jurídico entre la persona 
que alega la vulneración de sus 
derechos fundamentales y el particular 

demandado. Inicialmente la idea de 
indefensión remite a la ausencia de 
un medio de defensa eficaz e idóneo 
para repeler los ataques de un tercero 
contra la esfera iusfundamentalmente 
protegida, pero esta Corporación ha 
hecho énfasis en el carácter relacional 
de este concepto y por lo tanto es 
la situación de una de las partes 
en conflicto –la parte más débil por 
supuesto- la que configura el estado 
de indefensión, independientemente 
de la disposición de medios judiciales 
para su defensa. Así, por ejemplo, se ha 
sostenido que se configura la indefensión 
respecto de personas que se encuentran 
en situación de marginación social y 
económica, de personas de la tercera 
edad, de discapacitados, de menores.
 
Igualmente la indefensión puede 
configurarse debido a la posición de 
preeminencia social y económica 
del demandado que rompe el plano 
de igualdad en las relaciones entre 
particulares, se ha afirmado así que 
procede la tutela contra poderes sociales 
y económicos los cuales disponen de 
instrumentos que pueden afectar la 
autonomía privada del individuo tales 
como los medios de comunicación, 
los clubes de fútbol, las empresas que 
gozan de una posición dominante en el 
mercado  o las organizaciones privadas 
de carácter asociativo, tales como 
las asociaciones profesionales  o las 
cooperativas, o los sindicatos.

Sentencia T-277 de 1999

El estado de indefensión, para efectos 
de la procedencia de la acción de 
tutela, debe ser analizado por el 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU420-19.htm
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juez constitucional atendiendo las 
circunstancias propias del caso 
sometido a estudio. No existe definición 
ni circunstancia única que permita 
delimitar el contenido de este concepto, 
pues, como lo ha reconocido la 
jurisprudencia, este puede consistir, entre 
otros en: i) la falta, ausencia o ineficacia 
de medios de defensa de carácter 
legal, material o físico, que le permitan 
al particular que instaura la acción, 
contrarrestar los ataques o agravios que, 
contra sus derechos constitucionales 
fundamentales, sean inferidos por el 
particular contra el cual se impetra la 
acción -sentencias T-573 de 1992; 190 
de 1994 y 498 de 1994, entre otras-.  ii) la 
imposibilidad del particular de  satisfacer 
una necesidad básica o vital, por la forma 
irracional, irrazonable y desproporcionada 
como otro particular activa o 
pasivamente ejerce una posición o un 
derecho del que es titular -sentencias 
T-605 de 1992; T-036; T-379 de 1995; T-375 
de 1996 y T-801  de 1998, entre otras- iii) 
la existencia de un vínculo afectivo, 
moral, social o contractual, que facilite 
la ejecución de acciones u omisiones 
que resulten lesivas de derechos 
fundamentales de una de las partes  v.gr. 
la relación entre padres e hijos, entre 
cónyuges, entre copropietarios, entre 
socios, etc. - sentencias 174 de 1994; T-529 
de 1992; T-233 de 1994, T-351 de 1997. iv) 
El uso de medios o recursos que buscan, 
a través de la presión social que puede 
causar su utilización, el que un particular 
haga o deje de hacer algo en favor de 
otro. v.gr. la publicación de la condición 
de deudor de una persona por parte 
de su acreedor en un diario de amplia 
circulación -sentencia 411 de 1995- la 
utilización de personas con determinadas 

características -chepitos-, para efectuar 
el cobro de acreencias -sentencia 412 de 
1992-; etc. 

2.4.4.	La acción de tutela es procedente 
contra particulares cuando existe 
una situación de subordinación

2.4.4.1. Definición de subordinación  

Sentencia T-657 de 2012

La subordinación envuelve la existencia 
de una relación jurídica de dependencia 
en virtud de la cual hay lugar al 
acatamiento y sometimiento a órdenes 
proferidas por quienes, en razón de sus 
calidades, tienen la competencia para 
impartirlas. La idea de subordinación 
gira en torno a una condición de 
sometimiento derivada de la existencia 
de un vínculo jurídico que encierra una 
relación claramente jerárquica. 

2.4.4.2.	Algunos casos en los que se 
configura una situación de 
subordinación entre particulares

Sentencia T-130 de 2021

El numeral 4º dispone que la acción de 
tutela será procedente contra acciones 
y omisiones de particulares cuando 
el accionante “tenga una relación de 
subordinación o indefensión” respecto 
del accionado. La subordinación es 
una relación jurídica que  conlleva la 
dependencia de una persona respecto de 
otra y que se manifiesta en el deber de 
acatamiento a las órdenes proferidas por 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-657-12.htm
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quien, en razón de sus calidades, tiene 
competencia para impartirlas. La Corte 
Constitucional ha señalado que entre las 
comunidades religiosas y sus miembros 
existe una relación de subordinación en 
razón al  voto de obediencia  que estos 
profesan.

Sentencia T-899 de 2014

La jurisprudencia de la Corte ha sostenido 
que la condición de subordinación se 
da como consecuencia de una relación 
jurídica como la que se origina de un 
contrato de trabajo. Igualmente señaló 
que la condición de subordinación 
subsiste incluso cuando el contrato ha 
terminado, siempre y cuando, la amenaza 
o violación al derecho fundamental, haya 
ocurrido en vigencia de la relación laboral 
o dentro del contexto de la misma.

Sentencia T-868 de 2013

Tratándose de cooperativas de trabajo 
asociado, las relaciones que tienen lugar 
al interior de las mismas, en principio, 
no encuadran en el marco de las 
relaciones de trabajo subordinado, en el 
entendido de que los mismos miembros 
son los dueños de la cooperativa y, en 
esa medida, no existe la dualidad entre 
empleado y empleador.  Sin embargo, la 
jurisprudencia relativa a las relaciones 
entre las cooperativas de trabajo 
asociado y sus cooperantes, ha permitido 
evidenciar que en este marco pueden 
presentarse distintos tipos de vínculo, lo 
que lleva a que el juez deba valorar en 
concreto los hechos en derredor de los 
cuales gira cada caso, para así determinar 
con certeza la naturaleza de la relación, 

pues en muchos casos se ha encontrado 
que efectivamente se configura una 
relación  de trabajo dependiente entre 
el asociado y la cooperativa a la que 
pertenece.

Sentencia T-657 de 2012

A manera de ilustración los ejemplos 
más destacados que es posible extraer 
de la jurisprudencia constitucional 
en relación con este concepto son: 
a) las relaciones laborales, dado que 
precisamente uno de los elementos de 
la relación laboral es la subordinación 
según el Código Sustantivo del Trabajo; 
b) las relaciones de patria potestad 
entre los hijos menores o incapaces y 
sus padres; y c) las relaciones entre los 
residentes de un conjunto residencial y 
las juntas administradoras de los mismos 
que están facultadas para adoptar 
determinaciones cuyo cumplimiento 
debe ser acatado  según los estatutos de 
la copropiedad y ante la coacción de un 
proceso ejecutivo.

Sentencia T-160 de 2010

La subordinación supone una relación 
jurídica de dependencia, en virtud 
de la cual hay lugar al acatamiento y 
sometimiento a órdenes proferidas 
por quienes, en razón de sus calidades, 
tienen la competencia para impartirlas, 
sin la pretensión de ser exhaustivos 
se puede extraer de la jurisprudencia 
constitucional los siguientes ejemplos 
de subordinación: 1.  Las relaciones 
laborales, en virtud que precisamente 
uno de los elementos de la relación 
laboral es la subordinación según el 
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Código Sustantivo del Trabajo. 2.  Las 
relaciones de patria potestad entre los 
hijos menores o incapaces y sus padres. 
3.  Las relaciones entre los residentes 
de un conjunto residencial y las juntas 
administradoras de los mismos.

Sentencia T-1042 de 2001

En materia del vínculo entre los 
empleados de copropietarios y 
los órganos asamblearios o de 
administración de la copropiedad, se 
tiene que existe entre ellos una relación 
de subordinación. Los órganos de poder 
privado colectivo dictan y ejecutan 
normas comunitarias para regular 
la conducta dentro del ámbito de la 
copropiedad. En esto, dichos órganos 
ejercen un verdadero poder regulatorio 
de los derechos y libertades de las 
personas que viven bajo el régimen de 
copropiedad, incluidos los empleados 
y dependientes de los copropietarios, 
por lo que la persona sometida a dicha 
regulación está colocada en el ámbito 
de poder normativo de los mencionados 
órganos. Tal situación de subordinación 
explica y justifica la protección de sus 
derechos fundamentales por vía de la 
acción de tutela, cuando no dispone de 
otros medios de defensa judicial para 
garantizar sus derechos y libertades.

2.4.5.	La acción de tutela es procedente 
contra particulares encargados 
de la prestación de un servicio 
público

2.4.5.1.	Definición de servicio público 

Sentencia C-378 de 2010

La noción de servicios públicos, tema 
verdaderamente complejo en el Derecho 
público, no corresponde solo a una 
definición de orden formal o desde una 
perspectiva organicista, sino que en ella 
subyacen también aspectos materiales 
relacionados con el cumplimiento de los 
fines del Estado y el bienestar general de 
los asociados, ya sea de manera directa 
por las autoridades estatales o bien con 
el concurso de la empresa privada. Por 
ejemplo, apelando a criterios materiales, 
esta Corporación ha considerado que la 
actividad bancaria  y la cedulación  son 
servicios públicos, aun cuando no 
existen normas que así lo reconozcan 
expresamente. De la misma forma la 
jurisprudencia ha sostenido que la 
definición por parte del Legislador de un 
servicio público como “esencial”, debe 
responder a criterios materiales que así lo 
demuestren.

Antes de la Sentencia C-134 de 1994 
la Corte había aceptado, de manera 
excepcional, la procedencia de la tutela 
contra particulares encargados de la 
prestación de servicios públicos no 
domiciliarios; pero después del juicio de 
control abstracto de constitucionalidad 
no se discute la procedibilidad de 
la tutela contra cualquier particular 
que preste servicios públicos, sin que 
para ello resulte relevante si son o no 
domiciliarios. Solo a manera de ejemplo 
pueden mencionarse la acciones de 
tutela interpuestas contra instituciones 
financieras, entidades bancarias, 
empresas prestadores del servicio 
público de carreteras, administradoras 
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privadas de régimen subsidiado, cajas 
de compensación, sociedades anónimas 
constituidas como empresas de servicio 
de transporte, empresas  del sector 
privado que ofrecen y comercializan 
el seguro obligatorio de accidentes 
de tránsito, operadores de  servicio de 
televisión, empresas de telefonía móvil 
celular y administradoras de cementerios, 
entre otras.

En este orden de ideas, la Corte 
considera que la acción de tutela contra 
particulares encargados de la prestación 
de  cualquier  servicio público se sustenta 
en el hecho de que en todos los casos 
existe una ruptura en las condiciones de 
igualdad bajo las cuales normalmente 
interactúan los particulares en sus 
relaciones de derecho privado. En efecto, 
el operador que brinda un servicio 
público, cualquiera que sea, dispone 
de una sólida infraestructura técnica, 
económica y humana que le sitúa en una 
instancia de poder y evidente asimetría 
frente al usuario, quien para tales efectos 
se halla en condiciones objetivas de 
indefensión. De esta manera, la acción 
de tutela representa el mecanismo 
de control a la arbitrariedad, como es 
lógico con independencia de que los 
servicios públicos prestados sean o no 
domiciliarios.  

2.4.5.2.	 Algunos casos en los que se 
entiende que un particular 
presta un servicio público

Sentencia T-560 de 2023

En reiteradas ocasiones, la Corte 
ha reconocido que las empresas de 

medicina prepagada hacen parte del 
Sistema de Seguridad Social Integral y 
prestan el servicio público de la salud. 
Esto responde a que la Ley 100 de 
1993 habilitó la existencia de planes 
adicionales de salud (PAS) y a que el 
Decreto 780 de 2016 establece en su 
artículo 2.2.4.1. que “[d]entro del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud 
pueden prestarse beneficios adicionales 
al conjunto de beneficios a que tienen 
derecho los afiliados como servicio 
público esencial en salud”.

En la Sentencia T-274 de 2020 la Corte 
indicó que en principio, todo litigio en 
[materia de medicina prepagada] deberá 
ser resuelto conforme a las normas civiles 
y comerciales. Sin embargo, la tutela es 
excepcionalmente procedente por tres 
razones: (i) la designación de servicio 
público de los PAS; (ii) los usuarios se 
encuentran en situación de indefensión 
frente a estas empresas pues estas 
tienen bajo su control el manejo de 
todos los instrumentos que inciden en el 
disfrute efectivo de los servicios médicos, 
quirúrgicos, hospitalarios y asistenciales 
ofrecidos y (iii) la vía ordinaria no es 
idónea ni eficaz para la resolución de 
un conflicto que involucra la violación o 
amenaza de derechos fundamentales 
como la vida y la dignidad de las 
personas, máxime cuando se acredita la 
existencia de un perjuicio irremediable, 
ya que la decisión resultaría tardía frente 
a la impostergable prestación del servicio 
de salud.

Sentencia SU-508 de 2020

El derecho a la salud es un derecho 
universal. Ello significa que toda persona, 
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sin distinción alguna, tiene el derecho a 
acceder al servicio público de atención en 
salud. Sin embargo, el artículo 49 inciso 1 
en concordancia con el artículo 13 inciso 
3 de la Constitución Política de Colombia 
reconoce que ciertos grupos pueden 
gozar de una protección reforzada 
o ser titulares de ciertos contenidos 
concretos (escenarios constitucionales). 
Lo anterior fue recogido por la Ley 1751 
de 2015 que en parágrafo del artículo 6 
señaló que a pesar de que los principios 
del derecho fundamental a la salud se 
deben interpretar de manera armónica 
y sin privilegiar uno frente a otro, ello 
no impide que se adopten acciones 
afirmativas en beneficio de sujetos de 
especial protección constitucional. Para 
el presente caso, son de relevancia los 
menores, los adultos mayores y personas 
en situación de discapacidad.

Sentencia T-732 de 2015

El Decreto 2591 de 1991, al desarrollar el 
artículo 86 de la Carta, estableció en el 
artículo 42 los casos en los que procede 
la tutela contra los particulares, entre los 
cuales encontramos en el numeral 1° la 
procedencia de la tutela  cuando contra 
quien se hubiere hecho la solicitud 
esté encargado de la prestación del 
servicio público de educación. Todas 
las instituciones privadas o públicas 
que contribuyan a la formación del 
trabajo y del desarrollo humano se 
consideran parte del servicio público de 
educación, siempre y cuando tengan 
reconocimiento de carácter oficial y los 
programas que ofrecen estén registrados.

Sentencia T-987 de 2012

Como se deriva de los antecedentes 
expuestos, Avianca S.A. es una sociedad 
comercial cuyo objeto comprende la 
prestación del servicio de transporte 
aéreo de pasajeros. Conforme lo estipula 
el artículo 68 de la Ley 336 de 1996 – 
Estatuto Nacional del Transporte, la 
prestación del transporte aéreo es un 
servicio público esencial.  En ese sentido, 
la sociedad accionada tiene legitimidad 
pasiva en la acción de tutela, según lo 
previsto en el artículo 42-3 del Decreto 
2591 de 1991, que establece la procedencia 
del amparo constitucional contra los 
particulares que prestan servicios 
públicos.  A este respecto debe indicarse 
que, en los términos de la sentencia 
C-134/94 esta causal de procedencia debe 
interpretarse en el sentido que la acción 
de tutela es viable frente al particular 
que preste cualquier servicio público 
y respecto de la afectación de todo 
derecho fundamental. 
 
En el caso del transporte, en general, y su 
modalidad aérea, en particular, concurren 
diversas razones para concluir que se 
trata de un servicio público vinculado 
estrechamente con la satisfacción de los 
derechos fundamentales.  Las sociedades 
contemporáneas, signadas por procesos 
de urbanización y especialización de 
los factores productivos, obligan a 
que los individuos deban permanente 
movilizarse largas distancias, en 
aras de ejercer sus derechos y 
competencias, acceder a distintas 
posiciones jurídicas, cumplir con sus 
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obligaciones contractuales, dirigirse a 
la infraestructura para la prestación de 
otros servicios públicos, etc.  La libertad 
de locomoción, así entendida, no se 
concentra exclusivamente en la garantía 
de transitar libremente por el territorio 
nacional, sino también con la existencia 
de mecanismos que permitan hacerlo 
en condiciones razonables y adecuadas.  
Esos instrumentos no son otros que los 
medios de transporte de pasajeros.

Sentencia T-520 de 2003

Con todo, la consagración de la actividad 
financiera como de interés público, 
y el que su diseño constitucional de 
regulación corresponda con el modelo 
general de los servicios públicos 
consagrado en el artículo 365 de la 
Carta pueden ser insuficientes para 
considerarla un servicio público. Aun 
así, la clasificación de la actividad 
financiera como un servicio público 
se encuentra bastante arraigada 
en el ámbito colombiano. Nuestro 
ordenamiento jurídico positivo clasificó 
la actividad financiera como un servicio 
público desde 1959 a partir de un criterio 
funcional, con independencia del 
carácter público o privado del órgano que 
la llevara a cabo. En efecto, el artículo 1º 
del Decreto 1593 de ese año, estableció: 
“decláranse de servicio público las 
actividades de la industria bancaria, ya 
sean realizadas por el Estado, directa o 
indirectamente o por los particulares”.

Sentencia T-468 de 2003

En el presente caso, atendiendo a la 
naturaleza jurídica y al objeto social de 
las entidades bancarias demandadas, es 

evidente que estas realizan actividades 
relacionadas con la prestación 
del  servicio público de la industria 
bancaria, lo cual, en principio, supondría 
la procedencia de la acción de tutela. 
Sin embargo, como lo ha sostenido 
reiteradamente esta Corporación, la sola 
circunstancia de que una empresa preste 
un determinado servicio público no la 
convierte, ipso jure, en sujeto pasivo de la 
acción de tutela. De ahí que,   de acuerdo 
con el sentido teleológico de la norma, es 
necesario que la vulneración del derecho 
fundamental se produzca con ocasión de 
la prestación de dicho servicio.  En estos 
términos, es necesario que la vulneración 
de los derechos fundamentales 
invocados por el accionante, traspase la 
mera relación contractual y se desarrolle 
bajo el modelo “usuario-servidor”, evento 
en el cual es procedente la acción de 
amparo constitucional.

Sentencia T-796 de 2002

La acción de tutela procede contra 
las empresas de servicios públicos 
domiciliarios, sean ellas de carácter 
público, mixto o privado, por estar sujetas, 
en razón de su actividad, a precisas reglas 
de orden constitucional.  Ha señalado, 
igualmente, que la tutela procede contra 
estas empresas, debido a la importancia 
de los servicios públicos en la calidad 
de vida de los asociados o con el fin de 
evitar que se niegue arbitrariamente la 
prestación de los servicios  o para dirimir, 
en situaciones especiales, conflictos que 
se presenten entre empresas y usuarios.

2.4.6. La acción de tutela es procedente 
contra particulares cuyo 
comportamiento afecta grave y 
directamente un interés colectivo
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2.4.6.1.	 Definición de afectación grave 
y directa de un interés colectivo 

Sentencia C-134 de 1994

La acción de tutela procede contra 
particulares cuando se trata de proteger 
un interés colectivo, esto es, un interés 
que abarca a un número plural de 
personas que se ven afectadas respecto 
de la conducta desplegada por un 
particular. Por lo demás, de acuerdo con 
los parámetros establecidos por el inciso 
quinto del artículo 86 superior, en el caso 
en comento se requiere de la presencia 
concomitante de dos elementos: que se 
afecte  grave  y  directamente  el interés 
colectivo. Es decir, que la situación bajo 
la cual procede la acción de tutela contra 
el particular atente en forma personal e 
inmediata el interés de los perjudicados. 

2.4.6.2.	 Condiciones de procedencia de 
la acción de tutela cuando la 
actuación del particular afecta 
grave y directamente un interés 
colectivo

Sentencia SU-1116 de 2001

Conforme a esa doctrina constitucional, y 
tal y como esta Corte lo sintetizó y reiteró 
en la sentencia T-1451 de 2000, para que 
la tutela proceda y prevalezca en caso 
de afectación de un interés colectivo, es 
necesario (i) que exista conexidad entre 
la vulneración de un derecho colectivo 
y la violación o amenaza a un derecho 
fundamental, de tal suerte que el daño 
o la amenaza del derecho fundamental 
sea consecuencia inmediata y directa de 

la perturbación del derecho colectivo. 
Además, (ii) el peticionario debe ser la 
persona directa o realmente afectada en 
su derecho fundamental, pues la acción 
de tutela es de naturaleza subjetiva; 
(iii) la vulneración o la amenaza del 
derecho fundamental no deben ser 
hipotéticas sino que deben aparecer 
expresamente probadas en el expediente. 
Y (iv) finalmente, la orden judicial debe 
buscar el restablecimiento del derecho 
fundamental afectado, y no del derecho 
colectivo en sí mismo considerado, pese 
a que con su decisión resulte protegido, 
igualmente, un derecho de esta 
naturaleza.

Sentencia T-028 de 1994

La Sala considera conveniente realizar 
algunas precisiones acerca del alcance 
de la acción de tutela contra particulares 
-y también contra autoridades públicas- 
en los casos en que se afecte el interés 
colectivo. Sea lo primero advertir que en 
algunos eventos la acción o la omisión 
de un particular, así como la de una 
autoridad pública, puede afectar a un 
número plural de personas, todas ellas 
identificadas o identificables, en cuyo 
caso no se puede predicar una situación 
de “interés colectivo” que amerite la 
protección jurídica mediante la figura 
de las acciones populares de que trata 
el artículo 88 superior, sino que se 
trata de una circunstancia que puede 
protegerse o remediarse mediante 
instrumentos especiales como lo son las 
acciones consagradas en la legislación 
colombiana, o la acción de tutela en los 
términos definidos por el artículo 86 de la 
Carta Política. 
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En consecuencia, cuando se presentan 
los supuestos descritos, es posible 
tutelar los derechos fundamentales 
de las personas, toda vez que se trata 
realmente de una acumulación de 
acciones encaminadas a proteger a 
unos individuos determinados. Tal es el 
caso, por ejemplo, de la contaminación 
de la comida en una escuela, o de la 
deficiente prestación del servicio público 
de acueducto en un conjunto residencial 
de una ciudad. En estas situaciones, 
si bien una pluralidad de personas se 
encuentra afectada, todas ellas son 
identificables e individualizables y, por 
ende, cada una puede reclamar ante 
los jueces el amparo de sus derechos, 
amenazados o vulnerados; en caso de no 
hacerlo, surge también la vía de la acción 
de clase mediante la cual esas personas 
pueden reclamar por un daño que se 
les haya ocasionado sin perjuicio de las 
correspondientes acciones particulares 
(Art. 88 C.P.).
 
Por otra parte, se presentan situaciones 
en que los denominados “derechos 
colectivos”, como la paz, la salubridad 
pública, la moral administrativa o el 
medio ambiente, entre otros, únicamente 
afectan a una o varias personas 
identificadas o identificables, y no a un 
número de personas indeterminadas. 
Lo anterior puede darse, por ejemplo, 
cuando el ruido o disturbios frecuentes 
en un lugar de diversión (tabernas, bares, 
balnearios, etc.), molestan únicamente 
a los vecinos del lugar.   En estos eventos 
proceden los mecanismos de protección 
jurídica individuales, como es el caso de 
la acción de tutela, siempre y cuando 
dichas situaciones se encuentren dentro 
de los presupuestos que la Constitución y 

la ley establecen para la protección de los 
derechos.
 
Las anteriores consideraciones llevan a 
Sala a concluir que no es posible afirmar 
que los instrumentos jurídicos para el 
amparo del interés colectivo -como es 
el caso de las acciones populares o las 
acciones de clase-,  resulten aplicables 
por el simple hecho de que se afecte a 
un número plural de personas, o porque 
se trate de derechos enumerados en 
el artículo 88 de la Carta Política o en 
alguna otra disposición constitucional 
o legal. Por ello, la Sala hace un llamado 
de atención para que los jueces de 
tutela realicen un examen juicioso de 
los hechos y las implicaciones jurídicas 
de cada caso en particular, con el fin 
de poder determinar claramente si 
resulta posible o no, la protección de 
los derechos fundamentales de las 
personas mediante la vía de la acción de 
tutela, o mediante la de otras acciones 
que se encuentran consagradas en el 
ordenamiento jurídico colombiano, entre 
ellas, las acciones populares.

2.4.6.3.	 Algunos casos en los que se 
configura la afectación grave y 
directa de un interés colectivo

Sentencia T-099 de 2016

La tutela se presentó en contra de 
particulares, estos es propietarios y/o 
dueños de los establecimientos de 
comercio, bares y discotecas, que con 
la emisión de niveles elevados de ruido 
en horas de la madrugada, perturban 
la tranquilidad e intimidad de las 
personas que viven en los barrios que 
colindan con estos. De igual manera,  las 
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circunstancias del caso, hacen evidente 
la posible afectación  grave  y  directa  del 
interés colectivo relacionado con los 
derechos a la intimidad y tranquilidad 
de los residentes de los barrios “Ipira” y 
“José María Barbosa”, lo que da cuenta 
de la existencia tanto de un interés 
colectivo posiblemente afectado, como 
de derechos fundamentales involucrados.

Sentencia T-425 de 1995

La Corte coincide con el tribunal de 
tutela de primera instancia en el sentido 
de que la actuación de la demandada 
- mantenimiento de una clientela que 
le reporta un beneficio económico 
particular en las circunstancias de 
hecho anotadas -, afecta grave y 
directamente el interés colectivo, en este 
caso la supervivencia de la vecindad y 
la salubridad pública. La actuación de 
la demandada, como ya antes se dijo, 
no puede verse separadamente del 
ejercicio concreto del derecho que le 
sirve de fundamento. La generación y 
transferencia del riesgo de vender licor 
y cigarrillos con miras a su consumo 
inmediato al lado de una estación de 
gasolina, y la negativa a adoptar medidas 
razonables para controlarlo, constituyen 
una conducta que afecta grave y 
directamente el interés colectivo y que, 
por lo tanto, justifica la interposición de la 
acción de tutela en contra del particular 
responsable de dicha situación (C.P., art. 
86). 

Sentencia T-014 de 1994

En principio no puede acudirse a 
la acción de tutela para la defensa 
del ambiente -derecho típicamente 

colectivo- ya que para el efecto se 
ha instituido el medio judicial de las 
acciones populares. Ello no se opone, 
sin embargo, a la tutela del derecho 
individual de quien, siendo parte de la 
comunidad, es afectado o amenazado 
en forma directa por la contaminación 
del ambiente, pues su salud y aun su 
vida están de por medio. Como lo ha 
expresado la Corte, en tales eventos, 
esa conexidad por razón del ataque a 
los derechos colectivo y fundamental 
genera una unidad en su defensa, 
que obedece tanto a un principio de 
economía procesal como de prevalencia 
de la tutela sobre las acciones populares, 
que de otra manera deberían aplicarse 
independientemente como figuras 
autónomas que son.
 
Así, el amparo judicial del derecho a 
la salud, cuando esta resulta afectada 
por alteraciones en el entorno natural, 
requiere plena prueba del nexo causal 
existente entre las modificaciones 
ambientales y los efectos en la salud 
de las personas o entre aquellas y 
la verdadera y actual amenaza que 
puedan estar afrontando. Es decir, se 
necesita llevar a la mente del juez de 
tutela el convencimiento de que son las 
alteraciones producidas en el ambiente 
y no otras causas, las que constituyen 
origen real y verdadero de la amenaza o 
vulneración del derecho a la salud.

Han afirmado los peticionarios que la 
Empresa es responsable de los perjuicios 
que en su salud padecen, debido al 
tránsito de vehículos cargados de 
puzolana y caliza por el área urbana en la 
cual ellos habitan. En efecto, la compañía 
transporta diariamente por territorio de 
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la Inspección materiales que afectan el 
ambiente y ponen en peligro la salud 
humana, sin que los amenazados por 
dicha actividad hayan podido impedirlo 
ni defender la efectividad de sus 
derechos fundamentales. De otra parte, 
debe tenerse en cuenta que la situación 
encaja dentro de lo previsto en el inciso 
final del artículo 86 de la Constitución, 
que también hace posible la tutela contra 
particulares “cuya conducta afecte grave 
y directamente el interés colectivo”, 
como en el caso de la Empresa según lo 
establecido en este proceso.

2.4.7.	Legitimación en la causa por 
pasiva cuando muere el particular 
demandado

Sentencia T-185 de 2016

Según el artículo 68 del Código General 
del Proceso -CGP-, fallecida una de 
las partes en el litigio (o declarado 
ausente o en interdicción), el proceso 
continuará con el cónyuge, el albacea 
con tenencia de bienes,  los herederos  o 
el correspondiente curador. Así mismo, 
mediante concepto del 13 de agosto 
de 2009 el Ministerio de la Protección 
Social, hoy Ministerio del Trabajo, indicó 
que  “ocurrida la muerte del empleador, 
aquellas personas destinadas por la Ley 
para sucederla, habrán de asumir el 
pasivo derivado del pago de los salarios y 
prestaciones sociales que el causante de 
la sucesión adeude.”
 
En este mismo sentido, en un caso 
referido a la herencia de acreencias 
laborales derivadas de la operación 
de un establecimiento de comercio 

cuyo dueño falleció, la Corte sostuvo 
lo siguiente: “los pasivos laborales 
derivados de la operación normal de 
los establecimientos de comercio 
pertenecientes a empresarios difuntos, 
constituyen verdaderas  deudas de la 
sucesión, y los trabajadores titulares 
de los derechos correspondientes, son 
acreedores de la sucesión para todos los 
efectos legales. En concordancia con 
las reglas anteriormente enunciadas, 
los destinatarios de la acción de tutela 
en estas condiciones podrán ser: (i) 
la sucesión, (ii) los herederos, cuando 
tengan la representación de la sucesión o 
les haya sido asignada una cuota, o (iii) el 
secuestre nombrado dentro del proceso 
ejecutivo concurrente.”
 
  Ahora, es necesario aclarar que la 
distinción entre la procedencia de la 
acción de tutela contra la sucesión o 
contra los herederos obedece a que 
existen dos momentos diferentes en 
el proceso de sucesión de los bienes 
de una persona que ha fallecido. De 
conformidad con el artículo 87 del  CGP, 
mientras el trámite de sucesión no se 
haya adelantado o se encuentre en 
trámite, la masa sucesoral, en tanto 
patrimonio del causante, puede fungir 
como parte activa y pasiva en procesos 
judiciales, lógicamente representada por 
los causahabientes; por ello, los herederos 
son los representantes establecidos 
por ley para responder por los pasivos 
dejados por el causante. De otro lado, 
la tutela puede proceder contra los 
herederos directamente, bien sea cuando 
tengan la representación o cuando 
les haya sido asignada una cuota, en 
razón a que en esta instancia los bienes, 
derechos y obligaciones del causante, 
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que antes hacían parte de la sucesión, 
han sido repartidos entre los herederos 
y por ende ellos son los titulares de los 
mismos.
 

2.4.8.	Legitimación en la causa por 
pasiva cuando el particular cede 
su posición jurídica

Auto 609 de 2019

Un proceso judicial no puede entenderse 
culminado con el fallo del juez 
competente, pues dentro del mismo 
también se incluye lo que deviene con 
posterioridad al proferimiento de la 
sentencia; esto es, el cumplimiento y la 
efectiva protección y goce del derecho 
fundamental amparado. De ahí que 
pueda concluirse que el proceso se 
convierte en una relación jurídica de 
larga duración. Dentro de este pueden 
darse diferentes modificaciones, tales 
como en las partes o sus representantes. 
A manera de ejemplo, puede haber un 
cambio cuando una de las partes deja 
de serlo por causa de sucesión jurídica 
o cesión de derechos y deberes. De 
hecho, en los casos en que una persona 
jurídica recibe los derechos o asume las 
obligaciones materia de juicio de otra 
persona jurídica extinguida a través 
de la sucesión procesal, como ocurre 
cuando una EPS se disuelve y liquida y 
trasfiere sus afiliados a otra EPS, debe 
indicarse que la situación del cesionario 
es la misma que la del cedente, tanto 
procesal como sustancialmente. En 
efecto, las consecuencias procesales que 
se generan de este tipo de transmisión 
de derechos y obligaciones se enmarcan 

en la figura de sucesión procesal, 
consagrada en el artículo 68 del Código 
General del Proceso. En la referida norma, 
se establece que  “[s]i en el curso del 
proceso sobreviene la extinción, fusión o 
escisión de alguna persona jurídica que 
figure como parte, los sucesores en el 
derecho debatido podrán comparecer 
para que se les reconozca tal carácter. En 
todo caso la sentencia producirá efectos 
respecto de ellos aunque no concurran”.

En virtud de lo expuesto, esta Sala 
concluye que en el presente caso 
efectivamente hubo una modificación 
en la parte pasiva de la acción de tutela, 
toda vez que entre Caprecom y Asmet 
Salud EPS existió una sucesión procesal, 
gracias a la cesión de afiliados de la 
primera EPS en favor de la segunda, 
a raíz de la disolución y liquidación de 
Caprecom.  Consecuencialmente, Asmet 
Salud EPS asumió la posición de parte 
de Caprecom en el plano sustancial, es 
decir, en lo relativo a la prestación del 
servicio público de salud; de manera 
que sus efectos se ven proyectados en 
los procesos en los que Caprecom era 
demandada, especialmente en la acción 
de tutela de la referencia, en virtud 
del artículo 68 del Código General del 
Proceso.

3.	Tercer requisito: cumplimiento de la 
subsidiariedad o agotamiento de los 
medios de defensa judicial 

3.1.	 La definición del carácter 
subsidiario de la acción de tutela
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Sentencia SU-379 de 2019

En virtud de lo dispuesto en el artículo 
86 de la Constitución Política, la 
reiterada jurisprudencia constitucional 
dictada en la materia, y los artículos 
concordantes del Decreto 2591 de 1991, 
la acción de tutela tiene un carácter 
residual y subsidiario, razón por la cual 
solo procede excepcionalmente como 
mecanismo de protección  definitivo: (i) 
cuando el presunto afectado no disponga 
de otro medio de defensa judicial, o (ii) 
cuando existiendo, ese medio carece 
de idoneidad o eficacia para proteger 
de forma adecuada, oportuna e integral 
los derechos fundamentales, en las 
circunstancias del caso concreto.
 
Así mismo, procederá como 
mecanismo  transitorio  cuando se 
interponga para evitar la consumación 
de un perjuicio irremediable a un 
derecho fundamental. En el evento de 
proceder como mecanismo transitorio, el 
accionante deberá ejercer dicha acción 
en un término máximo de 4 meses a 
partir del fallo de tutela y la protección 
se extenderá hasta tanto se produzca 
una decisión definitiva por parte del juez 
ordinario.

Sentencia T-972 de 2005

Se encuentra ya muy decantada la 
jurisprudencia de la Corte acerca de la 
naturaleza residual de la acción de tutela 
y sus condiciones de procedencia cuando 
existe un mecanismo ordinario de 
defensa. Así ha destacado en múltiples 
oportunidades que los medios y recursos 
judiciales ordinarios son el escenario 
preferente para invocar la protección 

de los derechos constitucionales 
fundamentales que se consideren 
vulnerados en una situación específica, 
y a ellos deben acudir, en principio, los 
afectados, a fin de hacer prevalecer 
la supremacía de estos derechos y el 
carácter inalienable que les confiere la 
Carta. En consecuencia, la acción de 
tutela adquiere la condición de medio 
subsidiario, cuyo propósito no es el de 
desplazar a los otros mecanismos, sino el 
de fungir como último recurso orientado 
a suplir los vacíos de defensa que en 
determinadas circunstancias presenta al 
orden jurídico, en materia de protección 
de derechos fundamentales.
 
Así, la protección de derechos 
fundamentales es un asunto que el orden 
jurídico reserva a la acción de tutela 
en la medida que el mismo no ofrezca 
al afectado otros medios de defensa 
judicial, de igual o similar eficacia. 
Sin embargo, de la sola existencia 
de un medio alternativo de defensa 
judicial, no deviene automáticamente 
la improcedencia de la acción de 
tutela. En aquello eventos en que se 
establezca que el ordenamiento jurídico 
tiene previsto un medio ordinario de 
defensa judicial, corresponde al juez 
constitucional resolver dos cuestiones: 
la primera, consiste en determinar si 
el medio judicial alterno presenta la 
idoneidad y eficacia necesarias para la 
defensa de los derechos fundamentales. 
Si la respuesta a esa primera cuestión 
es positiva, debe abordarse la cuestión 
subsiguiente consistente en determinar 
si concurren los elementos del  perjuicio 
irremediable, que conforme a la 
jurisprudencia  legitiman el amparo 
transitorio.
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3.2.	La acción de tutela procede cuando 
el medio judicial ordinario no es 
idóneo para la protección de los 
derechos fundamentales

Sentencia SU-109 de 2022

El mecanismo ordinario es idóneo 
cuando es materialmente apto para 
producir el efecto protector de los 
derechos fundamentales, esto es, cuando 
garantiza un remedio integral a los 
derechos fundamentales vulnerados o 
amenazados. Asimismo, este es eficaz 
cuando brinda protección oportuna a los 
derechos, es decir que, supone que es lo 
suficientemente expedito para atender la 
situación.

Sentencia T-594 de 2006

Si en el ordenamiento jurídico se prevé 
otro medio de defensa judicial para 
lograr la protección pretendida, la acción 
de tutela no puede desplazarlo, ya que 
no es el escenario propio para discutir 
cuestiones que deben ser debatidas 
ante los estrados de las jurisdicciones 
ordinarias. No obstante, la jurisprudencia 
ha señalado que el medio judicial de 
defensa ha de ser idóneo para obtener 
una protección cierta, efectiva y concreta 
del derecho fundamental vulnerado o 
amenazado. Lo que implica que dicho 
medio tiene que ser suficiente para que 
a través de él se restablezca el derecho 
fundamental vulnerado o se proteja de su 
amenaza.
 
Esa aptitud del otro medio debe ser 
analizada en concreto verificadas 
las circunstancias del solicitante y el 
derecho fundamental de que se trata. 

Por ello, ha dicho esta Corporación 
que  si dicho medio protege derechos 
distintos, es viable la acción de tutela 
en lo que concierne al derecho que el 
señalado medio no protege, pues para la 
protección de aquel se entiende que no 
hay otro procedimiento de defensa que 
pueda intentarse ante los jueces.

3.3.	Algunos casos de falta de 
idoneidad de los medios judiciales 
ordinarios 

Sentencia T-229 de 2022

Por la vía del cumplimiento coercitivo de 
las decisiones judiciales, la jurisprudencia 
constitucional, en términos generales, ha 
precisado que existen obligaciones de 
hacer y de dar. Respecto de las primeras, 
ha señalado que el proceso ejecutivo 
es un medio de defensa judicial, no 
obstante, en algunas oportunidades ha 
considerado que carece de idoneidad 
y eficacia  por cuanto el diseño procesal 
de la acción ejecutiva en las diferentes 
especialidades no contemplan 
medidas de apremio que obliguen 
al cumplimiento de las obligaciones 
de hacer, como sí sucede con las 
obligaciones de dar frente a las cuales se 
pueden solicitar y decretar el embargo y 
secuestro de bienes, entre otras cautelas. 
En tratándose de las segundas, esto 
es, las obligaciones de dar contenidas 
en decisiones judiciales (v.gr.  el pago 
de una suma de dinero), la Corte ha 
estimado como regla general  que 
el proceso ejecutivo es el escenario 
idóneo por excelencia para procurar su 
cumplimiento forzado y, por ello, debe 
acudirse a ese medio de defensa con 
carácter preferente para que la autoridad 
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judicial libre el mandamiento de pago 
correspondiente en tanto se trate de una 
obligación clara, expresa y actualmente 
exigible. 

Sentencia T-209 de 2022 

La Corte ha reconocido que el 
ordenamiento jurídico colombiano no 
prevé mecanismo judicial diferente 
a la acción de tutela para garantizar 
la inscripción en el registro civil 
de nacimiento en el Registro Civil 
Colombiano: “no existe otro mecanismo 
judicial idóneo que permita obtener 
oportunamente sus registros civiles 
de nacimiento. Ello, aunado a que la 
demora en el trámite ante las autoridades 
venezolanas, la imposibilidad de obtener 
el apostille digital o la cita para realizar 
tal trámite suponen obstáculos y 
dilaciones que devienen en la falta de 
idoneidad del trámite cotidiano y en la 
consecuente vulneración de los derechos 
fundamentales de los niños”.

Sentencia SU-191 de 2022 

La acción de tutela es el único 
mecanismo de defensa judicial idóneo 
y eficaz para la protección del derecho 
fundamental invocado. Tal y como 
insistentemente lo ha señalado esta 
Corporación, en el ordenamiento 
colombiano no existe otra alternativa 
judicial para garantizar la protección 
del derecho fundamental de petición, 
salvo cuando se trate de solicitudes 
encaminadas a obtener el acceso a 
información reservada en poder de 
autoridades públicas, para lo cual 
el artículo 26 de la Ley 1755 de 2015 
contempla el recurso de insistencia.  

Sentencia T-548 de 2017

Para determinar la idoneidad de los 
medios de defensa judicial es necesario 
revisar que los mecanismos tengan 
la capacidad para proteger de forma 
efectiva e integral los derechos de la 
persona. En especial, resulta imperativo 
verificar si el reclamo de quien merece 
especial protección constitucional 
puede ser tramitado y decidido de forma 
adecuada por vía ordinaria, o si, por su 
situación particular, no puede acudir a 
dicha instancia. Por lo anterior,  en caso 
de encontrar que la tutela es procedente, 
la medida de amparo será definitiva 
cuando el mecanismo judicial no resulte 
eficaz e idóneo para la protección 
de los derechos que se pretenden 
garantizar.  Por ejemplo, cuando la 
persona que intenta la acción de tutela 
se enfrenta a un estado de indefensión o 
a circunstancias de debilidad manifiesta. 
La medida será transitoria  cuando, a 
pesar de la idoneidad de los medios de 
defensa judicial, la amenaza o violación 
de los derechos requiere una decisión 
urgente, mientras la justicia laboral 
decide el conflicto.
 
Como se advirtió, específicamente 
en los casos pensionales  la idoneidad 
del mecanismo judicial o el perjuicio 
irremediable  se valora en relación con 
la afectación al mínimo vital por lo que, 
cuando se trata de personas en estado 
de indefensión o vulnerabilidad, la Corte 
ha determinado que el examen de 
estos supuestos es más flexible ya que 
su condición amerita un tratamiento 
diferencial positivo. En este sentido, 
una de las maneras en las que un 
ciudadano se puede encontrar en 
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estado de indefensión ocurre cuando se 
trata de sujetos de especial protección 
constitucional.

Sentencia T-149 de 2007 

Ante la existencia en este caso de 
otro mecanismo de defensa judicial, 
es preciso definir si este es idóneo 
y efectivo para la protección de los 
derechos fundamentales. En particular, 
cuando se trata de la idoneidad de un 
mecanismo judicial para solucionar 
controversias de personas de la tercera 
edad, la Corte se ha pronunciado en 
el siguiente sentido: “Si una persona 
sobrepasa el índice de promedio de 
vida de los colombianos (se estima 
en 71  años), y ella considera que se le 
ha dado un trato discriminatorio en 
el reajuste pensional y por tal motivo 
ha reclamado ante juez competente, 
pero se  estima razonablemente que 
el solicitante ya no existiría para el 
momento que se  produjera la decisión 
judicial, debido a su edad avanzada, 
unido esto al alto volumen de procesos 
que razonablemente producen demora 
en la decisión, pese al comportamiento 
diligente del juzgador, entonces, ese 
anciano no tiene otro medio distinto al 
de la tutela para que, provisionalmente, 
mientras se  decide el fondo del asunto 
por el juez natural, se ordene el respeto a 
su derecho. Por supuesto que el Juez de 
Tutela debe hacer un equilibrado análisis 
en cada caso concreto, no olvidando 
que en el momento de transición 
institucional que vive el país, es  posible 
una demora en las decisiones judiciales. 
O sea, no se puede adoptar una solución 

mecánica para todos los casos sino que 
debe analizarse individualmente a cada 
uno de ellos”.

Sentencia T-408 de 2016

Aunque el demandante tiene a su 
alcance el proceso ordinario laboral 
para cuestionar la decisión de la 
administradora de pensiones -de acuerdo 
con el artículo 2 numeral 4 del Código 
Procesal del Trabajo y la Seguridad 
Social modificado por el artículo 622 
de la Ley 1564 de 2012-, este carece de 
idoneidad y eficacia para resolver de 
manera oportuna su reclamo.  En efecto, 
el instrumento de medidas cautelares 
consagrado en el artículo 85A del 
estatuto procesal laboral no permite el 
reconocimiento provisional del derecho 
pensional presuntamente conculcado, 
pues únicamente contempla el 
otorgamiento de caución para asegurar 
el cumplimiento de una eventual 
sentencia favorable a las pretensiones 
del actor. Además, en el evento de 
una condena en primera instancia, la 
satisfacción del derecho podría retardarse 
en virtud del recurso de apelación 
consagrado en el efecto suspensivo en 
el artículo 66 del CPT. La situación sería 
incluso más gravosa si el trámite llega a 
sede de casación, pues nuevamente la 
eventual satisfacción de la pretensión se 
postergaría.

3.4.	La acción de tutela procede cuando 
el medio judicial ordinario no es 
eficaz para la protección de los 
derechos fundamentales

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2007/T-149-07.htm
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Sentencia SU-060 de 2024

El medio es eficaz, si está diseñado para 
brindar una protección oportuna a los 
derechos amenazados o vulnerados 
(eficacia en abstracto) en consideración 
de las circunstancias en que se encuentre 
el solicitante (eficacia en concreto). 

Sentencia C-132 de 2018 

La acción judicial ordinaria es 
considerada eficaz cuando está diseñada 
para brindar una protección oportuna a 
los derechos amenazados o vulnerados. 
Así, la idoneidad del mecanismo judicial 
ordinario implica que este brinda un 
remedio integral para la protección de 
los derechos amenazados o vulnerados, 
mientras que su eficacia supone que es 
lo suficientemente expedita para atender 
dicha situación.

3.5.	Algunos casos de falta de eficacia 
de los medios judiciales ordinarios

Sentencia T-153 de 2024 

Las leyes 1122 de 2007 y 1438 de 2011, 
modificadas por la Ley 1949 de 2019, 
consagran los asuntos en los que la 
Superintendencia Nacional de Salud 
ejerce función jurisdiccional. Pero, en 
primer lugar, aunque este mecanismo 
jurisdiccional parecería el medio judicial 
ordinario al que el accionante podría 
acudir para ventilar su pretensión de 
obtener la prestación de los servicios 
médicos requeridos, es un medio de 
defensa judicial ineficaz, por cuanto 
la Superintendencia de Salud tiene 

una capacidad limitada respecto a 
sus competencias jurisdiccionales. La 
Corte Constitucional ha señalado que el 
mecanismo ante la Superintendencia 
Nacional de Salud no resulta eficaz 
porque: (i) no existe un término para 
proferir la decisión de segunda instancia, 
lo que deja en vilo y prolonga en el 
tiempo la protección del derecho; 
(ii) el procedimiento no establece el 
efecto de la impugnación, esto es, si es 
suspensivo o devolutivo; (iii) no establece 
garantías para el cumplimiento de la 
decisión, y (iv) no establece qué sucede 
cuando la entidad de salud no responde 
o lo hace parcialmente. Por ende, 
pese a la existencia del trámite ante 
esa Superintendencia, este no es un 
mecanismo eficaz dadas sus limitaciones 
operativas y sus vacíos de regulación, 
razón por la cual la acción de tutela es el 
medio eficaz para proteger el derecho a 
la salud y el requisito de subsidiariedad 
resulta satisfecho.

Sentencia T-146 de 2022

Por regla general, la acción de tutela 
es improcedente para cuestionar 
actos administrativos de carácter 
particular y concreto. Lo anterior, 
debido a que el medio de control 
de nulidad y restablecimiento del 
derecho (art. 138 de la Ley 1437 de 2011) 
es el mecanismo ordinario idóneo y 
eficaz para controvertir estos actos. 
Este medio es idóneo porque permite 
anular el acto administrativo y reparar 
el daño generado por actuaciones 
administrativas que hubieren vulnerado 
un derecho subjetivo amparado en 
una norma jurídica. De otro lado, es 
eficaz en abstracto pues la normativa 
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que lo regula cuenta con la posibilidad 
de solicitar medidas cautelares como 
la suspensión provisional del acto 
administrativo demandado, lo que le da 
la aptitud de mecanismo no menos y 
efectivo que la acción de tutela, cuando 
una Entidad vulnera en forma manifiesta 
los derechos del administrado. Sin 
embargo, la jurisprudencia constitucional 
ha aceptado excepcionalmente la 
procedencia del amparo constitucional 
si se evidencia que el mecanismo 
ordinario es ineficaz o inapropiado en 
el caso concreto o existe un riesgo de 
perjuicio irremediable, habida cuenta 
de que los accionantes son sujetos 
de especial protección constitucional 
o se encuentran en una situación de 
vulnerabilidad económica.

La Sala advierte que los actos 
administrativos cuestionados, mediante 
los cuales el Corregidor sancionó 
a los accionantes con la orden de 
demolición de las casas de bareque en 
las que habitan, amenazan sus derechos 
fundamentales a la vivienda digna y 
mínimo vital. En efecto, los accionantes 
no cuentan con los recursos para 
procurar una vivienda por sus propios 
medios y derivan su sustento de las 
actividades de pan coger que desarrollan 
en el predio. En criterio de la Sala, esto 
implica que la acción de nulidad y 
restablecimiento no permitiría brindar 
una protección suficientemente expedita 
de los derechos fundamentales de los 
accionantes y por lo tanto resulta ineficaz 
en el caso concreto. En tales términos, 
a diferencia de lo considerado por los 
jueces de instancia, la Sala concluye que 
la acción de tutela es procedente como 

mecanismo definitivo de protección 
de los derechos fundamentales de los 
accionantes.

Sentencia SU-543 de 2019 

Para establecer la eventual eficacia del 
medio judicial principal al que podría 
acudir la persona, la Corte ha advertido 
que el juez constitucional deberá revisar 
si este tiene la virtualidad de proteger el 
derecho fundamental presuntamente 
conculcado y, además, de hacerlo en 
términos oportunos. Ello, que encuentra 
inescindible relación con la protección 
inmediata del derecho invocado –
finalidad del recurso de amparo en 
los términos del artículo 86 Superior – 
implica para el juzgador cuestionar si el 
tutelante se encuentra en condiciones 
de asumir y soportar el trámite judicial 
principal que ha dispuesto la Ley.
 
Para esto tendrá que analizar el asunto 
desde una doble perspectiva: (i) el objeto 
o los intereses que la persona pretende 
hacer valer con el escrito de tutela, así 
como sus condiciones reales que, por 
decir lo obvio, serán particularísimas y 
pertenecerán, por tanto, solo a ella, y 
(ii) el tiempo promedio que tarda ese 
medio judicial, basado en las reglas de la 
experiencia. De este modo la evaluación 
de la eventual procedencia habrá de 
hacerse caso a caso, como en efecto lo 
ha señalado la jurisprudencia de esta 
Corporación.
 
Estos dos aspectos tienen, 
necesariamente, que ser valorados por 
el juez de tutela en un mismo momento. 
Así, verbigracia, no podría afirmarse 
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que un proceso judicial que tarda, 
en promedio, dos años en resolverse, 
adolece per se de eficacia, pues, lo que 
para una persona puede constituir 
una demora desproporcionada, para 
otra no. En asuntos pensionales, si una 
persona en edad avanzada acude a la 
acción de tutela a efectos de lograr el 
reconocimiento y pago de su pensión 
de sobrevivientes, pero cuenta con un 
ingreso importante que le proporciona 
la posibilidad de vivir dignamente 
desde la dimensión material, no le 
corresponderá al juez de tutela desplazar 
las facultades otorgadas por el legislador 
al juez ordinario. Empero, si además de 
la edad avanzada, la persona no cuenta 
con ingreso alguno y padece alguna 
enfermedad de tipo catastrófico, el 
análisis habrá de ser otro, pues la falta 
de eficacia en este último evento sería, 
cuando menos, notoria.

Sentencia T-441 de 1997

El bachiller recién egresado se encuentra 
en el trance de elegir rápidamente 
entre distintas opciones acerca de cómo 
moldear su vida futura. Una de ellas es 
la de intentar ingresar a la universidad. 
Sin embargo, esta es una opción que 
está abierta por un lapso muy breve. Las 
presiones de los allegados, la adquisición 
de responsabilidades familiares propias, 
la necesidad de generar ingresos 
por sí mismos y el alejamiento de las 
actividades académicas, entre otros 
factores, hacen que tras un corto 
tiempo se desvanezca en la práctica, 
para muchas personas, la posibilidad 
de ingresar a un centro de estudios 
superiores. Es decir, el mero transcurso 

del tiempo facilita el surgimiento de 
barreras, invencibles para muchas 
personas, que marchitan la aspiración de 
realizar estudios superiores.
 
La situación descrita evidencia la 
importancia del factor tiempo para la 
realización del sueño de ingresar a la 
universidad. Ante este hecho y en vista 
del trámite prolongado que exigiría 
el mecanismo judicial ordinario, solo 
puede concluirse que este se demuestra 
en este caso como ineficaz, por cuanto 
la duración del proceso que inicia 
compromete seriamente las aspiraciones 
del demandante de absolver los estudios 
universitarios. Por lo tanto, y con miras a 
impedir un perjuicio irremediable para el 
actor, debe declararse que la demanda 
de tutela sí es procedente en este caso.

3.6.	Factores que inciden en la 
valoración del cumplimiento del 
requisito de subsidiariedad

Sentencia T-263 de 2024

Por regla general, en materia de derechos 
laborales y de la seguridad social, la 
acción de tutela es improcedente 
porque el afectado puede acudir 
ante la jurisdicción ordinaria  o de lo 
contencioso administrativo. No obstante, 
el juez constitucional debe analizar las 
circunstancias específicas del asunto 
sometido a su consideración para definir 
si los medios ordinarios de defensa 
judicial no resultan idóneos y eficaces 
en el caso concreto, de manera que 
la acción de tutela procedería como 
mecanismo definitivo o si el accionante 
está ante la configuración de un perjuicio 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1997/T-441-97.htm
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irremediable, caso en el cual el amparo 
procedería de manera transitoria.

Ahora bien, es posible que para el 
momento en que la Corte conozca un 
asunto en sede de revisión el accionante 
ya haya acudido al medio ordinario 
de defensa judicial ante la jurisdicción 
competente. Ello implicaría, en principio, 
el incumplimiento del requisito de 
subsidiariedad. Sin embargo, esta 
corporación ha admitido la procedencia 
de la acción de tutela incluso en esos 
casos al constatar que el proceso judicial 
en curso no logra la protección inmediata 
de los derechos fundamentales del 
accionante, en la medida en que la 
posible afectación de esos derechos 
se extenderá durante la duración del 
mencionado proceso.

Sentencia T-130 de 2024 

El requisito de subsidiariedad se debe 
flexibilizar cuando la acción de tutela 
se presenta por sujetos de especial 
protección constitucional, como ocurre 
en el caso de las mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar. En ese sentido, 
esta Corporación ha señalado que la 
intervención del juez de tutela resulta 
necesaria para proteger los derechos 
de la víctima de violencia, cuando en las 
resoluciones y sentencias resultantes 
del proceso de medidas de protección 
se evidencie una vulneración del 
derecho fundamental al debido proceso, 
especialmente, si el respectivo caso 
debe ser analizado desde un enfoque 
diferencial de género.

Sentencia T-588 de 2023

De manera reiterada la Corte 
Constitucional ha señalado que, cuando 
el proceso aún se encuentra en trámite, 
la intervención del juez constitucional 
está vedada. Lo anterior, toda vez que la 
acción de tutela no constituye —salvo 
que se esté ante la posible configuración 
de un perjuicio irremediable— un 
mecanismo alternativo o paralelo para 
resolver problemas jurídicos que deben 
ser resueltos al interior del trámite 
ordinario. Incluso, cuando los procesos 
han culminado, se deben interponer 
y agotar los medios de defensa (i.e. 
recursos) que se encuentran previstos 
en el ordenamiento jurídico. A este 
respecto, conviene señalar que la 
guarda y efectiva protección de los 
derechos fundamentales no es una 
finalidad exclusiva de la tutela, los 
trámites ordinarios también han de estar 
encaminados a ese objetivo y son el 
escenario principal al cual ha de acudir el 
ciudadano.  En ese sentido, la Sentencia 
SU-695 de 2015 destacó que la acción 
de tutela no procede de manera directa 
cuando el asunto está en trámite, toda 
vez que se cuenta con la posibilidad de 
agotar los medios de defensa previstos 
en el ordenamiento. Siendo así, por regla 
general, el requisito de subsidiariedad de 
la acción de tutela no se satisface cuando 
el trámite ordinario aún se encuentra 
activo, en curso y con etapas o instancias 
pendientes de agotar.

Sentencia T-002 de 2023

Cuando las actuaciones u omisiones 
de las autoridades ponen en riesgo o 
vulneran los derechos fundamentales 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-130-24.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/T-588-23.htm
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de la población desplazada, la Corte 
ha considerado que la tutela es el 
mecanismo idóneo y expedito para 
su protección, en tanto los recursos 
ordinarios no garantizan la protección 
efectiva y real de los citados derechos, 
frente a una situación de inminencia 
como la vivida por los desplazados. Lo 
anterior, por cuanto: i) pese a la existencia 
de otros medios de defensa judicial, los 
mismos carecen de la entidad suficiente 
para dar una respuesta completa, integral 
y oportuna respecto de las víctimas del 
desplazamiento forzado; y ii) debido 
a su condición de sujetos de especial 
protección, resultaría desproporcionado 
imponerles la carga de agotar los 
recursos ordinarios a fin de garantizar 
la procedencia del medio de defensa 
constitucional, no solo por la urgencia 
con que se requiere la protección sino 
por la complejidad técnico jurídica que 
implica el acceso a la justicia contencioso 
administrativa.

Sentencia T-400 de 2022

En el presente caso, contrario a lo 
afirmado por los jueces de instancia, 
es preciso señalar que el  análisis de 
los requisitos de procedencia debe 
abordarse con perspectiva de género, 
considerando que dicho enfoque es 
un deber judicial en los casos en que 
se tenga sospecha de una situación de 
asimetría de poder respecto de la mujer, 
particularmente cuando, de conformidad 
con los hechos que suscitan el amparo, 
esta puede ser  víctima  de violencia 
basada en género. En efecto, la sentencia 
T-652 de 2016 determinó que a los 
jueces constitucionales les corresponde 
prestar especial atención a las 

circunstancias que rodean a una mujer 
que ha sido víctima de discriminación, 
lo que implica un enfoque diferencial 
de género al momento de estudiar la 
procedencia de la acción de tutela. Dicho 
abordaje, conforme al caso concreto, 
permite  flexibilizar  pero no hacer menos 
riguroso el estudio de los mencionados 
requisitos.

La Sala concluye que se cumple la 
exigencia de subsidiariedad, por lo 
que la acción de tutela procede como 
mecanismo definitivo de protección 
de los derechos de la accionante en el 
caso concreto, habida cuenta de la falta 
de idoneidad de los medios de control 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativa para proteger de 
manera amplia e integral los derechos 
fundamentales de la víctima de una 
presunta agresión sexual en el ámbito 
laboral, al parecer vulnerados por la 
decisión de la autoridad disciplinaria en 
que se valió de una valoración probatoria 
aparentemente arbitraria que se acusa 
de estar totalmente desprovista de una 
perspectiva de género.

Sentencia SU-075 de 2018

cuando el amparo es promovido por 
personas que requieren especial 
protección constitucional, como niños, 
niñas y adolescentes, mujeres en estado 
de gestación o de lactancia, personas 
cabeza de familia, en situación de 
discapacidad, de la tercera edad o 
población desplazada, entre otros, el 
examen de procedencia de la tutela se 
hace menos estricto, a través de criterios 
de análisis más amplios, pero no menos 
rigurosos.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-400-22.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/SU075-18.htm
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Sentencia T-040 de 2015

La Corte ha señalado que cuando 
se discute el reconocimiento de una 
pensión de invalidez que ha sido 
solicitada por una persona que tiene una 
disminución en su capacidad laboral, 
quien carece de una fuente de ingresos y 
quien, por tal razón, encuentra en riesgo 
inminente su sostenimiento y el de su 
núcleo familiar, la acción de tutela es 
procedente aunque existan otros medios 
para la defensa del derecho prestacional. 
La presunta afectación de sus derechos 
fundamentales trasciende el ámbito 
estrictamente económico y debe ser 
estudiada pues, de existir, comprometería 
las condiciones de vida digna y los otros 
derechos de quien por su condición 
de salud ya no tiene la posibilidad de 
trabajar. En este sentido, se inscriben los 
pronunciamientos que ha hecho esta 
Corporación en las  Sentencias  T-653 de 
2004, T-186 de 2010, T-533 de 2010 y T-627 
de 2013, entre muchas otras, donde ha 
señalado la importancia de analizar  la 
edad del actor, su nivel de vulnerabilidad 
social o económica y sus condiciones 
de salud para determinar si los medios 
ordinarios de defensa judicial son 
eficaces.

Sentencia T-662 de 2013

Como se ha sostenido en este fallo, el 
requisito de subsidiariedad implica un 
análisis caso a caso. Su estudio no debe 
ser únicamente normativo. Dependiendo 
de las posibilidades de cada persona, 
el juez de tutela debe ser más o menos 
flexible. En efecto, el artículo 86 Superior 
debe interpretarse en concordancia con 

los artículos 13 y 47 constitucionales, pues 
no debe olvidarse que existen personas 
que por sus condiciones requieren 
una especial protección por parte del 
Estado. Frente a esas personas, esta 
Sala se pregunta si ¿es posible hacer el 
examen de subsidiariedad con la misma 
rigurosidad que para los demás? Y de no 
ser así, ¿cómo debe hacerse este análisis?
 
Siguiendo los mismos argumentos, el 
requisito de subsidiariedad no puede 
dejar sin contenido al trato preferencial 
que reciben los sujetos de especial 
protección constitucional. Un análisis 
riguroso de este principio frente a estos 
sujetos acentuaría su condición de 
debilidad, pues el juez de tutela aplicaría 
los mismos criterios que al común de la 
sociedad. Es por eso que su valoración 
no debe ser exclusivamente normativa. 
La evaluación del juez debe prever los 
aspectos subjetivos del caso.  
 
No puede olvidarse que las 
reglas que para la sociedad son 
razonables, para sujetos de especial 
protección  pueden tener repercusiones 
de mayor trascendencia que justifican 
un “tratamiento diferencial positivo”, 
y que amplía a su vez el ámbito de los 
derechos fundamentales susceptibles 
de protección por vía de tutela. Así, en 
el caso de los niños, la recreación o la 
alimentación balanceada, por ejemplo, 
cobran una particular importancia que 
generalmente no es la misma para el 
caso de los adultos (C.P. artículo 44).   De 
igual forma, la protección a la maternidad 
en sus primeros meses adquiere 
una gran relevancia, que justifica un 
tratamiento preferencial en favor de la 
mujer (C.P. artículo 43).
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-040-15.htm
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En ese orden de ideas, cuando de los 
elementos del caso se concluya que la 
persona que solicita el amparo es un 
sujeto de especial protección, el análisis 
se hace más flexible para el sujeto pero 
más riguroso para el juez. Ahora deberá 
considerar circunstancias adicionales 
a las que normalmente valoraba. En 
jurisprudencia reciente, se ha resaltado el 
valor de esta regla.

3.7.	Cargas especiales de agotamiento 
de procedimientos o recursos no 
judiciales  

3.7.1.	Solicitud de rectificación cuando 
se alegue la violación de los 
derechos fundamentales por 
publicaciones realizadas en 
medios de comunicación

Sentencia T-452 de 2022

En el caso objeto de estudio existe una 
controversia en torno a este punto. Así, 
mientras el peticionario sostiene que 
el requisito se agotó en los escenarios 
de conciliación penal y conciliación 
extrajudicial ante la Cámara de Comercio 
de Bogotá, las accionadas plantean 
que estas actuaciones no equivalen a la 
solicitud de rectificación.
 
La rectificación tiene el sentido profundo 
de evitar que se active la jurisdicción 
antes de que se intente la composición 
del conflicto entre los directos afectados; 
y opera entonces como una barrera 
contra acciones injustificadas. Sin 
embargo, como lo indica el apoderado, 
no existe una manera única de presentar 
una solicitud de rectificación, ni una 

regla que prohíba admitir el uso de la 
conciliación extrajudicial (o preprocesal) 
para este propósito.
 
En ese orden de ideas, aunque, en 
principio, la rectificación debe ser 
dirigida directamente al medio de 
comunicación, si, en el marco de un 
caso concreto, el juez de tutela constata 
que en tales escenarios se discutió la 
posibilidad de rectificación, puede dar 
por cumplido el requisito; resultaría 
un rigor procedimental excesivo y una 
barrera al acceso a la administración de 
justicia declarar la improcedencia de la 
acción para que el peticionario inicie una 
solicitud idéntica ante el medio, cuando 
se infiere claramente su respuesta 
negativa a raíz de lo ocurrido en el 
ámbito de la conciliación.

Sentencia T-004 de 2022 

Además de los requisitos generales de 
procedibilidad (legitimación activa y 
pasiva, inmediatez),  el numeral 7 del 
artículo 42 del Decreto 2591 de 1991 
establece como requisito especial 
de procedibilidad que la acción de 
tutela procede contra acciones u 
omisiones de particulares “[c]uando se 
solicite rectificación de informaciones 
inexactas o erróneas.  En este caso se 
deberá anexar la transcripción de la 
información o la copia de la publicación 
y de la rectificación solicitada que no fue 
publicada en condiciones que aseguren 
la eficacia de la misma.” Este requisito 
tiene su fundamento en el artículo 
20 de la Carta que dispone que “[s]e 
garantiza el derecho a la rectificación en 
condiciones de equidad”.
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-452-22.htm
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A partir de estos elementos, desde 
temprana jurisprudencia se viene 
sosteniendo que si lo que busca el 
peticionario es que un medio de 
comunicación rectifique información 
inexacta o errónea suministrada al 
público, está obligado a solicitarla 
previamente al medio y únicamente en 
el evento de no ser publicada por este 
en condiciones de equidad (artículo 20 
de la Carta), podrá acudirse al juez en 
demanda de tutela.

3.7.2.	 Solicitud de enmienda y 
formulación de reclamo cuando 
se alegue la violación de los 
derechos fundamentales 
por publicaciones realizadas 
por personas naturales en 
plataformas tecnológicas

Sentencia SU-420 de 2019

Entre  personas naturales, o cuando 
sea una persona jurídica alegando la 
afectación respecto de una persona 
natural, solo procederá cuando quien 
se considere agraviado haya agotado 
los siguientes requisitos: i) Solicitud de 
retiro o enmienda  ante el particular que 
hizo la publicación. Esto por cuanto la 
regla general en las relaciones sociales, y 
especialmente en las redes sociales, es la 
simetría por lo que la autocomposición se 
constituye en el método primigenio para 
resolver el conflicto y la acción de tutela 
es el mecanismo residual. ii) Reclamación 
ante la plataforma donde se encuentra 
alojada la publicación, siempre y cuando 
en las reglas de la comunidad se habilite 
para ese tipo de ítem una posibilidad de 
reclamo (supra f. j. 64). iii) Constatación 
de la relevancia constitucional del asunto, 

aun cuando existen la acción penal y civil 
para ventilar este tipo de casos, no se 
predica su idoneidad y eficacia cuando 
así lo demuestre el análisis de contexto 
en que se desarrolla la afectación.

3.8.	La acción de tutela es procedente 
como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable 

3.8.1.	 La definición de la acción 
de tutela como mecanismo 
transitorio

Sentencia T-458 de 2014

La acción de tutela constituye un 
mecanismo principal en los casos en los 
cuales, el afectado o la víctima, no tiene 
otro medio diferente para reclamar uno 
o varios derechos fundamentales que 
considere le han sido vulnerados, los 
cuales tienen una protección especial por 
parte del Estado y han sido consagrados 
en la Constitución Política. No obstante 
lo anterior, la acción de tutela puede ser 
utilizada como un mecanismo transitorio, 
cuando a pesar de que existe un medio 
de defensa judicial ordinario idóneo, 
este no es el indicado en razón a que 
se presenta la amenaza o riesgo de 
ocurrencia de un perjuicio irremediable 
y por lo tanto debe ser evitado o 
subsanado, según se desprenda de las 
pruebas que se presenten ante el juez de 
tutela.

Respecto de la excepcionalidad de la 
tutela como mecanismo transitorio, 
esta Corporación ha conseguido que su 
aplicación e interpretación se haga en 
estricto sentido, y que haya temporalidad 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU420-19.htm
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de las órdenes emitidas en esta instancia, 
porque el juez de tutela no puede, ni 
debe, asumir la competencia del juez 
ordinario, el cual es el competente 
para juzgar y decidir un asunto de su 
jurisdicción en forma permanente. Con la 
aplicación de la tutela como mecanismo 
transitorio se busca evitar que suceda 
un daño o perjuicio irremediable que 
ocurriría en el transcurso de la toma de 
decisión definitiva. En punto a este tema 
la Corte ha indicado que la posibilidad 
de conceder este tipo específico de 
protección judicial es excepcional, 
según se desprende del artículo 86 de la 
Constitución, y por tanto el alcance de las 
normas pertinentes es de interpretación 
estricta. No se busca que el juez de tutela 
asuma la competencia del ordinario o 
especializado entrando a resolver de 
fondo el asunto litigioso planteado, 
sino de ofrecer al titular del derecho un 
medio expedito y eficaz para evitar un 
daño respecto del cual la decisión judicial 
definitiva llegaría demasiado tarde y 
apenas haría posible un resarcimiento “a 
posteriori”, es decir, sobre la base de un 
hecho cumplido.
 
Finalmente, en torno a la tutela como 
mecanismo transitorio, la jurisprudencia 
constitucional ha afirmado que el juez 
de tutela tiene la obligación de señalar 
que la orden impartida en estos casos 
es de carácter temporal, puesto que 
solo tendrá vigencia la tutela durante 
el término que utilice la autoridad 
competente para decidir de fondo con 
relación a la acción que haya instaurado 
el afectado. También ha considerado la 
Corte como un plazo razonable, fijar un 
término de entre tres y cuatro meses a 

partir de la notificación del fallo de tutela, 
para que el accionante interponga los 
recursos judiciales necesarios y previstos 
por las vías ordinarias, lo cual implica que 
si el actor no empieza a recurrir a las vías 
ordinarias, quedará sin efectos la tutela 
finalizando este lapso.

Sentencia T-156 de 2000

La propia norma fundamental contempla 
inmediatamente una excepción frente a 
tales casos, consistente en la viabilidad de 
la tutela, aun existiendo otro mecanismo 
judicial, si se afronta la inminencia de 
un perjuicio irremediable que amerite 
inmediata protección, evento en el cual la 
orden impartida por el juez constitucional 
apenas puede tener vigencia transitoria, 
mientras decide el ordinario, con miras a 
evitar que un daño pueda configurarse, 
haciendo inútil la resolución de fondo 
del litigio. En esas circunstancias, el 
amparo cesa al momento en que el juez 
ordinario falle, pues su providencia está 
llamada a solucionar el conflicto de modo 
definitivo, o pierde efecto si el solicitante 
de protección transitoria que la obtiene 
no formula demanda ante la jurisdicción 
correspondiente dentro de los cuatro 
meses siguientes (art. 8 del Decreto 2591 
de 1991).

Sentencia C-531 de 1993

Tratándose de la segunda modalidad 
de la acción de tutela - cuando se utiliza 
como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable -, el dato legal, 
esto es, la existencia de un medio judicial 
ordinario no es óbice para que la persona 
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pueda instaurarla. Por el contrario, el 
presupuesto de procedibilidad de esta 
acción es precisamente la existencia 
de un medio legal de defensa que, sin 
embargo, no impide que la persona 
puede apelar  transitoriamente  a la 
acción de tutela justamente para evitar 
un perjuicio irremediable.

El objeto de la acción de tutela 
como mecanismo transitorio ha 
sido puntualmente descrito por 
el Constituyente Esguerra: “lo que 
se pretende es simplemente que 
ese particular que le de protección, 
protección que va a consistir tan solo 
en que el Juez le oponga una especie 
de  ‘detente satanás’  a la Administración 
o a esa persona frente a quien se está 
haciendo la solicitud, para ordenarle 
que suspenda inmediatamente las 
actividades que está realizando y que 
están violando el derecho, o que deje de 
hacer aquello que se apresta a realizar, 
aquello que amenaza con desarrollar 
en un momento determinado, porque 
también sería violatorio del orden 
jurídico. No podemos señor Presidente, 
seguir viviendo en un país en el cual 
es necesario que se haya desarrollado 
hasta sus últimas consecuencias la 
antijuridicidad, la violación de los 
derechos, para solo entonces acudir 
ante el aparato judicial a solicitar una 
protección, no es posible que sigamos 
viviendo en un mundo donde nadie 
puede detener a la Administración que se 
apresta a realizar una actividad contraria 
a derecho (...)”.

3.8.2.	Las condiciones para calificar un 
perjuicio como irremediable

Sentencia T-458 de 2014

De conformidad con la jurisprudencia 
constitucional, para que la acción 
tutelar proceda como mecanismo 
transitorio tiene que existir una amenaza 
de daño irremediable o un perjuicio 
que sea inminente, grave, urgente e 
impostergable. Lo anterior significa que 
el riesgo, amenaza de daño o perjuicio 
irremediable debe ser (i) inminente, 
es decir que se trate de una amenaza 
que suceda prontamente, (ii) grave, en 
el sentido de que el daño o perjuicio 
material o moral del haber jurídico de la 
persona sufra una afectación gravosa, 
(iii) urgente, de manera que requiera la 
celeridad de las medidas a adoptar, e (iv) 
impostergable, esto es, que la medida 
tutelar sea necesaria e inaplazable 
con el fin de restablecer los derechos 
fundamentales.
 
En este mismo sentido, la jurisprudencia 
de este Tribunal ha señalado, con base 
en el art. 86 Superior, que un perjuicio 
irremediable es evidente para un juez de 
tutela cuando se observa la posibilidad 
cierta y próxima de un daño irreversible 
frente al cual la decisión judicial ordinaria 
que resuelva el litigio pudiera resultar 
tardía. En todo caso, se exige que el daño 
o perjuicio irremediable sea probado por 
el tutelante, dentro del proceso de tutela, 
al menos sumariamente. En este caso, 
la acción de tutela se torna procedente 
como mecanismo transitorio, con 
efectos temporales, mientras se tramita 
el juicio ordinario, buscando evitar que 
el perjuicio avizorado por el juez se 
perfeccione.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-458-14.htm
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Sentencia T-225 de 1993

El perjuicio ha de ser  inminente: 
“que amenaza o está por suceder 
prontamente”.   Con lo anterior se 
diferencia de la expectativa ante un 
posible daño o menoscabo, porque 
hay evidencias fácticas de su presencia 
real en un corto lapso, que justifica 
las medidas prudentes y oportunas 
para evitar algo probable y no una 
mera conjetura hipotética.   Se puede 
afirmar que, bajo cierto aspecto, lo 
inminente puede catalogarse dentro 
de la estructura fáctica, aunque no 
necesariamente consumada.   Lo 
inminente, pues, desarrolla la operación 
natural de las cosas, que tienden 
hacia un resultado cierto, a no ser que 
oportunamente se contenga el proceso 
iniciado.   Hay inminencias que son 
incontenibles: cuando es imposible 
detener el proceso iniciado.   Pero hay 
otras que, con el adecuado empleo 
de medios en el momento oportuno, 
pueden evitar el desenlace efectivo. En 
los casos en que, por ejemplo, se puede 
hacer cesar la causa inmediata del 
efecto continuado, es cuando vemos que 
desapareciendo una causa perturbadora 
se desvanece el efecto.   Luego siempre 
hay que mirar la causa que está 
produciendo la inminencia.
 
Las medidas que se requieren para 
conjurar el perjuicio irremediable han 
de ser  urgentes, es decir, como calidad 
de urgir, en el sentido de que hay que 
instar o precisar una cosa a su pronta 
ejecución o remedio tal como lo define 
el Diccionario de la Real Academia.   
Es apenas una adecuación entre la 

inminencia y la respectiva actuación:   si 
la primera hace relación a la prontitud del 
evento que está por realizarse, la segunda 
alude a su respuesta proporcionada en 
la prontitud.  Pero además la urgencia se 
refiere a la precisión con que se ejecuta la 
medida, de ahí la necesidad de ajustarse 
a las circunstancias particulares.   Con lo 
expuesto se verifica cómo la precisión y la 
prontitud dan señalan la oportunidad de 
la urgencia.
 
No basta cualquier perjuicio, se requiere 
que este sea  grave, lo que equivale a la 
gran intensidad del daño o menoscabo 
material o moral en el haber jurídico de 
la persona.  La gravedad obliga a basarse 
en la importancia que el orden jurídico 
concede a determinados bienes bajo su 
protección, de manera que la amenaza a 
uno de ellos es motivo de actuación 
oportuna y diligente por parte de las 
autoridades públicas.   Luego no se trata 
de cualquier tipo de irreparabilidad, 
sino solo de aquella que recae sobre 
un bien de gran significación para la 
persona, objetivamente. Y se anota la 
objetividad, por cuanto la gravedad debe 
ser determinada o determinable, so pena 
de caer en la indefinición jurídica, a todas 
luces inconveniente.
 
La urgencia y la gravedad 
determinan que la acción de tutela 
sea  impostergable, ya que tiene que 
ser adecuada para restablecer el orden 
social justo en toda su integridad.   Si hay 
postergabilidad de la acción, esta corre 
el riesgo de ser ineficaz por inoportuna.   
Se requiere una acción en el momento 
de la inminencia, no cuando ya haya 
desenlace con efectos antijurídicos.   Se 
trata del sentido de precisión y exactitud 
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de la medida, fundamento próximo 
de la eficacia de la actuación de las 
autoridades públicas en la conservación 
y restablecimiento de los derechos y 
garantías básicos para el equilibrio social.

4.	Cuarto requisito: cumplimiento de la 
inmediatez o presentación oportuna 
de la acción de tutela 

4.1.	La definición de plazo razonable 
para presentar la acción de tutela   

Sentencia SU-439 de 2017

Este Tribunal ha puntualizado que de 
conformidad con el presupuesto de 
inmediatez,  la acción de tutela debe ser 
utilizada en un término prudencial, esto 
es, con cierta proximidad y consecuencia 
a la ocurrencia de los hechos que se 
dicen violatorios y/o amenazantes 
de derechos fundamentales, pues es 
claro que la solicitud de amparo pierde 
su sentido y su razón de ser como 
mecanismo excepcional y expedito 
de protección, si el paso del tiempo, 
lejos de ser razonable, desvirtúa la 
inminencia y necesidad de protección 
constitucional. En esa medida, para 
constatar el cumplimiento de dicho 
requisito de procedibilidad, el juez de 
tutela simplemente debe comprobar  si 
resulta razonable el tiempo comprendido 
entre el día en que ocurrió o se conoció 
el hecho vulnerador y/o constitutivo de 
la amenaza de un derecho fundamental 
y, el día en que el derecho de acción se 
ejerció mediante la formulación de la 
acción de tutela.

Sentencia SU-961 de 1999

Si bien el término para interponer la 
acción de tutela no es susceptible de 
establecerse de antemano de manera 
afirmativa, el juez está en la obligación de 
verificar cuándo esta no se ha interpuesto 
de manera razonable, impidiendo que 
se convierta en factor de inseguridad, 
que de alguna forma afecte los derechos 
fundamentales de terceros, o que 
desnaturalice la acción.

4.2.	 Criterios generales para establecer 
el cumplimiento del requisito de 
inmediatez

Sentencia T-229 de 2021

Para constatar la observancia de este 
requisito se debe comprobar cualquiera 
de estas situaciones: (i)  si resulta 
razonable el tiempo comprendido entre 
el día en que ocurrió o se conoció el 
hecho vulnerador y/o constitutivo de la 
amenaza de algún derecho fundamental 
y, el día en que se formuló la acción de 
tutela; y/o (ii) si resulta razonable el lapso 
comprendido entre el día en que cesaron 
los efectos de la última actuación que el 
accionante desplegó en defensa de sus 
derechos presuntamente vulnerados y el 
día en que se solicitó el amparo.
 
Si bien esta  Corporación no ha 
establecido qué plazo puede 
considerarse razonable para formular 
la acción de tutela, lo cierto es que 
sí ha advertido elementos con base 
en los cuales el juez de amparo debe 
apoyarse para determinar, en cada caso, 
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la razonabilidad del término dentro del 
cual se instauró la tutela, a saber: (i) 
cuando existen razones válidas para la 
inactividad; (ii) cuando la vulneración o 
amenaza de los derechos fundamentales 
persiste en el tiempo; y (iii) cuando es 
desproporcionado exigir la formulación 
de la demanda en un plazo razonable 
dada la situación de debilidad manifiesta 
en que se sitúe el actor.
 
Respecto a la condición de debilidad 
manifiesta como elemento a considerar 
dentro del examen de la inmediatez, 
se ha señalado que ello  constituye un 
trato preferente habilitado por el artículo 
13 Superior que confiere al Estado el 
deber de proteger especialmente a 
las personas que, por su condición 
económica, física o mental, se sitúen en 
circunstancia de debilidad manifiesta. 
Tal circunstancia puede acreditarse, 
ya sea por una condición de salud 
física o mental, o por una situación 
socioeconómica desfavorable, que haga 
desproporcionado exigir la formulación 
de la solicitud de amparo en un lapso 
determinado.

Sentencia SU-184 de 2019

Es necesario promover la acción de 
tutela contra providencias judiciales  tan 
pronto se produce la vulneración o 
amenaza de los derechos fundamentales, 
o en un plazo prudencial, porque de lo 
contrario la necesidad de la protección 
constitucional por vía de tutela queda 
en entredicho, ya que no se entiende 
por qué si la amenaza o violación 
del derecho era tan perentoria, no se 
acudió al mecanismo constitucional 
con anterioridad.  Como consecuencia 

de ello, permitir un excesivo paso del 
tiempo ante la posibilidad de una 
reclamación constitucional contra una 
providencia judicial, puede afectar 
además el principio de seguridad jurídica; 
de tal manera que la inmediatez sea 
claramente una exigencia ineludible en la 
procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales.
 
Además de lo anterior, la jurisprudencia 
constitucional ha considerado 
que, tratándose de la verificación 
de la inmediatez en tutela contra 
providencias judiciales, su examen 
debe ser más exigente respecto a la 
actualidad en la vulneración de los 
derechos fundamentales, pues como 
consecuencia de la acción de tutela 
podría dejar sin efecto una decisión 
judicial. En ese sentido, de acuerdo 
con la jurisprudencia constitucional, la 
carga de la argumentación en cabeza 
del demandante aumenta de manera 
proporcional a la distancia temporal 
que existe entre la presentación de la 
acción de tutela y el momento en que se 
consideró vulnerado un derecho, pues, 
en ausencia de justificación, el paso 
del tiempo reafirma la legitimidad de 
las decisiones judiciales y consolida los 
efectos de la sentencia.

4.3.	Factores que inciden en la 
valoración del cumplimiento del 
requisito de inmediatez

Sentencia T-461 de 2019

La jurisprudencia constitucional 
ha precisado que no en todos los 
casos  una sentencia de unificación 
puede constituirse en un hecho nuevo, 
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susceptible de ser valorado por el juez 
de tutela como un elemento adicional 
que implica la contabilización del 
término razonable de interposición 
(presupuesto de inmediatez) desde 
otro momento en las acciones de 
tutela contra providencia judicial. En 
particular, únicamente las sentencias de 
unificación que hubieren modificado 
drásticamente la jurisprudencia, pueden 
ser consideradas como un hecho nuevo 
que permita, a partir de ellas, reexaminar 
asuntos fundados en hechos acaecidos 
tiempo atrás, de manera que exista una 
nueva posición sobre el asunto objeto 
de debate, es decir, que cambie de 
manera drástica las circunstancias del 
caso concreto. No cualquier cambio de 
posición por parte de las altas cortes 
constituye un hecho nuevo, comoquiera 
que ello implicaría que las controversias 
sometidas a consideración de los jueces 
naturales nunca tendrían una respuesta 
definitiva por parte de la administración 
de justicia, lo que desvanecería por 
completo la institución de la cosa 
juzgada, alteraría la seguridad jurídica 
que con ella se ampara, además de 
generar un riesgo para la independencia 
y la autonomía de los jueces,  quienes 
estarían sujetos a decisiones con 
efectos  inter partes,  que en principio, no 
tienen vocación de modificar la fuerza 
normativa de las decisiones que han sido 
proferidas para otros casos en concreto.

Sentencia SU-158 de 2013

A pesar del tiempo trascurrido desde 
la sentencia de casación, la violación 
de los derechos a la seguridad social 
y al mínimo vital permanece; es decir, 
continúa y es actual. Esto se puede 

inferir de varios hechos, acreditados en 
el proceso. Primero, de la circunstancia 
de que la señora (y su padre) han estado 
sin pensión durante todo este tiempo, 
parcialmente a causa de la sentencia 
que cuestionan. El desconocimiento 
a su derecho a la seguridad social 
es entonces actual pues no se ha 
superado. Segundo, la permanencia 
de la vulneración se puede colegir del 
hecho de que la tutelante y su padre 
continúan en una situación crítica de 
pobreza, en la cual estaban sumidos 
desde cuando se expidió el fallo de 
casación. La vulneración de su derecho 
al mínimo vital, por lo tanto, no ha 
desaparecido sino que permanece. 
Tercero, es razonable extraer esa 
condición de un dato, y es que en la 
familia nadie más recibe un salario, 
un ingreso periódico estable, rentas o 
pensiones, y la actora nunca laboró, ya 
que su compañero permanente no se lo 
permitía. La afectación de su derecho al 
mínimo vital no es entonces solo actual 
sino que tiende agravarse. La accionante 
y su padre con setenta y siete años de 
edad viven sin recursos. El paso del 
tiempo hace más difíciles las condiciones 
vitales de una familia pobre, mientras 
todo permanezca igual. En vista de estas 
circunstancias es pues lógico concluir 
que la violación continúa y es actual. Por 
ende, la Corte considera que la tutela es 
procedente.

Sentencia T-352 de 2012

Si bien el término transcurrido entre los 
hechos que presuntamente vulneraron 
los derechos del accionante, y la 
interposición de la tutela, es mayor al que 
usualmente establece esta Corporación 
como el razonable para la procedencia de 
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esta acción contra providencias judiciales, 
la Sala encuentra que en el caso que 
ahora nos ocupa, dicho requisito se debe 
flexibilizar, pues lo debatido no es solo la 
pertinencia del amparo de los derechos 
del señor  Juan, sino los de la niña  María, 
quien por mandato constitucional goza 
de una especial protección. Así las cosas, 
se debe tener en cuenta que si se llegara 
a declarar improcedente el amparo 
deprecado, por no cumplirse con el 
requisito de inmediatez, se incurriría en 
una vulneración continua y permanente 
de las garantías fundamentales de la 
niña al debido proceso, al acceso a la 
administración de justicia, al estado 
civil, a la personalidad jurídica y a tener 
una familia y formar parte de ella, 
pues se le obligaría a permanecer con 
el estatus de hija del señor  Juan,  sin 
que biológicamente sea así, con las 
consecuencias que de ello se deriva.

 Sentencia T-792 de 2009

Cuando se trata de la procedencia 
de la acción de tutela para efectos de 
proteger los derechos fundamentales de 
la población desplazada, el presupuesto 
de la inmediatez debe ser aplicado 
de manera flexible a partir de la 
consideración según la cual, sobre ellos 
se predica la titularidad de una especial 
protección constitucional, merced 
a las circunstancias particulares de 
vulnerabilidad, indefensión y debilidad 
manifiesta en la que se encuentran, 
y a la necesidad de que se les brinde 
una protección urgente e inmediata en 
procura de que les sean garantizadas 
unas condiciones mínimas de 
subsistencia dignas.

5. Quinto requisito: inexistencia de cosa 
juzgada y temeridad

5.1.	 Definición de cosa juzgada en 
materia de fallos de tutela

Sentencia T-050 de 2023

La cosa juzgada constitucional es una 
institución jurídico procesal mediante 
la cual se otorga a las decisiones 
judiciales el carácter de inmutables, 
vinculantes y definitivas.  Los fallos de 
tutela hacen tránsito a cosa juzgada una 
vez la Corte Constitucional decide no 
seleccionarlos.  La Corte Constitucional 
ha precisado que la cosa juzgada en 
los trámites de tutela se configura 
cuando se adelanta un nuevo proceso 
con posterioridad a la ejecutoria de 
la sentencia y se constata que entre 
los procesos existe triple identidad 
de  (i)  partes,  (ii)  hechos y  (iii)  objeto. El 
principal efecto de la cosa juzgada es 
la imposibilidad de que el juez de tutela 
pueda reabrir y volver a conocer de 
fondo sobre una controversia que ya fue 
resuelta en un fallo de tutela anterior.

5.2.	La triple identidad requerida para 
que se configure la cosa juzgada 
respecto de un fallo de tutela  

Sentencia T-249 de 2018

La cosa juzgada tiene como único fin 
terminar un debate procesal, puesto a 
la consideración de la administración 
de justicia. Se trata de hacer inmutable, 
vinculante y definitiva una determinada 
decisión. Para que tal instituto procesal 
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se configure,  es necesaria la confluencia 
elementos puntuales que han sido 
desarrollado   por el legislador[74]  y la 
jurisprudencia constitucional[75]  en los 
siguientes términos:
 
“Identidad de objeto,  es decir, la 
demanda debe versar sobre la misma 
pretensión material o inmaterial sobre 
la cual se predica la cosa juzgada. Se 
presenta cuando sobre lo pretendido 
existe un derecho reconocido, declarado 
o modificado sobre una o varias cosas o 
sobre una relación jurídica. Igualmente 
se predica identidad sobre aquellos 
elementos consecuenciales de un 
derecho que no fueron declarados 
expresamente.”
 
Identidad de causa petendi  (eadem 
causa petendi), es decir, la demanda 
y la decisión que hizo tránsito a cosa 
juzgada deben tener los mismos 
fundamentos o hechos como sustento. 
Cuando además de los mismos hechos, 
la demanda presenta nuevos elementos, 
solamente se permite el análisis de los 
nuevos supuestos, caso en el cual, el juez 
puede retomar los fundamentos que 
constituyen cosa juzgada para proceder a 
fallar sobre la nueva causa.
 
Identidad de partes,  es decir, al proceso 
deben concurrir las mismas partes e 
intervinientes que resultaron vinculadas 
y obligadas por la decisión que constituye 
cosa juzgada. Cuando la cosa juzgada 
exige que se presente la identidad de 
partes, no reclama la identidad física sino 
la identidad jurídica.”

5.3	 Los efectos derivados de la cosa 
juzgada de un fallo de tutela

Sentencia T-249 de 2018

A partir de lo expuesto, esta Corporación 
en la sentencia C-774 de 2001 definió 
la cosa juzgada como una  “institución 
jurídica procesal mediante la cual se 
otorga a las decisiones plasmadas 
en una sentencia y en algunas otras 
providencias, el carácter de inmutables, 
vinculantes y definitivas”. Los citados 
efectos se conciben por disposición 
expresa del ordenamiento jurídico 
para lograr la terminación definitiva de 
controversias y alcanzar un estado de 
seguridad jurídica, definición de la cual 
en palabras de esta Corte:
 
“(…) se derivan dos consecuencias 
importantes. En primer lugar, los 
efectos de la cosa juzgada se imponen 
por mandamiento constitucional 
o legal derivado de la voluntad del 
Estado, impidiendo al juez su libre 
determinación, y en segundo lugar, el 
objeto de la cosa juzgada consiste en 
dotar de un valor definitivo e inmutable 
a las providencias que determine el 
ordenamiento jurídico. Es decir, se 
prohíbe a los funcionarios judiciales, a las 
partes y eventualmente a la comunidad, 
volver a entablar el mismo litigio. De 
esta manera se puede sostener que 
la cosa juzgada tiene como función 
negativa, prohibir a los funcionarios 
judiciales conocer, tramitar y fallar sobre 
lo resuelto, y como función positiva, dotar 
de seguridad a las relaciones jurídicas y 
al ordenamiento jurídico”. Aunado a lo 
anterior, esa institución permite que las 
órdenes de las sentencias ejecutoriadas 
sean exigidas coercitivamente a la parte 
vencida en juicio, en el evento en que 
ésta incumpla la decisión del Estado”.
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-249-18.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-249-18.htm


CUADERNO N° 2

LA ACCIÓN DE TUTELA

94

Por tanto, la jurisprudencia constitucional 
ha atribuido dos de tipos de caracteres 
a la institución de la cosa juzgada, por 
un lado, el negativo, el cual consiste en 
prohibir a los funcionarios judiciales 
proceder  nuevamente sobre lo ya 
resuelto y, por el otro, el positivo, ligado 
estrictamente con la seguridad inherente 
a las relaciones jurídicas.
 
Así las cosas, si bien es cierto que 
los presupuestos previamente 
señalados determinan rigurosamente 
el surgimiento de la institución de la 
cosa juzgada, en el evento en el que se 
expandan los elementos de estudio del 
caso, se abrirá nuevamente la posibilidad 
de acudir al aparato jurisdiccional para 
que éste a su vez, a través del juez, 
nuevamente analice y se pronuncie 
considerando los nuevos elementos de 
juicio que hayan dado lugar a la apertura 
de la discusión ocasionalmente.   

5.4.	La cosa juzgada y la acción de 
tutela contra sentencias de tutela

5.4.1	Por regla general es improcedente 
la acción de tutela contra 
sentencias de tutela

Sentencia SU-245 de 2021

En consideración a la naturaleza de 
la  eventual selección  y el alcance de 
la  función de revisión,  la jurisprudencia 
constitucional ha establecido que, 
por regla general, es improcedente la 
presentación de una acción de tutela 
contra sentencias de tutela. Desde la 
Sentencia SU-1219 de 2001 –una de las 
más relevantes en esta materia– enfatizó 
en que la importancia de evitar que toda 

sentencia de tutela pueda impugnarse, 
a su vez, mediante una nueva tutela, 
con lo que la resolución del conflicto 
se prolongaría indefinidamente en 
desmedro tanto de la seguridad jurídica 
como del goce efectivo de los derechos 
fundamentales, radica en la necesidad 
de brindar una protección cierta, estable 
y oportuna a las personas cuyos derechos 
fundamentales han sido vulnerados o 
amenazados.
 
En dicha providencia se explicó que 
el mecanismo mediante el cual se 
controlan las sentencias de tutela, 
además de la impugnación, es la 
eventual revisión que ejerce la Corte 
Constitucional, la cual no solo busca 
unificar la interpretación constitucional 
en materia de derechos fundamentales 
sino erigir a la Corte Constitucional 
como máximo tribunal de derechos 
constitucionales y como órgano de cierre 
de las controversias sobre el alcance 
de los mismos. Además, excluye la 
posibilidad de impugnar las sentencias 
de tutela mediante una nueva acción 
de tutela porque la Constitución definió 
directamente las etapas básicas del 
procedimiento de tutela y previó que 
los errores de los jueces de instancia, 
o inclusive sus interpretaciones de los 
derechos constitucionales, siempre 
pudieran ser conocidos y corregidos 
por un órgano creado por él –la Corte 
Constitucional– y por un medio 
establecido también por él –la revisión–.

Sentencia T-286 de 2018

Bajo este contexto, no es admisible 
controvertir un fallo de tutela a través 
de una nueva acción de tutela, toda vez 
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que: (i) implicaría instituir un recurso 
adicional para insistir en la revisión de 
tutelas que con anterioridad no fueron 
seleccionadas, (ii) supondría crear una 
cadena interminable de demandas, con 
lo cual resultaría afectado el principio 
de seguridad jurídica, (iii) se afectaría 
el mecanismo de cierre hermenéutico 
de la Constitución, confiado a la 
Corte Constitucional, y (iv) la tutela 
perdería su efectividad, pues quedaría 
indefinidamente postergada hasta 
que el vencido en un proceso de tutela 
decidiera no insistir en presentar otra 
tutela contra el fallo que le fue adverso 
para buscar que su posición coincida con 
la opinión de algún juez. En este evento, 
seguramente el anteriormente triunfador 
iniciará la misma cadena de intentos 
hasta volver a vencer.

5.4.2.	En algunos casos excepcionales 
es procedente la acción de tutela 
contra sentencias de tutela

Sentencia SU-627 de 2015

Para establecer la procedencia de la 
acción de tutela, cuando se trata de un 
proceso de tutela, se debe comenzar 
por distinguir si esta se dirige contra 
la sentencia proferida dentro de él o 
contra una actuación previa o posterior 
a ella. Si la acción de tutela se dirige 
contra la sentencia de tutela, la regla 
es la de que no procede. Esta regla no 
admite ninguna excepción cuando la 
sentencia ha sido proferida por la Corte 
Constitucional, sea por su Sala Plena o 
sea por sus Salas de Revisión de Tutela. 
En este evento solo procede el incidente 
de nulidad de dichas sentencias, 
que debe promoverse ante la Corte 
Constitucional.
 

Si la sentencia de tutela ha sido 
proferida por otro juez o tribunal de la 
República, la acción de tutela puede 
proceder de manera excepcional, 
cuando exista fraude y por tanto, se esté 
ante el fenómeno de la cosa juzgada 
fraudulenta, siempre y cuando, además 
de cumplir con los requisitos genéricos 
de procedibilidad de la tutela contra 
providencias judiciales, (i) la acción 
de tutela presentada no comparta 
identidad procesal con la solicitud de 
amparo cuestionada; (ii) se demuestre 
de manera clara y suficiente, que la 
decisión adoptada en la sentencia de 
tutela fue producto de una situación 
de fraude  (Fraus omnia corrumpit);  y 
(iii) no exista otro medio, ordinario o 
extraordinario, eficaz para resolver la 
situación.
 
Si la acción se de tutela se dirige 
contra actuaciones del proceso de 
tutela diferentes a la sentencia, se 
debe distinguir si estas acaecieron con 
anterioridad o con posterioridad a la 
sentencia. Si la actuación acaece con 
anterioridad a la sentencia y consiste 
en la omisión del juez de cumplir con su 
deber de informar, notificar o vincular 
a los terceros que serían afectados por 
la demanda de tutela, y se cumplen los 
requisitos generales de procedibilidad de 
la acción de tutela, la acción de tutela sí 
procede, incluso si la Corte Constitucional 
no ha seleccionado el asunto para su 
revisión.
 
Si la actuación acaece con posterioridad 
a la sentencia y se trata de lograr el 
cumplimiento de las órdenes impartidas 
en dicha sentencia, la acción de tutela 
no procede. Pero si se trata de obtener la 
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protección de un derecho fundamental 
que habría sido vulnerado en el trámite 
del incidente de desacato, y se cumplen 
los requisitos generales de procedibilidad 
de la acción de tutela contra providencias 
judiciales, la acción de tutela puede 
proceder de manera excepcional.

5.5..	La cosa juzgada derivada de las 
acciones de tutela presentadas en 
contra de providencias judiciales

Sentencia T-281 de 2014

Tratándose de tutela contra providencias 
judiciales, la definición del alcance 
de la cosa juzgada constitucional se 
sujeta a las siguientes reglas: (i)  Existirá 
cosa juzgada constitucional cuando se 
adelante un nuevo proceso en el que se 
verifique identidad de partes, hechos 
y pretensiones. (ii)    Si se profiere una 
sentencia de tutela contra providencia 
judicial emitida en un proceso que aún 
no ha concluido, las decisiones judiciales 
expedidas en el trámite ordinario que 
se adelante con posterioridad a aquella 
deberán acatar las decisiones adoptadas 
en la parte resolutiva y en la  ratio 
decidendi  del fallo de tutela. (iii)    Sin 
embargo, tanto los aspectos no tratados 
en la tutela, como la decisión de las 
demás instancias, permanecen abiertos 
al debate legal. Esto implica la posibilidad 
de interponer la acción de tutela respecto 
de las decisiones judiciales adoptadas 
con posterioridad, siempre y cuando se 
verifiquen las causales genéricas y alguna 
causal específica de procedibilidad de la 
tutela contra decisiones judiciales y  con 
ella no se pretenda reabrir cuestiones 
debatidas en la acción de tutela 
interpuesta con anterioridad.

Sentencia T-649 de 2011

Puede presentarse de forma 
excepcionalísima un caso en el cual 
la Corte Constitucional se pronuncie 
sobre una providencia judicial antes de 
que finalice el proceso ordinario dentro 
del cual fue proferido. En este caso, 
surge el interrogante sobre si la cosa 
juzgada derivada de la tutela convierte 
en inmutable e intangible la decisión 
adoptada en el proceso ordinario y 
si, por lo tanto, podría afirmarse que 
el proceso ordinario hizo tránsito a 
cosa juzgada. Esta Corte considera 
que la respuesta a dicha pregunta es 
negativa. Cuando el pronunciamiento 
constitucional tiene lugar sobre el 
contenido de una providencia judicial 
antes de que finalicen las etapas propias 
del proceso, la cosa juzgada no otorga un 
carácter inmutable a la sentencia que se 
cuestionó mediante la acción de tutela. 
En otras palabras, hace tránsito a cosa 
juzgada la decisión tomada en sede de 
tutela, pero no ocurre lo mismo frente a 
la decisión adoptada en la jurisdicción 
ordinaria pues nada impide que las 
instancias procesales que no se han 
surtido puedan promoverse luego de 
adoptada la decisión que se examinó en 
la tutela. 
 
Para determinar cuáles son los 
aspectos específicos del contenido 
de la providencia judicial sobre los 
que se pronuncia la tutela es preciso 
tener en cuenta que la Corte puede 
adoptar respecto de una providencia 
judicial, dos clases de decisiones: Una, 
que consiste en definir cuál debe ser 
la respuesta del sistema jurídico frente 
a un asunto legal determinado en 
cualquier jurisdicción, bajo el entendido 
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de que cualquier decisión en otro 
sentido constituye una vulneración de 
los derechos fundamentales. Y otra clase 
de decisión, en la cual se declara que la 
decisión adoptada por el juez ordinario 
se encuentra dentro de los límites de la 
razonabilidad y la proporcionalidad y, 
por tanto, no atenta contra los derechos 
fundamentales. 
 
Estas dos situaciones en los que 
se advierte un problema jurídico 
aparentemente legal tiene alta relevancia 
constitucional, se diferencian porque 
mientras en la primera se determina cuál 
es la única interpretación o decisión que 
respeta los derechos fundamentales, 
en la segunda se admite que la decisión 
es una posible entre varias de las que 
encajan dentro del ordenamiento 
constitucional. En este orden de ideas, en 
el primer caso, las decisiones posteriores 
a la tutela proferidas en el trámite 
ordinario deben ajustarse al sentido 
unívoco que le ha dado la Corte a una 
norma o a una prueba, pues así lo exige 
el respeto al precedente constitucional; 
en el segundo caso, las decisiones 
posteriores deben tomarse dentro del 
ámbito de razonabilidad demarcado 
por el juez constitucional, sin que ello 
implique fallar en el mismo sentido de 
la decisión ordinaria que no se encontró 
vulnerara derechos fundamentales. 
Adoptar una decisión en otro sentido, 
sin que ella escape a los dictados de 
proporcionalidad exigidos por la Corte 
Constitucional, no vulnera en principio los 
derechos fundamentales de las partes en 
el proceso ordinario.

Una es la dimensión de los juicios 
ordinarios y otra la específica del juicio 
de protección constitucional. La tutela 

contra providencias judiciales no 
tiene como propósito resolver asuntos 
estrictamente legales que deben ser 
definidos por el juez de la especialidad, 
y ha establecido ciertos parámetros 
dentro de los cuales deben aceptarse 
como constitucionales un rango de 
interpretaciones respecto de las normas 
o de las pruebas allegadas al proceso, 
sin entrar a establecer un único sentido 
a las mismas. De este modo, el análisis 
sobre la vulneración de la cosa juzgada 
que pesa sobre las sentencias de tutela 
contra providencias judiciales debe ser 
llevado a cabo por el juez trayendo para 
su consideración el límite marcado entre 
el ámbito de la decisión legal y la decisión 
constitucional en cada caso concreto.

5.6.	La temeridad en el ejercicio de la 
acción de tutela

5.6.1.	Definición, requisitos y efectos de 
la temeridad

Sentencia T-254 de 2023

El artículo 38 del Decreto Ley 2591 de 1991 
establece la figura de la temeridad, que 
se configura cuando una misma acción 
de tutela es presentada varias veces por 
la misma persona o por su representante 
ante diferentes  jueces o tribunales, sin 
motivo expresamente justificado el deber 
de actuar conforme con los mandatos 
superiores de buena fe y de colaboración 
con la administración de justicia, busca 
impedir  afectaciones al adecuado 
desempeño de la labor judicial. Cabe 
aclarar que, aun a pesar de la naturaleza 
informal del amparo, y con miras a 
impedir que se presente un actuar 
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temerario, el Legislador dispuso un 
requisito adicional para la presentación 
de las acciones de tutela, el cual consiste 
en que los demandantes deben prestar 
juramento en el sentido de no haber 
presentado otra tutela con identidad de 
hechos y pretensiones.
 
El ejercicio temerario de la acción de 
tutela para efectos de obtener múltiples 
pronunciamientos, a partir de una misma 
situación fáctica, constituye entonces 
un abuso desmedido e irracional de este 
recurso, que incide en la efectividad y 
agilidad de la administración de justicia.

Sentencia SU-027 de 2021

El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 
establece que la actuación temeraria se 
configura cuando se presenta la misma 
acción de tutela por la misma persona 
o su representante ante varios jueces 
o tribunales, sin motivo expresamente 
justificado. Lo anterior, trae como 
consecuencia su rechazo o la decisión 
desfavorable de todas las solicitudes.
 
Sobre el ejercicio temerario de la acción 
de tutela, esta Corporación, en reiterada 
jurisprudencia ha desarrollado los 
aspectos a tener en cuenta para abordar 
su posible configuración. Entre ellos, 
ha sostenido que deben analizarse 
los siguientes: 1.  Que se presente una 
identidad de procesos, esto es, que 
las acciones de tutela presentadas de 
manera simultánea o sucesiva tengan 
una triple identidad, a saber, se trata 
de las mismas partes, se plantean los 
mismos hechos y la misma solicitud. 
2. Que el caso no sea uno de aquellos 
considerados como excepcionales que no 

constituyen una actuación temeraria, de 
acuerdo con lo señalado explícitamente 
por la ley o la jurisprudencia. 3. Que en 
caso de presentarse una solicitud de 
tutela que pretenda ser diferente a una 
anterior con la que guarda identidad (a 
partir de un desarrollo argumentativo 
diferente) el juez constitucional acredite 
que, en realidad, los dos procesos tienen 
las mismas partes, se sustentan en las 
mismas razones y solicitud.
 
Respecto del primero de los aspectos 
antes anotado, el juez debe analizar 
si hay una triple identidad entre las 
acciones de tutela presentadas de 
manera simultánea o sucesiva, teniendo 
en cuenta los siguientes elementos 
1.  Identidad de partes, esto es, que las 
acciones de tutela se hayan presentado 
por la misma persona natural o 
jurídica o a través de su apoderado 
o representantes y se dirija contra el 
mismo demandado. 2.    Identidad de 
causa  petendi, es decir, que el ejercicio 
repetido de la acción de tutela se 
fundamente en los mismos hechos 
que le sirven de sustento. 3.  Identidad 
de objeto, en otras palabras, que las 
demandas persigan la satisfacción 
de la misma pretensión o invoquen la 
protección de los mismos derechos 
fundamentales.
 
De la misma manera, esta Corporación 
ha entendido la temeridad desde dos 
perspectivas. La primera alude a su 
estructuración cuando una persona 
presenta simultáneamente varias 
acciones de tutela ante distintas 
autoridades judiciales y la segunda 
extiende la temeridad a aquellos eventos 
en los cuales la persona, de mala fe, 
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ejerce de manera sucesiva la misma 
acción.

5.6.2.	 Improcedencia de las sanciones 
por temeridad

Sentencia SU-027 de 2021

Este Tribunal también ha sostenido que 
el juez de tutela al realizar el anterior 
análisis debe trascender un juicio 
meramente formal y realizar un estudio 
pormenorizado del expediente. Pues 
no solo basta con que concurran los 
elementos antes mencionados, sino 
que debe desvirtuarse la presunción de 
buena fe a favor del (a) accionante. Por lo 
anterior, solo procederán las sanciones en 
caso de que se acredite la mala fe o el 
dolo en su actuación.
 
Así, la labor del juez constitucional no es 
simplemente la de verificar los elementos 
que constituirían la triple identidad 
entre las acciones de tutela para concluir 
que hay una actuación temeraria y, en 
consecuencia, declarar su improcedencia. 
Si no que, de acuerdo a todo lo expuesto, 
deben estudiarse las circunstancias 
actuales que rodean el caso específico.
 
Bajo esta línea, la Corte ha establecido 
algunas excepciones a los supuestos 
mencionados, aun cuando se llegaren 
a configurar todos los elementos de 
la triple identidad. Estos son: (i) La 
condición de ignorancia o indefensión 
del actor, propia de aquellas situaciones 
en que los individuos obran por miedo 
insuperable o por la necesidad extrema 
de defender un derecho y no por mala 
fe. (ii) El asesoramiento errado de 

los profesionales del derecho (iii)  La 
consideración de eventos nuevos que 
aparecieron con posterioridad a la 
interposición de la acción  o que se 
omitieron en el trámite de la misma, 
o cualquier otra situación que no se 
haya tomado como base para decidir 
la(s) tutela(s) anterior(es) que implique 
la necesidad de proteger los derechos 
fundamentales del demandante. (iv) Se 
puede interponer una nueva acción de 
amparo cuando la Corte Constitucional 
profiere una sentencia de unificación, 
cuyos efectos son extensivos a un 
grupo de personas que se consideran 
en igualdad de condiciones, incluso 
si con anterioridad a dicha sentencia 
presentaron acción de tutela por 
los mismos hechos y con la misma 
pretensión.

5.7.	Relación entre cosa juzgada y 
temeridad

Sentencia T-569 de 2023

La jurisprudencia ha establecido tres 
requisitos para que se configure la cosa 
juzgada constitucional: (i) identidad de 
objeto o pretensiones y de los derechos 
invocados; (ii) identidad de los hechos o 
causa; y finalmente, (iii) identidad entre 
las partes. La coincidencia entre estos 
tres elementos ha sido denominada la 
triple identidad.
 
Por su parte, la actuación temeraria 
requiere, además de la existencia de 
la triple identidad que da lugar a la 
cosa juzgada constitucional, estar  
acompañada de un comportamiento 
probado de mala fe de quien promueve 
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injustificada e irracionalmente la 
misma acción de tutela ante distintos 
operadores judiciales, ya sea de forma 
simultánea o sucesiva, conducta que es 
ciertamente reprochable y con la que 
se desconoce los criterios de probidad 
que exige un debate honorable, dilata 
maliciosamente la actuación e impide 
alcanzar los resultados que el Estado 
busca con la actuación procesal.
 
En consecuencia, y en armonía con la 
presunción de buena fe respecto de 
todas las actuaciones de los asociados, 
ante la acusación de estar procediendo 
de mala fe, es deber del juez analizarla 
de manera especialmente cuidadosa, 
de forma tal que la declaración de 
temeridad no se derive de una simple 
inferencia mecánica de los requisitos 
de procedencia, sino que se base en 
la acreditación cierta de la mala fe del 
accionante.
 
De tal suerte que, cuando se ha 
promovido la misma acción de tutela, 
simultánea o sucesivamente ante 
autoridades judiciales diferentes, hay 
lugar a explicar y justificar los motivos de 
dicha actuación, para argumentar que no 
se trata de un abuso del derecho, y una 
vez verificada con certeza la existencia de 
temeridad y la plena convicción del juez 
en este sentido, la acción de tutela no 
solo es declarada improcedente, sino que 
son impuestas las sanciones contenidas 
en el inciso 3° del artículo 25 y en el inciso 
2° del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991.
 
En este orden de ideas, esta corporación 
ha dicho que detrás de un actuar 
temerario existe un propósito desleal de 
satisfacer el interés subjetivo del actor 

a como dé lugar. Esta actitud deja al 
descubierto el abuso del derecho porque 
deliberadamente y sin tener razón, de 
mala fe se instaura la acción, o pretende a 
través de personas inescrupulosas asaltar 
de buena fe de quien administra justicia. 

Sentencia T-254 de 2023

En suma, la cosa juzgada y la temeridad 
confluyen en la finalidad de evitar la 
presentación sucesiva y simultánea 
de acciones de tutela, pero distan en 
el hecho de que la primera implica un 
juicio objetivo (concurrencia de ciertos 
elementos), mientras que, la segunda, 
supone una evaluación subjetiva (exige 
acreditar la mala fe del solicitante). Así, 
se presenta la temeridad cuando se 
incurre en la presentación simultánea 
de una multiplicidad de solicitudes de 
amparo que acreditan la triple identidad 
ya aludida, sin un motivo que lo justifique 
y sin que ninguna haya hecho tránsito 
a cosa juzgada. Por el contrario, se 
manifiesta en conjunto la temeridad y 
la cosa juzgada, en el evento en que se 
interponga una acción de tutela sobre 
una causa previamente decidida en 
otro proceso de igual naturaleza, sin 
que existan razones que justifiquen la 
presentación de la nueva solicitud. En 
este último caso, solo habrá lugar a la 
imposición de una sanción cuando se 
acredite que el actuar del demandado es 
contrario a los postulados de la buena fe.
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En esta sección se identifican algunas 
decisiones que han establecido la 
actualidad del objeto y la relevancia 
constitucional como requerimientos para 
la procedencia de la acción de tutela.  

1.	 La carencia actual de objeto

1.1.	 Definición de la carencia actual de 
objeto 

Sentencia SU-388 de 2023

Esta corporación ha considerado que 
durante el proceso de tutela pueden 
sobrevenir circunstancias que tornen 
inane un pronunciamiento por parte 
del juez constitucional por sustracción 
de materia, al haber perdido vigencia 
la situación que dio origen a la 
instauración del amparo cuando  (i) el 
daño o la vulneración se consolidó -daño 
consumado-; (ii) durante el trámite 
del amparo la accionada remedió la 
situación que dio lugar a su instauración 
-hecho superado-; o (iii) porque se ha 
configurado un  hecho sobreviniente  que 
hace decaer el objeto de la solicitud de 
amparo. 

Sentencia SU-522 de 2019

La tutela fue diseñada por la Constitución 
de 1991 como un procedimiento 
preferente y sumario al alcance de 
todas las personas, con el fin de brindar 
“protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando 
quiera que estos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión 
de cualquier autoridad pública”. En 

ocasiones, sin embargo, la alteración o el 
desaparecimiento de las circunstancias 
que dieron origen a la presunta 
vulneración de los derechos, conlleva a 
que la acción de amparo pierda su razón 
de ser como mecanismo extraordinario 
de protección judicial. La doctrina 
constitucional ha agrupado estos casos 
bajo la categoría de “carencia actual de 
objeto”; y si bien el concepto central se ha 
mantenido uniforme, con el devenir de 
la jurisprudencia se ha venido ajustando 
su clasificación y las actuaciones que se 
desprenden para el juez de tutela ante 
estos escenarios.
 
Desde su primer año de funcionamiento, 
la Corte ha venido explicando que la 
acción de tutela tiene por objeto la 
protección efectiva y cierta del derecho 
presuntamente violado o amenazado, 
lo cual justifica la necesidad de una 
decisión, positiva o negativa, por parte 
del juez. Pero, si luego de acudir a la 
autoridad judicial, la situación ha sido 
superada o resuelta de alguna forma, 
no tendría sentido un pronunciamiento, 
puesto que la posible orden que 
impartiera el juez caería en el vacío. 
Esta es la idea central que soporta el 
concepto de carencia actual de objeto. 
En otras palabras, el juez de tutela no 
ha sido concebido como un órgano 
consultivo que emite conceptos o 
decisiones inocuas una vez ha dejado 
de existir el objeto jurídico, sobre 
escenarios hipotéticos, consumados o 
ya superados. Ello no obsta para que, en 
casos particulares, la Corte Constitucional 
aproveche un escenario ya resuelto para, 
más allá del caso concreto, avanzar en 
la comprensión de un derecho -como 
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intérprete autorizado de la Constitución 
Política- o para tomar medidas frente 
a protuberantes violaciones de los 
derechos fundamentales.

1.2.	 Los supuestos que constituyen 
carencia actual de objeto y sus 
efectos

1.2.1.	El hecho superado

Sentencia T-200 de 2022

Se presenta cuando aquello que se 
pretendía lograr mediante la orden del 
juez de tutela ha acaecido antes de 
que el mismo diera orden alguna. En 
otras palabras, se configura cuando 
la pretensión de la acción de tutela se 
cumple antes de que se profiera una 
orden de amparo y por la actuación 
voluntaria de los accionados dentro del 
proceso. Es importante indicar que esta 
alternativa puede presentarse hasta 
antes del fallo en sede de revisión ante la 
Corte Constitucional.
 
En estos casos, el juez debe verificar que 
(i) efectivamente se ha satisfecho  por 
completo  lo que se pretendía mediante 
la acción de tutela; (ii) y que la entidad 
demandada haya actuado (o cesado en 
su accionar) a  motu proprio, es decir, 
voluntariamente. La Corte encuentra 
relevante insistir en que la pretensión 
debe ser satisfecha de manera voluntaria 
por los accionantes dentro del proceso. 
Igualmente, un pronunciamiento del 
juez no es obligatorio, pero sería posible 
realizarlo por razones asociadas, por 
ejemplo a la necesidad de avanzar 
en la comprensión de un derecho 

fundamental o con el fin de prevenir que 
una nueva violación se produzca en el 
futuro

Sentencia SU-316 de 2021

El hecho superado se encuentra regulado 
en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, 
y consiste en que, entre la interposición 
de la acción de tutela y el momento 
en que el juez profiere el fallo, se 
satisfacen íntegramente las pretensiones 
planteadas por hechos atribuibles a 
la entidad accionada. De esta forma, 
pronunciarse sobre lo solicitado carecería 
de sentido, por cuanto no podría 
ordenarse a la entidad accionada a hacer 
lo que ya hizo, o abstenerse de realizar 
la conducta que ya cesó, por su propia 
voluntad. Sin embargo, ello no obsta para 
que el juez, de considerarlo necesario, 
emita un pronunciamiento de mérito con 
el fin de (i) avanzar en la comprensión 
de un derecho fundamental, realizar 
un llamado de atención a la parte 
concernida por la falta de conformidad 
constitucional de su conducta, 
conminarla a su no repetición o condenar 
su ocurrencia; o (ii) que en virtud de sus 
facultades ultra y extra petita encuentre 
que, a pesar de la variación de los hechos, 
ha surgido una nueva vulneración de 
derechos. 
 
De esta manera, para que se configure 
la carencia actual de objeto por 
hecho superado, deben acreditarse 
tres requisitos: (i) que ocurra una 
variación en los hechos que originaron 
la acción; (ii) que esta implique una 
satisfacción íntegra de las pretensiones 
de la demanda; y (iii) que ello se deba 
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a una conducta asumida por la parte 
demandada. Así, la Corte ha procedido 
a declarar la existencia de un hecho 
superado, por ejemplo, en casos en 
los que las entidades accionadas han 
reconocido las prestaciones solicitadas, 
han procedido con el suministro de los 
servicios en salud requeridos, o dado 
trámite a las solicitudes formuladas, antes 
de que el juez constitucional o alguna 
otra autoridad emitiera una orden en uno 
u otro sentido. 

Sentencia T-684 de 2017

Mediante la Sentencia T-722 de 2003, la 
Corte Constitucional advirtió que en el 
marco de la carencia actual de objeto por 
hecho superado, es necesario distinguir 
el momento en el cual se supera o cesa el 
supuesto de hecho que motivó la acción 
de tutela, ya sea que haya sucedido (i) 
antes de iniciado el proceso ante los 
jueces de instancia o en el transcurso 
del mismo; o, (ii) estando en curso el 
trámite de revisión ante esta Corporación. 
Dicha distinción adquiere importancia 
para definir el tipo de orden que deberá 
tomarse en cada caso, en los siguientes 
términos:
 
i.) Así, pues, cuando el fundamento 
fáctico del amparo se supera antes de 
iniciado el proceso ante los jueces de 
tutela de instancia o en el transcurso de 
este y así lo declaran en las respectivas 
providencias, la Sala de Revisión no 
puede exigir de ellos proceder distinto 
y, en consecuencia, habrá de confirmar 
el fallo revisado quedando a salvo la 
posibilidad de que en ejercicio de su 
competencia y con el propósito de 

cumplir con los fines primordiales de 
la jurisprudencia de esta Corte, realice 
un examen y una declaración adicional 
relacionada con la materia, tal como se 
hará en el caso sub-examine.
 
ii.) Por su parte, cuando la sustracción 
de materia tiene lugar justo cuando 
la Sala de Revisión se dispone a tomar 
una decisión; si se advirtiere que en el 
trámite ante los jueces de instancia ha 
debido concederse el amparo de los 
derechos fundamentales invocados y así 
no se hubiere dispuesto, la decisión de 
la Sala respectiva de esta Corporación, 
de conformidad con la jurisprudencia 
reciente, consistirá en revocar los fallos 
objeto de examen y conceder la tutela, 
sin importar que no se proceda a impartir 
orden alguna.

1.2.2.	 La situación sobreviniente

Sentencia T-200 de 2022

Esta hipótesis se presenta en aquellos 
eventos en los cuales  cualquier otra 
circunstancia implique que la orden 
del juez de tutela relativa a lo solicitado 
en la demanda de amparo no surta 
ningún efecto y por lo tanto caiga en 
el vacío. La Corte ha indicado que ello 
ocurre, por ejemplo, cuando (i) el actor 
mismo es quien asume la carga que no 
le correspondía para superar la situación 
vulneradora; (ii) un tercero –distinto al 
accionante y a la entidad demandada- 
ha logrado que la pretensión de la 
tutela se satisfaga en lo fundamental; 
(iii) es imposible proferir alguna orden 
por razones que no son atribuibles a 
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la entidad demandada; o (iv) el actor 
simplemente pierde interés en el objeto 
original de la  litis.  Al igual que en el 
hecho superado, ante la configuración 
de una situación sobreviviente el juez 
constitucional puede adoptar un 
pronunciamiento, orientado a evitar la 
configuración de daños en el futuro o 
para realizar pedagogía constitucional.

Sentencia SU-316 de 2021

La situación sobreviniente se configura 
en aquellos casos en los que, entre la 
interposición de la acción de tutela y el 
momento del fallo, ocurre una variación 
en los hechos de tal forma que (i) el 
accionante asumió una carga que no 
debía asumir; (ii) a raíz de dicha situación, 
perdió interés en el resultado del proceso; 
o (iii) las pretensiones son imposibles 
de llevar a cabo. En este escenario, 
a diferencia del hecho superado, la 
presunta vulneración de los derechos 
no cesa por una actuación inicialmente 
atribuible a la entidad accionada, sino por 
circunstancias sobrevinientes en el curso 
del proceso. 
 
La Corte ha aplicado esta figura, por 
ejemplo, en aquellos casos en los que 
ya no es posible acceder a lo solicitado 
porque (i) la vulneración cesó en 
cumplimiento de una orden judicial; (ii) 
la situación del accionante cambió, de 
tal forma que ya no requiere lo que había 
solicitado inicialmente, por ejemplo, por 
haber asumido una carga que no debía; 
y (iii) se reconoció un derecho a favor 
del demandante, que hizo que perdiera 
su interés la tutela. En estos casos, se 
concluyó que las situaciones de los 

accionantes no encajaban en el supuesto 
de hecho superado ni daño consumado, 
toda vez que aquellos ya habían perdido 
cualquier interés en la prosperidad de 
sus pretensiones, pero ello no se debía a 
la satisfacción íntegra de las mismas por 
parte de la entidad demandada ni a la 
consumación del perjuicio que pretendía 
evitarse. 
 
En todo caso, se ha precisado que el 
hecho sobreviniente remite a cualquier 
otra circunstancia que determine que, 
igualmente, la orden del juez de tutela 
relativa a lo solicitado en la demanda 
de amparo no surta ningún efecto y 
por lo tanto caiga en el vacío, por lo que 
esta no es una categoría homogénea 
y completamente delimitada. Así, Sala 
Plena ha destacado la importancia de 
este concepto para definir aquellas 
situaciones frente a las que no había 
claridad en anteriores pronunciamientos, 
por no ser asimilables a las definiciones 
del hecho superado ni el daño 
consumado. 
 

1.2.3.	 El daño consumado

Sentencia T-200 de 2022

Este evento se presenta cuando se ha 
perfeccionado la afectación que con 
la tutela se pretendía evitar, de forma 
que ante la imposibilidad de hacer 
cesar la vulneración o impedir que se 
concrete el peligro, no es factible que 
el juez de tutela dé una orden para 
retrotraer la situación. En la sentencia 
SU-552 de 2019 la Corte realizó dos 
precisiones frente a esta figura: i) la 
acción debe declararse improcedente 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU316-21.htm
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cuando el daño se configura antes de 
la admisión de la acción de tutela por 
el juez de primera instancia y ii) el daño 
debe ser irreversible, pues si los daños 
son susceptibles de ser interrumpidos, 
retrotraídos o mitigados por una orden 
judicial, debe proferirse una decisión.

Ante la configuración de esta alternativa, 
es obligatorio el pronunciamiento del 
juez constitucional por la proyección  [del 
daño]  que puede presentarse hacia el 
futuro y la posibilidad de establecer 
correctivos.

Sentencia SU-316 de 2021

El daño consumado se configura cuando 
entre el momento de presentación de la 
acción de tutela y el pronunciamiento 
por parte del juez, ocurre el daño que 
pretendía evitarse. De esta manera, 
cualquier orden que pudiera dar el 
juez sobre las pretensiones planteadas 
también caería en el vacío, en tanto el 
objeto mismo de la tutela, que es lograr 
la protección inmediata y actual de los 
derechos fundamentales, ya no podría 
materializarse debido a la consumación 
del aludido perjuicio. Sobre este 
escenario, la Corte ha precisado que al 
no ser posible hacer cesar la vulneración 
ni impedir que se concrete el peligro, lo 
único que procede es el resarcimiento 

del daño causado, no siendo la tutela 
en principio el medio adecuado para 
obtener dicha reparación. 
 
En tal sentido, la Corte ha precisado que 
esta figura amerita dos aclaraciones. 
Primero, si al momento de interposición 
de la acción de tutela es claro que el 
daño ya se había generado, el juez debe 
declarar improcedente el amparo; por 
su parte, si este se configura en el curso 
del proceso, el juez puede emitir órdenes 
para proteger la dimensión objetiva del 
derecho, evitar repeticiones o identificar 
a los responsables. Segundo, el daño 
causado debe ser irreversible, por lo 
cual, si el perjuicio es susceptible de ser 
interrumpido, retrotraído o mitigado a 
través de una orden judicial, no se puede 
declarar la carencia actual de objeto. 
 
En su jurisprudencia, la Corte 
Constitucional ha procedido a declarar 
el daño consumado, por ejemplo, en 
casos en los que fallece el peticionario y 
ya no es posible restablecer su derecho 
a la salud o se comprobó la dilación 
injustificada en proveer de forma 
oportuna los servicios por él solicitados; 
también, cuando se ha cumplido el 
término de la sanción impuesta por 
medio de un acto administrativo, a pesar 
de que el mismo haya sido expedido con 
vulneración del debido proceso. 
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La jurisprudencia constitucional en esta 
materia y la práctica interpretativa a la 
que ha dado lugar deja en evidencia que, 
a pesar de que la acción de tutela tiene 
por objeto la protección de derechos 
subjetivos, ello no inhibe la activación 
de la dimensión objetiva de las normas 
de derecho fundamental -reconocida 
en diferentes providencias de la Corte-. 
En efecto, con fundamento en dicha 
dimensión los derechos fundamentales 
proyectan sus efectos más allá 
de situaciones iusfundamentales 
concretas. Precisamente esa dimensión 
constituye una de las razones que 
explican la facultad -hecho superado 
y situación sobreviniente- y la 
obligación -daño consumado- de 
adoptar pronunciamientos de fondo 
que permitan precisar el alcance de 
los derechos fundamentales y definir 
medidas adecuadas para su protección.

1.2.4.	La carencia actual de objeto por la 
muerte del accionante 

Sentencia T-157 de 2024

Frente a la muerte de la persona titular 
de los derechos cuya protección se 
solicita la Corte ha señalado que esto no 
conlleva, necesariamente, a la concesión 
del amparo, la emisión de correctivos 
o al reproche de la conducta del sujeto 
accionado, pues el juez: (i) puede 
determinar el incumplimiento de los 
requisitos generales de procedencia de la 
acción previstos en el artículo 86 Superior 
o (ii) a pesar del fallecimiento del titular 
de los derechos descartar la vulneración 
denunciada. Por lo anterior, la Corte ha 
establecido que es necesario considerar 
tres supuestos.
 

Sentencia T-200 de 2022

 
 

Hecho superado Situación 
sobreviniente Daño consumado

Momento de 
configuración

Entre la interposición de la acción de tutela y el fallo del juez, sea en 
instancias o en revisión.

Criterios

(i) Se ha satisfecho 
la pretensión (ii) por 
voluntad propia del 

accionado.

Cualquier evento 
diferente al hecho 
superado o daño 
consumado que 
implique que la 
orden del juez 
caería al vacío.

Se perfecciona la afectación 
que se buscaba evitar con la 

tutela.

Deber del juez
Pronunciamiento facultativo para realizar 
pedagogía constitucional o evitar daños a 

futuro.

Pronunciamiento obligatorio 
para evitar que el daño se 
proyecte hacia el futuro o 
implementar correctivos.
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Primero, que sea necesario continuar con 
el trámite de la acción de tutela mediante 
la figura de la sucesión procesal. Debe 
determinarse si la pretensión perseguida 
a través de la acción de tutela genera 
efectos en los familiares o herederos del 
actor fallecido, para lo cual es necesario 
establecer si se trata de derechos 
personalísimos o si las consecuencias 
de la vulneración reca[e]n sobre los 
herederos. En estos eventos no se 
configura una carencia actual de objeto. 
Esto ha ocurrido, por ejemplo, en casos 
relacionados con el pago de un crédito o 
el cobro de acreencias laborales.
 
Segundo, que se configure un daño 
consumado pues el fallecimiento está 
directamente relacionado con la acción 
u omisión que se reprochaba en la 
acción de tutela. En la Sentencia T-162 
de 2015 se indicó que esto ocurre, por 
ejemplo cuando el sujeto requiere de 
un tratamiento de diálisis, el cual solicita 
por vía de la acción de amparo, y en 
el transcurso del proceso fallece por 
insuficiencia renal. En estos casos se ha 
indicado que el juez constitucional tiene 
el deber de pronunciarse para evitar 
que el daño se proyecte hacia el futuro o 
implementar correctivos. 
 
Tercero, que se deba declarar el hecho 
sobreviniente pues el fallecimiento no 
está ligado al objeto de la acción. Esta 
corporación ha sostenido que esta 
eventualidad puede presentarse, por 
ejemplo, cuando la persona muere de un 
infarto cardíaco y la acción de amparo 
constitucional pretendía la protección 
del derecho a la educación por la falta 
de expedición de certificados de notas, 
o cuando una persona fallece por un 

accidente fortuito y requería por tutela 
el suministro de unos pañales. En todo 
caso, la Corte ha reconocido que el juez 
podrá pronunciarse sobre la eventual 
afectación de los derechos denunciada, 
según los mismos objetivos reconocidos 
para los eventos en los que se configure 
el daño consumado, es decir, para evitar 
que el daño se proyecte hacia el futuro o 
implementar correctivos.

1.3.	 Las posibilidades de 
pronunciamiento del juez de tutela 
en los casos de carencia actual de 
objeto

Sentencia SU-522 de 2019
 
La Sala Plena sistematiza la 
jurisprudencia respecto a los deberes 
que se desprenden para el juez de tutela 
en los escenarios de carencia actual 
de objeto, señalando las siguientes 
subreglas: 
 
En los casos de daño consumado: 
es perentorio un pronunciamiento 
de fondo del juez de tutela (incluida 
la Corte Constitucional) cuando el 
daño ocurre durante el trámite de 
la tutela; precisando si se presentó o 
no la vulneración que dio origen a la 
acción de amparo. Además, el juez de 
tutela podrá, dadas las particularidades 
del expediente, considerar medidas 
adicionales tales como: a) hacer una 
advertencia a la autoridad o particular 
responsable para que en ningún 
caso vuelva a incurrir en las acciones 
u omisiones que dieron mérito para 
conceder la tutela; b) informar al actor/a 
o a sus familiares sobre las acciones 
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jurídicas de toda índole a las que puede 
acudir para la reparación del daño; 
c) compulsar copias del expediente 
a las autoridades competentes; o d) 
proteger la dimensión objetiva de los 
derechos fundamentales trasgredidos 
y tomar medidas para que los hechos 
vulneradores no se repitan.

En los casos de hecho superado 
o situación sobreviniente: no es 
perentorio que el juez de tutela haga 
un pronunciamiento de fondo. Sin 
embargo, y especialmente tratándose 
de la Corte Constitucional actuando 
en sede de revisión, podrá emitir un 
pronunciamiento de fondo cuando 
lo considere necesario para, entre 
otros: a) llamar la atención sobre la 
falta de conformidad constitucional 
de la situación que originó la tutela y 
tomar medidas para que los hechos 
vulneradores no se repitan; b) advertir la 
inconveniencia de su repetición, so pena 
de las sanciones pertinentes; c) corregir 
las decisiones judiciales de instancia; 
o d) avanzar en la comprensión de un 
derecho fundamental.
 
En conclusión, la carencia actual 
de objeto implica que la acción de 
amparo pierda su razón de ser como 
mecanismo de protección judicial en 
el caso concreto. Pero ello no significa 
que cualquier pronunciamiento del juez 
automáticamente carezca de sentido; 
por lo que habrá que consultar las 
especificidades del caso. En efecto, no 
es lo mismo que la tutela derive en un 
daño consumado atribuible a la entidad 
accionada, a que la situación se solucione 
durante el trámite por la iniciativa del 
sujeto demandado o que, por alguna 

otra circunstancia, desaparezca el 
objeto de amparo. Es evidente que en el 
primer escenario resulta indispensable 
un pronunciamiento del juez de tutela, 
tendiente a precisar los hechos y tomar 
medidas correctivas. En los demás 
escenarios, podrá el juez de tutela, 
aunque no estará obligado a ello, hacer 
un análisis de fondo para avanzar 
en la comprensión de un derecho 
fundamental o tomar otras decisiones, 
según los criterios expuestos en este 
capítulo.

2.	La relevancia constitucional 

2.1.	 Definición de relevancia 
constitucional

Sentencia SU-134 de 2022

En relación con el requisito de relevancia 
constitucional, en la Sentencia SU-
033 de 2018, la Sala Plena expuso que 
es indispensable verificar en cada 
caso concreto que la acción de tutela 
no esté siendo utilizada como una 
instancia adicional para remplazar las 
vías judiciales ordinarias. El contenido 
de la solicitud de amparo debe buscar 
resolver cuestiones que trascienden la 
esfera legal, el carácter eminentemente 
económico de la controversia y la 
inconformidad con las decisiones 
adoptadas por los jueces naturales. 
Lo anterior implica la existencia de 
un probado desconocimiento de los 
derechos fundamentales al debido 
proceso o al acceso a la administración 
de justicia. 
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En ese mismo sentido, en la Sentencia 
SU-573 de 2019, esta Corte determinó 
que “la acreditación de esta exigencia, 
más allá de la mera adecuación del caso 
a un lenguaje que exponga una relación 
con derechos fundamentales, supone 
justificar razonablemente la existencia 
de una restricción desproporcionada 
a un derecho fundamental, que no 
es lo mismo que una simple relación 
con aquel”. Por consiguiente, no es 
suficiente con que la parte actora alegue 
la violación del derecho fundamental 
al debido proceso para entender 
acreditado el requisito general de 
procedencia relacionado con la relevancia 
constitucional.

La jurisprudencia constitucional 
ha decantado que la relevancia 
constitucional tiene tres finalidades. La 
primera es preservar la competencia 
y la independencia de los jueces 
de las jurisdicciones diferentes a la 
constitucional y, por lo tanto, evitar que 
la acción de tutela se utilice para discutir 
asuntos de mera legalidad. La segunda 
es restringir el ejercicio de la acción 
de tutela a cuestiones de relevancia 
constitucional que afecten los derechos 
fundamentales. La tercera es impedir 
que la acción de tutela se convierta en 
una instancia o recurso adicional para 
controvertir las decisiones de los jueces.

2.2. Algunos de los casos en los que 
se exige un análisis especial de 
relevancia constitucional

2.2.1.	 La relevancia constitucional 
en la acción de tutela contra 
providencias judiciales

Sentencia SU-134 de 2022

La Corte Constitucional reiteró tres 
criterios de análisis para establecer si una 
tutela es de relevancia constitucional. 
En primer lugar, la controversia debe 
versar sobre un asunto constitucional y 
no meramente legal o económico. Las 
discusiones de orden legal o aquellas 
relativas exclusivamente a un derecho 
económico deben ser resueltas mediante 
los mecanismos ordinarios dispuestos 
para su trámite. Esto por cuanto al juez 
de tutela le está prohibido inmiscuirse en 
materias de carácter netamente legal o 
reglamentario que han de ser definidos 
por las jurisdicciones correspondientes. 

El segundo criterio de análisis está 
relacionado con que el caso debe 
involucrar algún debate jurídico que 
gire en torno al contenido, alcance y 
goce de algún derecho fundamental. La 
jurisprudencia constitucional ha reiterado 
que la cuestión debe revestir una clara, 
marcada e indiscutible relevancia 
constitucional. Dado que el único objeto 
de la acción tutela es la protección 
efectiva de los derechos fundamentales, 
es necesario que el asunto que origina 
la presentación de la acción contra una 
providencia judicial tenga trascendencia 
para la aplicación y el desarrollo eficaz 
de la Constitución. Por tal razón, los 
asuntos en los que se invoca la protección 
de derechos fundamentales, pero cuya 
solución se limita a la interpretación 
y aplicación de las normas de rango 
legal, no tienen, en principio, relevancia 
constitucional.
 
El tercer criterio parte de la premisa 
de que la tutela no es una instancia 
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o recurso adicional para reabrir 
debates meramente legales. Según la 
jurisprudencia constitucional, la tutela 
contra providencias judiciales no da 
lugar a una tercera instancia, ni puede 
reemplazar los recursos ordinarios. Esto 
es así porque la competencia del juez 
de tutela se restringe a los asuntos de 
relevancia constitucional y a la protección 
efectiva de los derechos fundamentales 
y no a problemas de carácter legal. En 
ese orden de ideas, la tutela en contra 
de una providencia judicial exige valorar 
si la decisión se fundamentó en una 
actuación ostensiblemente arbitraria e 
ilegítima de la autoridad judicial y que 
derive la trasgresión de las garantías 
básicas del derecho al debido proceso. 
Solo de esta forma se garantiza la 
órbita de acción tanto de los jueces 
constitucionales como de los de las 
demás jurisdicciones.

2.2.2.	 La relevancia constitucional en 
la acción de tutela contra laudos 
arbitrales

Sentencia T-131 de 2022

Demostrar la relevancia constitucional 
de las afectaciones causadas por un 
laudo arbitral exige una sólida carga 
argumentativa. Lo anterior, para que 
la acción de tutela no se convierta en 
una instancia judicial que remplace 
las vías ordinarias, de modo tal que 
las transgresiones alegadas sean 
constitucionalmente significativas y 
trasciendan la esfera legal, el carácter 
eminentemente económico de la 
controversia y la inconformidad con las 
decisiones adoptadas por los árbitros. 
 

Así, debe demostrarse de manera 
inequívoca la vulneración de derechos 
fundamentales (generalmente el debido 
proceso constitucional o el acceso a la 
administración de justicia), que haga 
inminente e imperativa la intervención 
del juez constitucional ante el ejercicio 
arbitrario de la función jurisdiccional. 
En este sentido, a fin de precisar la 
competencia del juez constitucional que 
interviene un laudo arbitral, la Corte ha 
diferenciado entre el  debido proceso 
constitucional  y el  debido proceso legal. 
El primero aboga por la protección de 
las garantías esenciales o básicas de 
cualquier proceso (juez natural, presentar 
y controvertir las pruebas, defensa -que 
incluye la defensa técnica-, legalidad, 
publicidad y la prohibición de juicios 
secretos, entre otras). Por el contrario, el 
debido proceso legal se halla constituido 
por el conjunto que reglas particulares, 
de carácter legislativo, que desarrollan 
de una u otra forma las garantías 
constitucionales. 
 
En la Sentencia T-131 de 2021, luego 
de realizar un recuento de algunas 
sentencias en las que se ha analizado 
con rigor la relevancia constitucional 
de acciones de tutela instauradas 
contra laudos arbitrales (sentencias 
T-244 de 2007,  T-972 de 2007,  T-225 de 
2010,  T-186 de 2015,  SU-500 de 2015,  SU-
556 de 2016,  SU-033 de 2018  y SU-081 de 
2020), la Corte sintetizó que se satisface 
el mencionado requisito general de 
procedencia cuando la acción de tutela (i) 
supone,  prima facie, el desconocimiento 
del derecho fundamental al debido 
proceso en su faceta constitucional; 
(ii) no es empleada como una tercera 
instancia judicial para reabrir el proceso; 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/T-131-22.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-131-21.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2007/T-244-07.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2007/t-972-07.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-225-10.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-225-10.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-186-15.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/SU500-15.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/su556-16.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/su556-16.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/SU033-18.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU081-20.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU081-20.htm
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(iii) se orienta a resolver aspectos que 
trascienden cuestiones legales; (iv) no 
tiene la pretensión de cuestionar el 
criterio de los árbitros para decidir el 
caso; (v) procura cuestionar la falta de 
aplicación de normas constitucionales; 
o (vi) busca evitar la afectación del 
patrimonio público cuando se cumplen 
determinadas condiciones. 
 
Así mismo, la Sala Séptima de 
Revisión determinó que carecen 
de relevancia constitucional los 
asuntos que (i) se contraen a dirimir 
discusiones estrictamente económicas 
o patrimoniales relacionadas con la 
condena impuesta en el laudo arbitral; 
o (ii) tienen una relación directa con 
la interpretación de un contrato o su 
valoración probatoria por parte del 
tribunal de arbitramento.  Precisó, 
también, que el carácter    económico 
de la discusión no excluye,  per se, la 
posibilidad de que el caso comprometa 
la faceta  constitucionalmente  protegida 
del debido proceso, pero además de los 
perjuicios económicos, debe demostrarse 
el desconocimiento de un derecho 
fundamental o la intervención en otros 
bienes y derechos constitucionalmente 
relevantes como la libertad personal o la 
eficaz administración de justicia. 

2.2.3.	 La relevancia constitucional en 
las acciones de tutela contra 
particulares por publicaciones 
realizadas en plataformas 
tecnológicas 

Sentencia SU-420 de 2019

La verificación de la relevancia 
constitucional del asunto de cara al 
análisis de subsidiariedad, se deberá 
realizar bajo los siguientes parámetros:
 
i) Quién comunica: esto es, el emisor del 
contenido, es decir, si se trata de un perfil 
anónimo o es una fuente identificable, 
para lo cual deberán analizarse las 
cualidades y el rol que ejerce en la 
sociedad, esto es, si se trata de un 
particular, funcionario público, persona 
jurídica, periodista, o pertenece a un 
grupo históricamente discriminado.
 
ii) Respecto de quién se comunica, es 
decir, la calidad del sujeto afectado, para 
lo cual debe verificarse si se trata de una 
persona natural, jurídica o con relevancia 
pública. Exceptuando los eventos que 
se describen en el literal c siguiente 
sobre periodicidad y reiteración de las 
publicaciones que puedan constituirse 
en hostigamiento o acoso.
 
iii) Cómo se comunica a partir de la carga 
difamatoria de las expresiones, donde 
se debe valorar: a) El contenido del 
mensaje: la calificación de la magnitud 
del daño no depende de la valoración 
subjetiva que de la manifestación realice 
el afectado, sino de un análisis objetivo, 
neutral y contextual, entre otros. b) El 
medio o canal a través del cual se hace 
la afirmación. c) El impacto respecto de 
ambas partes (número de seguidores; 
número de reproducciones, vistas, likes o 
similares; periodicidad y reiteración de las 
publicaciones).

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU420-19.htm
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2.2.4	 La relevancia constitucional en 
acciones de tutela en el marco de 
disputas contractuales

Sentencia T-240 de 1993

La situación materia de la tutela, nacida 
al amparo de un contrato y regulada 
por este, solo tiene una relevancia 
constitucional genérica en el sentido de 
que la fuente pertinente para resolver la 
controversia es la regla contractual, la 
cual como toda fuente normativa debe 
interpretarse de conformidad con la 
Constitución, sin que por ello la misma 
o su presupuesto normativo adquieran 
carácter constitucional. Tampoco se está 
en presencia de una decisión judicial 
que en el caso planteado haya omitido 
una consideración constitucional 
fundamental que permita concederle 
al asunto relevancia constitucional 
directa como para ser avocada por esta 
Jurisdicción. De hecho, el demandante 
equivocó la Jurisdicción pues tratándose 
de un asunto puramente contractual ha 
debido acudir a la Jurisdicción ordinaria.
 

En el fondo el error del actor se 
originó en estimar que la innegable 
relevancia genérica de la Constitución 
y su capacidad de irradiación dentro del 
ordenamiento jurídico, era suficiente para 
elevar incluso hasta el nivel constitucional 
la resolución directa de una situación 
para la cual la norma pertinente era 
una de menor jerarquía (el contrato). 
No tuvo presente que la relevancia 
genérica aludida, aunada a la falta de un 
pronunciamiento de la justicia ordinaria, 
no autoriza para atraer a la órbita 
constitucional - cuyas peculiares técnicas 
de positivación no son las predicables del 
resto del ordenamiento - los supuestos 
de hecho que esta no ha contemplado 
expresa ni implícitamente ni en los que 
no están en juego los valores y principios 
constitucionales. Adicionalmente, 
los aludidos supuestos tampoco 
son susceptibles de incorporarse 
razonablemente a las cláusulas abiertas 
de la Constitución. No hay duda que 
su incumbencia directa se liga a otras 
normas específicas del ordenamiento.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/T-240-93.htm
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